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Presentoción 

LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL 
EN LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 
La creciente influencia de los capitales financieros internacionales, la inter­

dependencia de los procesos económicos y la expansión de los mecanis­
mos de integración comercial dominan el actual escenario internacional, 

en el cual América Latina vive un momento particularmente difícil. Este 

momento está caracterizado por la deterioración de los servicios de bien­

estar ofrecidos por los gobiernos, por el crecimiento de las diferencias 

entre los ricos y los pobres, por las distorsiones en el mercado de traba­

jo y por la degradación dei medio ambiente. A pesar de la consolida­

ción de las democracias políticas en la mayoría de los países dei conti­

nente, el agravamiento de la crisis de gobernabilidad en Colombia, 

suscita preocupación con respecto a la estabilidad política en la región. 

Los gobiernos, el sector comercial y las instituciones financieras in­

ternacionales han dialogado y han definido estrategias conjuntas en cues­

tiones referentes a la integración económica; sin embargo, el nexo crítico 

entre comercio y derechos ha sido negligenciado y las personas y organi­
zaciones vinculadas con la defensa de los derechos humanos han sido fre­

cuentemente excluidas de ese diálogo. Muchas discusiones están concen­
tradas en la circulación dei capital en mercados comunes y se ha avanzado 

muy poco en términos de derechos de ciudadanía de los habitantes que 

tarnbién forman parte de este proceso de integración regional y global. 

Durante la década de noventa, por medio de un análisis crítico y 

atento y de la elaboración de propuestas de políticas públicas, las orga­

nizaciones de la sociedad civil (OSCs) desempefiaron un papel funda­
mental en las políticas públicas nacionales. Estas organizaciones han 

acompafiado de cerca el proceso de globalización económica, liberali­

zación comercial e integración de los mercados, preocupándose, prin­

cipalmente, con los aspectos negativos de.'estos procesos, en términos 
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de exclusión social y . aumento de la pobreza y buscando ejercer un 
mayor impacto en estos procesos. 

Durante las recientes reuniones de organizaciones económicas in­
ternacionales, realizadas en 1998 y 1999 en Montreal, Seattle y Davos, 
así como en las reuniones .·del Banco Mundial en Washington (abril de 
2000) y durante la reunión conjunta del Fondo Monetario Interna­
cional (FMI), del Banco Mundial realizada en Praga (septiembre de 
2000), en la Segun!ia Cumbre de las Américas en Québec, Canadá, en 
abril de 2001 y en la última reunión del G-8 (el grupo de los 7 países 
más industrializados del mundo y Rusia), realizadà en Génova, ltalia, 
en julio de 2001, las organizaciones de la sociedad civil seiíalaron la 
necesidad de redefinir los términos del debate sobre el futuro de la 
gobernabilidad global. La declaración de la reunión plenaria de estas 
organizaciones paralela a la X UNCTAD- Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre Comercio y Desarrollo (Bangkok, 1999) afirma cla­
ramente que es urgente la elaboración de un paradigma diferente que 
subordine la estrecha visión de eficiencia a los valores de solidaridad 
social, de igualdad social y de género e integridad ambiental. 

Esto está especialmente claro con relación a la movilización de las 
OSCs en las discusiones para tratar de las negociaciones del Área de 
Libre Comercio de las Américas (ALCA), de los acuerdos de la OMC 
(Organización Mundial de Comercio), de organizaciones financieras 
internacionales como el FMI (Fondo Monetario Internacional) y el 
Banco Mundial, del proceso de integración del Mercosur, entre otras 
cuestiones. La Cúpula de la Unión Europea y América Latina y Cari­
be, que se realizó en Río de Janeiro en junio de 1999, fue un momento 
importante de movilización de las OSCs latinoameriC:anas en torno de 
las cuestiones sociales resultantes de los procesos de integración econó­
mica. De la misma manera', la movilización en torno del Foro Social 
Mundial (Porto Alegre, enero de 2001), representa un avance en el 
esfuerzo hacia la formulación por la sociedad civil de alternativas y 
aniculaciones estratégicas a nivel continental y mundial. 

Existe el consenso, entre estas organizaciones, de que es necesario 
adoptar medidas sociales y políticas que permitan una mayor distribu-
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ción de la renta y de las riquezas en los países vinculados a procesos de 
integración. También es urgente definir un padrón aceptable en tér­
minos de legislación laboral, para garantizar que los derechos ya reco­
nocidos por algunos de estos países sean respetados por los demás. 
Otro desafío es la expansión de varios tipos de derecho de acuerdo con 
la legislación más avanzada entre los países miembros. Por lo tanto, 
definir una agenda de derechos humanos y sociales que acompafie los 
procesos de integración económica es una tarea urgente. 

EL FORO DE LA SOCIEDAD CIVIL EN LAS AMÉRICAS 

Con el objetivo de discutir estrategias de fortalecimiento mutuo frente 
al contexto internacional dominado por fuerzas económicas globales, 
un grupo de representantes de organizaciones de la sociedad civil (OSC) 
de diversos países del continente se reunió en 1997 en Rio de Janeiro. 
En esa oportunidad se estableció el Foro de la Sociedad Civil en las 
Américas1, que tuvo como uno de sus principales objetivos construir 
un espacio en el cual organizaciones trabajando con diferentes tópicos 
puedan fortalecerse mutuamente a partir de su experiencia particular, 
adoptando una perspectiva de análisis multisectorial y definiendo es­
trategias comunes de acción. 

El papel de la sociedad civil en los procesos de integración econó­
mica ha sido una preocupación fundamental del Foro. Una mayor pre­
sencia de las OSCs frente a esos procesos constituye una estrategia 
sumamente relevante a fin de garantizar que acuerdos y tratados que 
constituyen el marco normativo de tales procesos tengan un fuerte y 
claro compromiso con la justicia social, con los derechos humanos y 
con la democracia. 

La creación del Foro en 1997 anticipó el interés yla preocupación 
crecientes de organizaciones de la sociedad civil del continente de res-

I La Secretaria dei Foro de la Sociedad Civil en las Américas es ejercida por Cepia 

(Ciudadanía, Estudio, Pesquisa, Información y Acción}, con sede en Río de Janeiro. 

Para obtener más informaciones, pedimos consultàr las sigUientes páginas en Internet: 

www.cepia.org. br.; www.forumcivil.org. br 
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ponder a los desafíos . apremiantes de la globalización. En realidad, los 

afí.os siguientes fueron marcados por una expresiva participación de la so­
ciedad civil en la discusióri de temas relativos a la integración económica. 

Las acciones del Foro se han desarrollado dentro de tres grandes 
áreas temáticas: ' 

• Reforma de políticas nacionales, sobre todo reformas del sistema de 

salud. 

• Políticas sociales y derechos humanos en procesos de integración 
económica, particularmente el Mercosur. 

• Nuevos mecanismos que permitan la democratización y la 

participación de los ciudadanos, garantizando el ejercicio de derechos. 

DERECHOS HUMANOS EN EL CONO SUR 

A pesar de la complejidad y de las grandes diferencias étnicas y raciales 
que caracterizan a América Latina, se pueden hacer algunas observa­

ciones generales especialmente con relación a los países del Cono Sur 
como Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, que han pasado por trans­
formaciones políticas semejantes en las últimas décadas. El contexto 
político de Paraguay difiere de la situación de los países citados, por­
que la dictadura militar comenzó mucho antes en ese país. 

Por varios motivos económicos y geopolíticos, esos países sufrieron 

en las décadas de 60 y 70 golpes de estado que instalaron gobiernos 
militares autoritarios. Esos gobiernos utilizaron diversas estrategias de 
represión y violencia institucional para imponer su dominio. 

lnstituciones democráticas como los parlamentos, los sindicatos, la 
prensa, las organizaciones de clase, religiosas y las universidades fueron 
parcial o totalmente cerradas, censuradas o perseguidas. La sospecha 
con relación a los ciudadanos individualmente y a la sociedad civil 
como un todo, caracterizaba esos gobiernos. Las graves violaciones de 

los derechos humanos fundamentales, como la suspensión del . derecho 
de habeas corpus, cambios en las normas que protegen a los prisioneros 
de abusos, la censura de la midia y una atmósfera general de miedo y 

sospecha, dieron lugar, concomitantemente, a la resistencia y al surgi­

miemo de diversas organizaciones de derechos humanos. Tanto las 
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entidades internacionales como la Amnistía Internacional o el Human 
Rights Watch, como las entidades de cufio nacional comienzan a ac­
tuar en la arena pública de los países del Cono Sur. 

A medida que los militares refon.aban su poder, la justicia y los dere­
chos humanos se distanciaban del Estado, convirtiéndose en un monopo­
lio de la sociedad civil. Las diversas organizaciones de derechos humanos 
actuantes en el Cono Sur privilegiaron la denuncia sistemática de la 
violación de los derechos civiles y políticos, llamados por algunos au­
tores de derechos humanos de primera generación2

• En ese sentido, 
cuestiones vinculadas a raza y etnia, género, medio ambiente, sexuali­
dad y reproducción, que hoy integran la agenda de OSCs actuantes en la 
región, no .formaban parte de la plataforma de estas organizaciones. 

A pesar de presentar similaridades, durante el período autoritario, 
las organizaciones de derechos humanos tuvieron niveles de importan­
cia diferenciados en cada país latinoamericano. La visibilidad de esas 

organizaciones dependía, grandemente, de la centralización de su ac­
tuación. En otras palabras, en los países en los que otras instancias, 
como el poder judicial, la prensa, las asociaciones profesionales, la Iglesia, 
poseían visibilidad e influencia en la resistencia al autoritarismo, las 
organizaciones de derechos humanos no tenían un papel tan central 
como en otros países en los cuales esos grupos constituían las únicas 
voces de resistencia a los regímenes militares. 

Dos semejanzas importantes caracterizan el contexto político más 
reciente del Cono Sur: 1) a lo largo de la década de 80, hasta la década 
de 90, las instituciones democráticas fueron reinstaladas, pero la ex­
clusión de los pobres, de los no-blancos y de las mujeres continúa, a 
pesar de los esfuerzos para construir una sociedad más inclusiva; 2) 
hoy, esos países son gobernados por regímenes democráticos y la socie­
dad civil no tiene más el monopolio del discurso de defensa de los 
derechos humanos. 

Por lo tanto, aunque actualmente los gobiernos latinoamericanos 
"hablan" también sobre los derechos humanos, su lenguaje y el de las 

2 Ver Bobbio, Norberto - A Era dos Direitos. Río de Janeiro: Campus, 1988. 
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organizaciones no-gubernamentales frecuentemente difieren. El he­
cho de que los gobiernos se hayan manifestado sobre cuestiones de 
derechos humanos no significa necesariamente que estén comprometi­
dos con su implementación. Existe una laguna entre ellenguaje inter­
nacional de derechos humanos, la retórica gubernamental y la protec­
ción concreta de esos derechos. La dimensión de esa laguna está rela­
cionada con el poder y coo la política y es el resultado de las tensiones, 
luchas y alian~ de numerosos actores nacionales e internacionales. 

La democratización de esos países de América dei Sur también au­
mentó el número de OSCs que, sin autodenominarse necesariamente 
como organizaciones de derechos humanos, están, en realidad, de­
sarrollando proyectos de derechos humanos. Esas organizaciones y mo­
vimientos sociales se dedican a las cuestiones de violencia de género, 
de derechos sexuales y reproductivos, salud y derechos humanos, raza 
y etnia, media ambiente, derechos dei trabajador, protección de los 
derechos de los nifios, entre otros asuntos. Por otro lado, aunque las 
"organizaciones tradicionales" de derechos humanos hayan tratado de 
ampliar su acción, las violaciones de los derechos civiles y políticos y la 
violencia dei Estado, continúan siendo su principal motivación. 

Desde los tiempos de la resistencia a los regímenes autoritarios ha 
habido intercambio y colaboración mutua entre las organizaciones dei 
Cono Sur. Durante las décadas de 80 y 90, los movimientos sociales y 
las OSCs han fortalecido sus vínculos y fueron creadas muchas redes 
entre las organizaciones latinoamericanas. Como ejemplo tenemos: la 
Red Latinoamericana de Mujeres por la Salud, el Foro Latinoamerica­
no dei Media Ambiente, la Alianza Social Continental, entre otras. 
Existe, por lo tanto, un terreno fértil para la colaboración mutua y el 
debate sobre temas relacionados con la integración económica en el 
Cono Sur. 

De hecho, la agenda de la mayoría de esas organizaciones de dere­
chos humanos converge bacia la denuncia de la violencia policial con­
tra la población (especialmente los sectores más pobres), en los coo­
flictas rurales y urbanos y contra los prisioneros comunes. Son organi­
zaciones particularmente activas en la exigencia dei contrai dei Estado 
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sobre los grupos paramilitares. Organizaciones civiles obligan ai judi­
ciario y a las polidas civil y militar a responsabilizarse por permitir la 
proliferación de escuadrones clandestinos que violan sistemáticarnente 
los derechos humanos. 

En términos de red, aunque no todas las organizaciones de dere­
chos humanos dei Cono Sur se encuentren regularmente, intercarnbian 
informaciones y definen estrategias comunes en momentos de crisis. 
La Argentina, por ejemplo, mantiene una Asamblea permanente de 
Derechos Humanos. En el Brasil, las organizaciones de derechos hu­
manos trabajan en forma independiente, pero el Movimiento Nacio­
nal de los Derechos Humanos funciona como una red de informacio­
nes entre ellas. 

En las conferencias de las Naciones Unidas en Río de Janeiro (Con­
ferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 
1992), Viena (Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, 1993), 
Cairo (Conferencia de las Naciones Unidas sobre Población y Desarro­
llo, 1994), Copenhague (Conferencia Mundial sobre Desarrollo So­
cial, 1995) y Beijing (Conferencia Mundial sobre la Mujer, 1995), la 
plataforma de los derechos humanos fue ampliada y reconceptuada, 
en función de la lucha de las nuevas OSCs que incluyeron cuestiones 
de género, salud, violencia doméstica, urbana y rural, reproducción, 
raza, etnia y medio ambiente, entre otros temas. Estos nuevos actores 
sociales formaron redes nacionales, regionales e internacionales bien 
estructuradas y, a pesar de la diversidad entre ellas, han articulado 
estrategias internacionales basadas en puntos consensuales3• Esa arti­
culación internacional estuvo presente también durante la Conferen­
cia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, La Xenofobia 
y Formas Correlacionadas de Intolerancia, realizada en 2001, en África 
dei Sur. La declaración y el Plan de Acción aprobados en esta Confe­
rencia reflejan muchos de los principios defendidos por las organiza-

3 Ver Sik.kink, Kathryn - "La dimensión transnacjonal de los movimientos sociales" 

en Cuadernos dei Foro n° 3- La sociedad civil frente a las formas de institucionalidad 

democrática. Buenos Aires: CEDES/CELS, 2000 (editado por Martín Abregú y 

Silvina Ramos) . 
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ciones de la sociedad civil de todo el mundo, que participaran activa­
mente del proceso preparatorio demandando el respecto y la amplia­
ción de los derechos de los .pueblos indígenas, los afro descendientes, 
los ramas, los palestinos y de otros grupos históricamente discrimina­
dos, enfatizando los derechos específicos de las mujeres y nifios perte­

necientes a esos grupos. 

EL MERCOSUR 
Establecido en 1991, por el Tratado de Asunción4, con base en acuer­
do de libre comercio entre Argentina, Brasil, Uruguay y Paraguay, con 
la posterior incorporación de Chile y Bolivia en la calidad de miem­
bras agregados, el Mercosur visa eliminar tarifas aduaneras, asegurar la 
libre circulación de factores productivos (capital y trabajo) entre los 
países miembros y establecer una política comercial común en el sur 
del continente. El Mercosur contempla también el establecimiento de 
una coordinación de políticas macroeconómicas y sectoriales y, si ne­
cesario, una harmonización de las legislaciones nacionales. 

Representando una economía del orden de US$ 1 billón y un uni­
verso de cerca de 228 millones de personas, el Mercosur se establece 
en países que sufrieron los efectos de la profunda crisis económica de la 
década de 80, reflejada en la tasa media negativa de crecimiento de 
8,13%, observada en América Latina como un todo entre los afias de 
1981-89. En la década de 90, los altos índices de inflación que carac­
terizaban sus economías, fueron relativamente controlados. La implan­
tación del Mercosur ocurre, entonces, en un contexto de mayor estabi­
lidad monetaria de países que enfrentan, sin embargo, constantes de­
safíos provenientes de la inestabilidad de los mercados financieros in­
ternacionales y de la aceleración de los procesos de globalización, re­
forma del Estado y privatización. 

4 Este Tratado fue posteriormente adscrito por el Protocolo de Brasilia, 1991 , que 

busca la solución de controversias, y por el Protocolo de Ouro Preto, en 1995, sobre 

aspectos institucionales. Para otros detalles, ver la Cronologia dei Proceso de lnte­

gración en las Américas (Anexo I). 
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Una constatación que salta a la vista reside en el reconocimiento del 
alto grado de heterogeneidad de los países que integran el Mercosur, 
tanto desde el punto de vista de su crecimiento económico reciente 
como de las condiciones de vida de su población. 

Hay tres niveles bien definidos de PIB per cápita. El más elevado 
reúne la Argentina y Chile, con valores promedio de su PIB per cápita 
variando entre US$ 8.500 y US$ 10.000, respectivamente, indicando 
mayor homogeneidad en términos de padrón de vida medido por la 
renta. El segundo padrón, que podríamos denominar de medio, inclu­
ye Uruguay y Brasil, con valores en la faja de los US$ 6.000 a US$ 
7.000 per cápita. Por fin, aparece aislado Paraguay, en una posición 
mucho más desfavorable. 

En términos de desarrollo humano y social hay dos grupos bastan­
te distintos: de un lado, Chile, Argentina y Uruguay, y del otro, Brasil 
y Paraguay. Los niveles de desarrollo humano de Chile, Argentina y 
Uruguay son muy convergentes, indicando que los mayores desafíos 
están del lado del Brasil y del Paraguay. Cabe a esos países reducir 
rápidamente la distancia social que separa sus habitantes de los demás. 

La propuesta de establecer un mercado común para esos países no 
se resume a cuestiones tarifarias. Partindo de ellas, están siendo adop­
tados compromisos económicos comunes que, por su alcance, exceden 
los límites aduaneros y presuponen una aproximación política entre 
los estados-miembros. 

La ausencia de políticas públicas que se contrapongan a algunos 
efectos perversos de la desarticulación del Estado, particularmente graves 
en el campo de la salud, de la educación, de la vivienda y del sanea­
miento básico, así como la tendencia al aumento del desempleo, está 
afectando, sobre todo, a la población de menor renta de esos países que 
enfrentan, así, el gran desafío de dar continuidad a la integración de 
políticas económicas en un escenario de incertidumbres económicas y 
de creciente desigualdad social. 

En contraste con la experiencia europea, en la cual, desde el co­
mienzo, las organizaciones de la sociedad civil estuvieron presentes en 
los debates sobre la Comunidad Económ~Ca.Europea (CEE), estable-

Derec•os H•••••s •• el Mercos.r 1 3 



ciendo instancias para que las OSCs pudiesen acompafiar los procesos 
de integración económica de ese continente, lo mismo no ocurrió en el 
Mercosur. Esa ausencia se acentúa cada día, frente al creciente papel 
económico y político de ese mercado y sus efectos sociales a nivel na­
cional, regional e inclusive internacional. 

El Foro de la Sociedad Civil en las Américas considera que es nece­
sario establecer una agenda social y de derechos humanos para el 
Mercosur, que pueda desempefiar el importante papel de proveer un 
parámetro para la integración comercial, determinando limites para 
abusos y discriminaciones inaceptables en los pàíses integrantes dei 
bloque, y definiendo niveles deseables de bienestar a ser alcanzados. 
En términos de derechos de los trabajadores, deben ser considerados 
temas como el trabajo infantil, el sub-empleo y la discriminación su­
frida por las mujeres y la discriminación racial y étnica en el mercado 
de trabajo. Entretanto, una agenda de derechos humanos y sociales va 
más allá de las condiciones de trabajo e incorpora cuestiones relaciona­
das a la igualdad de género, étnica y racial de una manera general, 
derechos sexuales y reproductivos, violencia doméstica, protección 
ambiental y migración. 

La elaboración de esa agenda representa un paso importante para 
restablecer el nexo entre comercio y derecho. Otro paso crucial es la 
creación, perfeccionamiento y divulgación de los mecanismos propues­
tos en esa agenda, abarcando la sociedad civil, los órganos guberna­
mentales y las empresas con responsabilidad social. 

Finalmente, es importante enfatizar la importancia dei fortaleci­
miemo no apenas económico, sino también político dei Mercosur, 
como forma de fortalecer los países dei Cono Sur en el proceso de 
negociación en curso con motivo de la estrategia norteamericana de 
implementación acelerada de ALCA. La ofensiva norteamericana está 
apareciendo de varias formas, incluso a través dei protocolo firmado 
en diciembre de 2000 entre Chile y EUA, que prevé la adhesión 
dei primero al NAFTA (Acuerdo de Libre Comercio de América del 
Norte). En este contexto, el suceso dei Mercosur se reviste de la 
mayor importancia, para que los países integrantes puedan nego-
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ciar acuerdos comerciales con otros países y bloques en condiciones 
de mayor equilíbrio de fuerzas. 

DERECHOS HUMANOS EN EL MERCOSUR: PROPUESTA DE AGENDA 
Y MECANISMOS DE IMPLANTACIÓN 
El estudio Derechos Humanos en e1 Mercosur, realizado por Cepia y 
publicado en este cuarto número de la serie •Cuadernos Foro Civil, pre­
tende contribuir para que la integración entre estos países sea un factor 
de profunda consideración de los derechos humanos, tanto en térmi­
nos de la incorporación de nuevas dimensiones de la vida en la esfera 
de esos derechos como en lo que respecta a su indivisibilidad. Una 
agenda de derechos humanos no puede depender de acuerdos comer­
ciales. AI contrario, debe regidos. 

Los intereses dei mercado se mueven por la lógica de la maximización 
de los lucros y de las oportunidades de cada país, llevando a constantes 
divergencias y agresiones como, por ejemplo, la desvalorización dei 
real por e1 Brasil en 1998 y sus efectos negativos sobre la economía de 
la Argentina o, más recientemente, el compromiso de Chile con el 
NAFTA en vísperas de intensificar sus relaciones con el Mercosur. Sin 
embargo, el desarrollo de una identidad ciudadana común a los países 
dei Cono Sur, norteada por un conjunto de derechos y de responsabi­
lidades individuales y colectivas, por compromisos gubernamentales y 
mecanismos de evaluación y acompafiamiento, crearía los cimientos 
en los cuales se asentaría un verdadero proceso de integración econó­
mica que, tal como está ocurriendo en la comunidad europea, ultrapase 
el horizonte estrecho de las tarifas aduaneras y funcione como un meca­
nismo de fortalecimiento de esos países frente a los efectos de la 
globalización económica y cultural. La comunidad dei Cono Sur sería 
fortalecida, participando como interlocutora más fuerte y respetada de 
las decisiones geopolíticas y financieras mundiales, cada vez más con­
centradas en un pequefio grupo de países. 

El Foro ha sefialado la ausencia de la sociedad civil frente al proceso 
de integración económica en curso en el Cono Sur dei continente y la 
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urgente necesidad de tomar iniciativas para garantizar su participación 
en los debates sobre ese mercado común y sus consecuencias sociales. 
El objetivo de ese estudio ~s contribuir para el establecimiento de un 
nivel básico de derechos políticos, sociales, civiles, ambientales, de sa­
lud y de protección contra discriminaciones de género, raza y etnia ai 
cual deben adherir los países miembros y comprometiéndose a respe­
tarlo, mediante propuesta de una agenda de derechos humanos para el 
Mercosur. 

A través de esa publicación, el Foro de la Sociedad Civil en las 
Américas continúa los estudios comparativos entre los países dei 
Mercosur, iniciados con la realización dei estudio "Políticas Sociais 
Compensatórias no Mercosul"5• Este trabajo concluyó que la eficacia 
de las políticas sociales está asociada a la adopción de estrategias clara­
mente definidas, que traduzcan la opción por resultados más perma­
nentes y no se limiten a acciones emergenciales. Presenta también 
importantes informaciones comparativas sobre las políticas de genera­
ción de trabajo y rema y las políticas antidiscriminatorias existentes en 
los países dei Mercosur. 

Comprendiendo que uno de los principales desafios para los países 
con alto grado de desigualdad e historias recientes de regímenes tota­
litarios es el de disminuir la distancia entre normas y realidad, entre 
ley y práctica, el Foro de la Sociedad Civil en las Américas considera 
que es importante trabajar por la implementación de los derechos ya 
conquistados, analizando e intercambiando informaciones entre las 
OSCs sobre los diferentes mecanismos e instrumentos existentes, los 
obstáculos a ser enfrentados, las prácticas innovadoras y bien sucedidas. 

La realización dei estudio comparativo "Derechos Humanos en el 
Mercosur" fue posible gracias ai apoyo de la Fundación Ford y ai tra­
bajo conjunto de diferentes, personas e instituciones. La pesquisa y la 
primera versión dei estudio fueron elaboradas por Camila Vasconcelos, 
pesquisadora de Cepia. Posteriormente el estudio fue sometido a la 

5 Cepia I Foro de la Sociedad Civil en las Américas- Políticas Sociais Compensatórias 

no Mercosul. Cuadernos Foro Civil n. 1. Rio de Janeiro: Cepia, 1999. 
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revisión por parte de especialistas dei área jurídica de los países inves­
tigados: Dalia Szulik (Argentina); Leila Linhares Barsted (Brasil); Ca­

talina Infante (Chile); Line Barreiro y María Molinas (Paraguay); 

Graciela Vázquez y Lilian Celiberti (Uruguay). 
En una etapa posterior, el documento revisado fue presentado y 

discutido en la reunión "Una agenda de Derechos Humanos en el 
Mercosur", realizada en Río de Janeiro los días 1 y 2 de junio de 2000. 
El seminario reunió cerca de 40 personas, entre representantes de 
ONGs, pesquisadores, profesores universitarios, operadores de Dere­
cho y activistas de derechos humanos de Brasil, Paraguay, Uruguay, 

Chile y Argentina. En esa reunión se discutieron puntos importantes 
para la elaboración de una agenda común de derechos humanos a ser 
propuesta para adopción por los países integrantes del Mercosur6

• Los 
resultados aquí presentados son, por lo tanto, fruto de un trabajo en 
curso, de carácter dinâmico y, por esas características, necesariamente 

inacabado. 

6 Ver Anexo 4. 
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lntroducción 

Esta publicación presenta un cuadro de la incorporación de los dere­
chos humanos en leyes y diversos instrumentos vigentes en Argentina, 
Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, con el objetivo de analizar los avan­
ces ya alcanzados, los principales obstáculos para su ejercicio, así como 
las necesidades y las demandas todavía existentes a nivel del ordenamiento 
normativo. A partir de este cuadro, identificamos el "Estado del Arte" de 
los derechos humanos en el Cono Sur del continente, las recurrencias, las 
especificaciones, las conquistas y las lagunas tanto en lo que se refiere a 

su marco legal como a los instrumentos para su efectivación. 
Tomando en cuenta la legislación vigente, este trabajo realizado 

por Cepia, en el marco del Foro de la Sociedad Civil en las Américas, 
registra los dispositivos jurídicos orientados hacia los Derechos Hu­
manos. El estudio comparativo es constructivo, porque permite la ob­

servación de la manera como cada una de esas sociedades, a pesar de su 
diversidad, avanzó en la elaboración de leyes dedicadas a temas como 
el combate a la discriminación y al racismo, la garantia de los derechos 
de la mujer y de grupos étnicos y raciales, la protección de la salud, los 
derechos del trabajador y la legislación ambiental, entre otros aspectos. 

El estrechamiento de las relaciones dentro de este bloque regional 
llevará a los países miembros a la búsqueda de soluciones en conjunto 
y a la ecualización de dispositivos jurídicos internos (alén de acuerdos 

entre sí) para dar continuidad al proceso de integración. En este caso, 
este estudio comparativo tiene un gran valor, principalmente para que 
el intercambio de influencias se efectúe siempre reflejándose en los 
instrumentos legales más democráticos e igualitarios orientados hacia 
el pleno ejercicio de los Derechos Humanos. 

La Constitución Política de cada uno de esos países incorpora prin­

cipias que dan prioridad a la persona humana· y subordinan las activi­
dades económicas privadas al respeto por l<?s derechos fundamentales 
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del individuo y a la consideración del interés social. Es evidente que la 
simple existencia de una hueva Constitución, por muy avanzada que 
sea, no es suficiente para q.ue los Derechos Humanos sean efectiva­
mente respetados, pero establece, sin embargo, una base fundamental 
a partir de la cual es posible avanzar en la elaboración de un lenguaje 

común de derechos humanos en el Mercosur. 
Estos países están adoptando, a lo largo de los últimos afios, impor­

tantes Tratados Internacionales que, después de debidamente ratifica­
dos por los Estados, pasan a tener fuerza de ley, ampliando así el siste­
ma normativo de protección a los Derechos Humanos vigente en los 

escenarios nacionales. 
Cabe sefialar, sin embargo, que los países que ratifican esos Docu­

mentos Internacionales tienen regias propias para su aplicación. Así, la 
Constitución de la Nación Argentina de 1994 es la más reciente de 
todas las Constituciones del Mercosur y, aunque sintética, consagra 
principias y derechos básicos. En el Capítulo I enuncia sus "Declara­
ciones, Derechos y Garantías", entre los cuales el derecho de igualdad, 
la libertad de religión, la libertad de asociación, los derechos del traba­
jador, el derecho de propiedad, el derecho del extranjero, entre otros. 

Atribuyó a los Tratados y Acuerdos Internacionales jerarquía superior a 
las leyes internas, de tal manera que sean interpretados armoniosa­
mente, con los derechos y garantías de la Constitución vigente1

• Así, 

los Tratados y Acuerdos con vigencia posterior a la Constitución po­
drán adquirir jerarquía constitucional después de ser aprobados por el 
Congreso. Con todo, los acuerdos no mencionados en el artículo 75 de 
la Constitución argentina, aún después de aprobados por el Congreso, 
dependerán de una reglamentación por ley para tener vigencia nacional. 

La Constitución de la República Federativa del Brasil, de 1988, es 
extremamente analítica. En su Título I "De los Derechos Fundamentales" 
hace constar la dignidad de la persona humana y el predominio de los 
Derechos Humanos entre los principias esenciales en que se fundamen­
ta la República Federativa del Brasil en su calidad de Estado Democrático 

1Art. 75, XXII de la Constitución de la Nación Argentina. 
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de Derecho. La Constitución no usa especificamente la expresión Dere­
chos Humanos en el resto del texto, pero los princípios de estos dere­

chos están previstos también en los Capítulos I y II. La Cana del 88 

atribuye a los derechos enunciados en Tratados lnternacionales la jerarquia 
de norma constitucional, incluyéndola en el elenco de los derechos cons­
titucionalmente garantizados, de aplicación inmediata2

, o sea que, con 
esta debida incorporación, la Constitución otorga a los derechos inter­
nacionales una jerarquía especial, que es la de norma constitucional. 

La Constitución de la República del Paraguay también es reciente, 
pues data de 1992 y aborda de forma extensa los derechos, deberes y 
garantías constitucionales incluyendo libertades, igualdades, derechos 
de família, de pueblos indígenas, salud, educación, cultura y trabajo. 
Los Tratados y Acuerdos lnternacionales en el Paraguay, después de 
aprovados por ley por el Congreso, pasan a integrar el ordenamiento 
jurídico del país, en el cual ocupan, a diferencia de la Argentina y del 
Brasil, el segundo grado en el orden jerárquico de las normas, después 
de la Constitución y antes de las leyes3• 

La Constitución de la República Oriental del Uruguay enuncia 
estos mismos derechos y libertades en la sección referente a "Derechos, 
Deberes y Garantías". Las Normas lnternacionales tendrán vigencia inter­
na, siendo innecesaria la reglamentación específica de la materia por el 
Poder Legislativo. Prevalecerá la cláusula de que todas las diferencias que 
surjan entre las partes contratantes serán decididas por árbitros y otros 
medios pacíficos. La República procurará la integración social y eco­
nómica de los Estados Latinoamericanos, especialmente en lo que se 
refiere a la defensa común de sus productos y materias primas. 

La Constitución Política de la República de Chile de 1980, en su 
Capítulo III, presenta los "Derechos y Deberes Constitucionales". En 
este Capítulo son enunciados los princípios de la integridad física y 
moral, de igualdad, de libertad de conciencia y religión, medio am­
biente, derecho a la educación, derecho a la asociación, derechos polí­
ticos, derecho de trabajo y seguridad social. La aprobación de los Trata-

2Art, 5°, § 1° y §2° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 

3Art. 137 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
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dos lnternacionales, conforme el artículo 50, solamente podrá ser 
eferuada por una ley despúes de la ratificación del Presidente de la Repú­
blica. Con relación a su jerarquia, el artículo 5° de la Constitución, altera­
do en 1989, con el establ~ento de la democracia, establece que: "El 
ejercicio de la soberania reconoce como limitación el respeto de los dere­
chos esenciales que emanan de la naturaleza humana" y que "Es deber 
de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garanti­
zados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales 
ratificados por Chile"4• Esta modificación ha llevado la doctrina mayo­
ritaria y, más recientemente, también cierta jurisprudencia, a inter­
pretar que, tratándose de tratados internacionales que tratan sobre de­
rechos humanos, una va ratificados por el Congreso, pasan a tener jerar­
quia constitucional y, por lo tanto, prevalecen sobre las leyes que se opon­
gan a ellos, sin necesidad de modificación expresa de las mismas. 

En ese contexto, la propuesta de este trabajo es la de analizar, de 
forma comparativa, pero no exhaustiva, determinadas cuestiones pre­
sentes no sólo en el ordenamiento jurídico de las Constituciones de los 
Estados que forman parte del Mercosur, sino también desde el punto 
de vista de la legislación penal, civil y laboral, siempre concentrados en 
el tema de los derechos de la persona humana. 

En términos metodológicos, organizamos en el Capítulo I temas 
relativos a igualdad, libertad e integridad de la persona humana, para 
que sean evaluados en forma comparativa. Destacamos en el Capítulo 
II grupos y segmentos sociales tradicionalmente discriminados o más 
vulnerables como mujeres, negros, nifios, homosexuales, portadores 
de deficiencia física, extranjeros e indígenas. En el Capítulo III, pre­
sentamos temáticas especiales como el medio ambiente, derechos del 
trabajador, família, salud y derechos reproductivos. A lo largo del texto 
comparamos la legislación de cada país pertinente a estos temas, así 
como su adecuación a los tratados y declaraciones internacionales. 

Esperamos que las informaciones de este trabajo contribuyan para 
enfrentar el desafio de construir una agenda de derechos humanos en 
el Mercosur. 

4Ley 18.825, del1 7 de agosto de 1989. 
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CUADRO I 

ASPECTOS CONSTITUCIONALES 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Fecha de la 1994 1988 5 1980 6 1992 1967 7 

Canstitución 

Forma de Art.1 1 Art. 11 Art. 41 Art. 1' Art. 11 y 82 
Gobierno Estado Estado República República Democrótica 
adoptada por Representativo Democrótico Democrótica Democrótica Republicana 
la Constitución Republicano de Oerecho Representativa 

Voto Art. 37 Art. 14, §P Art. 15 Art. 118 Art. 77, §21 

Igual, universal, Igual, Personal, Igual, libre, Secreto y 
secreto y universal, individuo!, directo, igual obligatorio 
obligatorio secreto v secreto v v secreto 

obligatorio obligatorio 8 deber v 
derecho dei 
elector 

Aplicación de Apenas los Tratados los Tratados los Tratados Sin referencia 
los Tratados v Tratados lnternacionales lnternacionales lnternacionales sobre su 
Acuerdos lnternacionales aprobados por sobre son por jerarquia 
lnternacionales mencionados en el Congreso derechos jerarquia 

el art. 75 son tienen la humanos superiores a 
por jerarquia misma tienen las leyes 
superiores o las jerarquia jerarquia internas pero 
leves internas v constitucional constitucional, inferiores a la 
se encuentran que las según la Constitución 
en el mismo normas doctrina debido a 
nivel de la constitucionales mavoritaria supremada 
Constitución constitucional 

5 La Constitución de la República Federativa dei Brasil sufrió 31 enmiendas consti­

tucionales hasta diciembre de 2000. 
6 La Constitución Política de la República de Chile sufrió grandes reformas en 1989 

con relación a aspectos políticos y referentes a los derechos humanos y, en 1997, en 

lo que dice respecto ai Poder Judicial . 
7 La Constitución de la República Oriental dei Uruguay sufrió reformas en 1989, 

1994 y 1996. 
8 La Ley Orgánica Constitucional Sobre Sistemas de Registros Electorales, ai exigir 

en su artículo 2 que aquellos que tienen derecho ai voto cumplan con e! trámite de 

registro electoral, estableció que, en la práctica, e! voto sólo es obligatorio para los 

que hayan cumplido con ese trámite. 
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CUADRO 11 
INFORMATIVO DE LAS DECLARACIONES INTERNACIONALES 

A ii O INSTRUMENTO 
' 

1948 Decloroci6n Universal sobre Derechos Humanos 

1968 Decloroci6n y Plon de Acci6n de lo Conferencio Internacional sobre Derechos 
Humanos- Teherón 

1969 Decloroci6n Americano sobre Derechos y Deberes dei Hombre 

1975 Decloroci6n de los Derechos de los Personos Portadoras de Oeficiencio 

1992 Oecloroci6n y Plon de Acci6n de lo Conferencio Internacional sobre Medio Ambiente 
y Desorrollo- Rlo Eco 92 . 

1993 Oecloroci6n y Plon de Acci6n de lo Conferencio Mundial sobre Derechos Humanos- Viena 

1994 Oecloroci6n y Plon de Acci6n de lo Conferencio Mundial sobre Pobloci6n y 
Desorrollo - E\ Coiro 

1995 Decloroci6n y Plon de Acci6n de lo IV Conferencio Mundial sobre lo Mujer- Beijing 

1995 Oecloroci6n y Plon de Acci6n de lo Cúpula Mundial sobre Desorrollo Social- Copenhague 

1996 Oecloroci6n y Plon de Acci6n de lo Conferencio sobre Asentomiento Humano- Hóbitot 11 
- Estombul 
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CUADROIII 
INFORMATIVO DE LA APROBACIÓN, FIRMA Y RATIFICACIÓN 
DE TRATADOS, CONVENCIONES Y PACTOS INTERNACIONALES 

Instrumento Aiio de Aiio de Aiio de Aiio de 
Aprobocián Rotificocián Rotificocián Rotificocián 
por lo Argentino Brasil Chile 
ONU/ OEA 

' 
Convencián poro 
lo Prevención y 
lo Represián 1948 1956 1948 1953 
dei Crimen de 
Genocid io 

Convencián 
poro lo 
Supresián dei 1949 1957 1958 No 
Trófico de ratificá 
Personos y lo 
Explotocián de 
lo Prostitucián 

Convencián 
sobre el 
Estatuto de los 

1951 1961 1960 1972 

Refugiados 

Convencián 
poro los 1952 1961 1963 1967 
Derechos 
Políticos de 
lo Mujer 

Convencián 
poro 1964 1970 1970 1970 
Matrimonio 

Convencián 
Internacional 
sobre lo 1965 1968 1968 1971 
Eliminocián 
de todos los 
Formos de 
Discriminocián 
Rociol 

Aiio de Aiio de 
Rotificocián Rotificocián 
Poroguoy Uruguoy 

1948 1967 

No No 
ratificá ratificá 

1969 1970 

1990 1981 

No No 
ratificá ratificá 

No 1968 
ratificá 
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CUADRO III (Continuodón) 
INFORMATIVO DE LA APROBACIÓN, FIRMA Y RATIFICACIÓN 
DE TRATADOS, CONVENCIONES Y PAc_TOS INTERNACIONALES 

lnstwmento Ano de Ano .de Ano de Ano de 
Aproboción Rotificoción Rotificoción Rotificoción 
por lo Argentino Brasil Chile 
ONU/ OEA 

Poeto 
lnternocionol 
sobre 1966 1986 1992 1989 
Derechos 
Económicos, 
Socioles y 
Culturoles 

Poeto 
Internacional 1966 1986 1992 1989 
sobre Derechos 
Civiles y Pollticos 

Convención 
Americano 1969 1984 1992 1991 
sobre Derechos 
Humo nos 

Convenci6n 
sobre lo 
Eliminoción de 1979 1985 19849 1989 
todos los 
Formos de 
Oiscriminoci6n 
contra lo Mujer 

Ano de Ano de 
Rotificoci6n Rotificoción 
Poroguoy Uruguoy 

1992 1970 

1992 1970 

1989 1985 

1986 1986 

9 En 1984 Brasil ratificó la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer con reservas en los artículos 15 y 16, referentes a la 

igualdad entre hombres y mujeres en el ejercicio de la sociedad conyugal. Esas 

reservas fueron retiradas el 29/12 1994. En el afio 2001 firmó el Protocolo Faculta­

tivo a la Convención. 
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CUADRO III (Continuación) 
INFORMATIVO DE LA APROBACIÓN, FIRMA Y RATIFICACIÓN 
DE TRATADOS, CONVENCIONES Y PAGOS INTERNACIONALES 

Instrumento Ano de Aiío de Aiío de Ano de 
Aproboci6n Rotificoci6n Rotificoci6n Rotificoci6n 
por lo Argentino Brasil Chile 
ONU/ OEA 

Convenci6n 
contra Torturo 
yotros 1984 1987 1989 1989 
Trotomientos o 
Penas Crueles, 
Deshumonos o 
Degradantes 

Convenci6n 
sobre los 1989 1990 1990 1990 
Derechos de 
los Ninos 

Convenci6n 
lnteromericono 
poro Prevenir, 1994 1996 1995 1998 
Punir y 
Erradicar lo 
Violencio 
contra 
lo Mujer10 

1° Convención de "Belem do Pará". 

Ano de Aiío de 
Rotificoci6n Rotificoci6n 
Poroguoy Uruguoy 

1990 1986 

1990 1990 

1995 1996 
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Capítulo I 
• 

IGUALDAD 

La Declaración Universal sobre Derechos Humanos adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, 
fue el resultado de negociaciones diplomáticas buscando "el ideal co­
mún a ser alcanzado por todos los pueblos y todas las naciones". Con 
sus 30 artículos, define de manera clara los derechos esenciales, iguales 
e inalienables de toda la humanidad como los principias de la liber­
tad, de la justicia y de la paz. 

La Declaración de 1948 introduce el concepto contemporáneo de 
Derechos Humanos, marcado por la universalidade indivisibilidad de 
los derechos. Al consagrar derechos civiles y políticos y derechos eco­
nómicos, sociales y culturales, la Declaración inmediatamente combi­
na el discurso liberal y el discurso social de la ciudadanía, conjugando 
el valor de la libertad y el valor de la igualdad 1• 

De hecho, aceptamos en forma general que la Declaración no cons­
tituye un instrumento de carácter jurídico en el sentido técnico de la 
expresión, o sea, no posee el valor vinculatorio como el de una conven­
ción, a pesar de ser inmensa su influencia en los ordenamientos jurídi­
cos nacionales, jurisprudencias o convenciones internacionales. Pode­
mos afirmar que, con base en la Declaración Universal, hay un doble 
reconocimiento: primero, que por sobre las leyes emanadas del poder 
dominante, hay una ley mayor de naturaleza ética y de validez univer­
sal. Segundo, que el fundamento de esa ley es el respeto a la dignidad 
humana, que la persona humana es el valor fundamental del orden 
jurídico y por eso es la fuente de todas las fuentes del derecho. 

Es importante destacar que la Declaración consagró tres objetivos 
fundamentales: (i) la certeza de los derechos, exigiendo que haya una 

1 PIOVESAN, Flavia. Temas de Direitos Humanas. Ed. Limonad, São Paulo, 1998, 

página 25. 
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fijación previa y clara de los derechos y deberes, para que las personas 
puedan gozar de los derechos o sufrir imposiciones; (ii) la seguridad de 
los derechos, imponiendo 'un.a serie de normas tendientes a garantizar 
que, en cualquier circunstai1cia, los derechos fundamentales serán res­

petados y; (iii) la posibilíclad de los derechos, exigiéndose que se trate 
de asegurar a todas las personas los medios necesarios para disfrutar de 
los mismos, sin quedarse en el formalismo cínico y mentiroso de la 
afirmación de igualdad de derechos cuando la mayoría del pueblo vive 

en condiciones subhumanas. 
En ese sentido, la cuestión de la igualdad, plinto esencialmente 

discutido en la elaboración de la Declaración en pauta, indiscutible­
mente está presente también en el ordenamiento jurídico constitucio­
nal de Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay. Así, creemos que 
es de fundamental importancia indicar de qué forma la Constitución 
de esos países incluye el asunto. 

Conforme artículo consignado en la Constitución Argentina, todos 
son iguales ante la ley, sin privilegio de sangre, nacimiento o título de 
nobleza2

• El texto menciona también la no existencia de esclavos en el país 

y destaca que la compra y venta de personas constituye un crimen3• 

La Constitución del Paraguay enuncia la igualdad de derechos en su 
país y refuerza la prohibición de cualquier tipo de discrirninación y des­
igualdad injusta4

• Además, el artículo 48 trata exclusivamente de la des­
igualdad entre hombres y mujeres: "El hombre y la mujer tienen igua­
les derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El Estado 

promoverá condiciones y mecanismos adecuados para que la igualdad se 
efective acabando con todos los obstáculos que la impidan o que difi­
culten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos los 
ámbitos de la vida nacional". Otros artículos de la Constitución del Para­

guay establecen el principio de la igualdad en el ejercicio de derechos 
específicos, tales como la inviolabilidad de la comunicación privada, el 
derecho a constituir familia, d derecho de aprender y ensefiar, entre otros. 

2 Art. 16 de la Constitución de la Nación Argentina. 
3 Art. 15 de la Constitución de la Nación Argentina. 
4 Art. 46 a 48 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
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En Chile, por su vez, a partir de la Ley n. 19.611 del16 de julio de 
1999, q~~e reforma la Constitución para establecer expresamente la 
igualdad jurídica entre hombres y mujeres, se comenzó a utilizar la 
expresión "personas" para definir la igualdad: "Las personas nacen li­
bres e iguales en dignidad y derecho('5, de la misma manera, a propó­
sito de la garantía constitucional de igualdad frente a la ley, el artículo 
19, n. 2, modificado también por esta reforma, establece expresamen­
te: "Hombres y mujeres son iguales frente a la ley". Además, la Cons­
titución chilena menciona la no existencia de esclavos en su país y 
determina que los que lleguen a su territorio son libres6• 

Por último, la Constitución de Brasil afirma que todos son iguales 
frente a la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose a 
los brasilefi.os y a los extranjeros residentes en el País la inviolabilidad 
dei derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la 
propiedad7• 

CUADROIV 

ASPECTOS DEL CONCEPTO DE IGUALDAD 

Argentino Brasil Chile Poroguoy Uruguoy 

lo iguoldod Art. 16 Art. 51 Aft. ]I Arts. 46 o 48 Arts. 81 V 91 

en los lguoldod Art 191, n. 2 Prohibición de 
Constituciones Prohibición de pleno. Prohibición de Todos los lo noblezo 

lo noblezo, Brosilenos v esclovos hobitontes 
de esclovos Extronjeros tienen derechos Expresión 
v de compro tienen los Expresión iguales "personos· 
v vento mismos derechos "personos• 
de personos e inclusión Prohibición 

dei vocoblo de esdovos 
·mujeres• 

5 Art. 1 ° de la Constitución Política de la Repúbli~ de Chile. 
6 Art. 19, n. 2 de la Constitución Política de la ~pública de Chile. 
7 Art. 5°, caput de la Constitución de la Repúblicoa Federativa dei Brasil. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

Según el Profesor Gustavo Pinard, "el derecho de expresión es de carác­

ter complejo pues su concepción aborda aspectos distintos de un mis­
mo fenómeno. De hecho, para expresar una opinión la persona debe 

ser informada y como antecedente lógico para el derecho de expresión 
está el derecho de ser informado8• 

En ese sentido, la Declaración Universal sobre Derechos Humanos 
de 1948, estable.ce en su artículo XIX: "Toda persona tiene derecho a 
la libertad de opinión y de expresión: este derecho incluye la libertad 
de, sin interferencia, tener opiniones y de procurar, recibir y transmi­

tir informaciones e ideas por cualquier media e independientemente 
de fronteras". 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos también de­
dica un artículo a la protección de esos derechos y reafirma la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda naturaleza, 
sin consideración de fronteras, verbalmente o por escrito, o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro proceso que elija9• 

La Constitución Argentina no aborda la cuestión de la libertad de 
expresión de forma aislada y exclusiva, sino que la incluye, en la redac­
ción de su texto, con otras libertades constitucionales: "Todos los ha­
bitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme las 
leyes que reglamentan su ejercicio, a saber: "... publicar sus ideas por 
la prensa sin censura previà' 10

• En Brasil, la manifestación de pensa­
miemo es libre, siendo vedado el anonimatoll. 

La Carta Política del Paraguay afirma que todos tendrán el derecho 
de expresar su personalidad, creación, identidad e imagen. El pluralis­
mo ideológico está garantizado por la Constitución12• En la Constitu­
ción existen varias artículos que se ocupan de aspectos específicos de la 

8 PINARD, Gustavo E., Los Derechos Humanos en las Constituciones dei Mercosur. 

Ediciones Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1966, página 233. 
9 Art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 (Cuadro III). 
10 Art. 14 de la Constitución de la Nación Argentina. 
11 Art. 5°, IV de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
12 Art. 26 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
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libertad de expresión, de información y de acceso a tecnologías de co­
municac.'Mn. También incluye expresamente la libertad de prensa (Art. 

29). Asegura, además, la igualdad de oportunidades y ellibre acceso a 

los medios y a las tecnologías de comunicación y a los medios de co­
municación de masa13 • 

Chile es el país que presenta la libertad de expresión de modo más 
restrictivo. Según su Constitución, es libre el derecho de opinión e 

información pero ésta será siempre juzgada de acuerdo con la ley y 
quórum calificado en el caso de abuso de tal derecho. Esta norma se 
debe al hecho de que la Constitución asegura a todas las personas la 
libertad de emitir opinión y de informar, sin censura previa, de cual­
quier forma y a través de cualquier medio. Sin embargo, el texto agrega 
a seguir que eso ocurrirá sin perjuicio de responder por los delitos y 
abusos que se cometan en el ejercicio de esas libertades, de acuerdo 
con la ley, según quórum calificado 14

• La Constitución determina tam­

bién que no se puede, de manera alguna, establecer monopolio estatal 
sobre los medios de comunicación social15• 

Además, de acuerdo con la Constitución, toda persona natural o jurí­

dica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación 
social, tiene el derecho de que su declaración o rectificación sea difundida 
gratuitamente en las condiciones que la ley determine. En 1996, el Con­
greso chileno aprobó la Ley n. 16.643 sobre abusos de publicidad, que se 
encargó de reglamentar materias referentes a la privacidad de los indiví­
duos, siguiendo una alteración hecha en el Código Penal en 199516

, con el 
objetivo de garantizar efectivamente la privacidad de las personas. 

De acuerdo con el artículo 29 de la Constitución del Uruguay, es 
completamente libre la comunicación del pensamiento por palabras, 
cualquier forma de divulgación, sin necesidad de censura previa. Los 
aurores y en determinados casos el impresor y emisor responderán por 

abuso, cuando lo cometan. 

13 Art. 27 de la Constitución de la República dei Pa:raguay. 
14 Art. 5°, transitorio de la Constitución Política de: la República de Chile. 
15 Art. 19, n. 12 de la Constitución Política de la•República de Chile. 
16 Ley 19.423, del28 de diciembre de 1995. 

Derechos Humanas en el Mercosur 33 



CUADROV 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

libertod de Art. 14 Ail. 51
, I~ Art. 19, n. 2 Art. 26 y Art. 29 

Expresi6n siguientes 
en los Concepto Goronlfo Restricto Concepto 
Conslituciones relacionado o expreso Detollisto, relacionado o 

lo prenso induye libertod lo comunicod6n 
de prenso, dei pensomiento 
occeso o lo 
informod6n y o 
lo tecnológio de 
lo informod6n 

LIIERTAD DE ASOCIACIÓN 

Todas las personas tienen el derecho de asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, cul­
turales, deportivos o de cualquier naturaleza17• 

Según el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, el 
derecho de reunión pacífica será reconocido y el ejercicio de ese dere­
cho estará sujeto apenas a las restricciones previstas en Ley y que se 
hagan necesarias en una sociedad democrática en el interés de la segu­
ridad o dei orden público18

• Además, la libertad de asociación está 
prevista en el artículo XX de la Declaración Universal sobre los Dere­
chos Humanos: "Toda persona tiene el derecho a la libertad de re­
unión y asociación padficà', como en muchos otros documentos y 
Tratados lnternacionales. 

La Constitución Federal dei Brasil afirma ser plena la libertad 
de asociación con fines lícitos y vedada la de carácter paramilitar. 
La creación de asociaciones y, en forma de ley, la de cooperativas, 

17 An. 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 (Cuadro III). 
18 An. 22 dd Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (Cuadro III). 
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independen de autorización, siendo vedada la interferencia estadual 
en su ftncionamiento 19. 

En el Paraguay, el derecho de asociación y demostración, así como 
en el Brasil, es libre desde que sea para fines lícitos 20

• En 1977 el 
Gobierno Paraguayo reglamentó las manifestaciones públicas y res­
tringió áreas y horarios. De acuerdo con las regias de ese país, la polida 
debe ser siempre notificada 24 horas antes de cualquier manifestación 
(Ley n. 1.066, dei 17/06/1997). 

En Chile, la Constitución asegura a todas las personas el derecho 
de reunirse sin armas, sin autorización previa 21

• Sin embargo, asocia­
ciones o reuniones en lugares públicos estarán sujetas a las normas de 
la polida. 

La Constitución dei Uruguay también afirma que todas las persa­
nas tienen derecho a asociarse desde que sea para fines lícitos22

• 

CUADRO VI 
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN 

Argentina Brasil Chile Paraguay 

Libertod de Art. 14 Art. 51, XVII Art. 19, n. 13 Art.32 
Asocioción 
en los Poro fines Gorontfo Poclficomente Poro fines 
Constituciones útiles pleno y en lugares licitas 

poro fines públicos, 
licitos cumpliendo 

con los 
normas de 
lo policio 

l9 Art. 14 de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
20 Art. 32 de la Constitución de la República dei P:jraguay. 
21 Art. 19, n. 13 de la Constitución Política de ia' República de Chile. 
22 Art. 39 de la Constitución de la República dd Uruguay. 

Uruguay 

Art. 39 

Poro fines 
licitas 
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LIBERTAD DE CULTO Y RELIGIÓN 

La libertad de religión fue elevada a la categoria de Derecho Humano 
fundamental por el artículo' XVIII de la Declaración Universal sobre 
Derechos Humanos de 1948. Esa libertad pasa a incluir, además dei 
derecho de praqicar y ensefiar la buena fe, la libertad de cambiar de 

religión. Conviene destacar que el Pacto Internacional sobre Derechos 
Civiles y Políticos, al reglamentar ese derecho en el artículo 18 de su 

texto, no incluye la libertad de conversión a otra fe. 
Sin embargo, en 1981 fue aprobada la Declaración sobre la Elimi­

nación de todas las Formas de lntolerancia y Discriminación con base 

en Religión o Credo que, a pesar de ser corta y conteniendo apenas 
ocho artículos, reitera y amplía los derechos religiosos previamente 
establecidos en otros documentos internacionales. El artículo 3° de 
esa Declaración sefiala que la discriminación con base en la religión 
está condenada como afronta a la dignidad humana, y como descalifi­

cación de los derechos y libertades. 
Es importante mencionar que la Declaración es el único documen­

to normativo actualmente existente sobre el asunto en el ámbito de las 

Naciones Unidas, una vez que todavía no se ha promulgado una con­
vención específica. 

Considerando los países hasta ahora analizados, la Argentina es el 

único que, a pesar de reconocer y asegurar ellibre ejercicio de los cul­
tos religiosos y sus garantías, así como la protección de los locales de 
culto y sus liturgias, todavía mantiene constitucionalmente la religión 
Católica Apostólica Romana como base de la sociedad23• 

En el mismo contexto, en el Paraguay la Constitución afirma no 
adoptar religión oficial24

• AI mismo tiempo, proclama que las relacio­
nes entre el Estado y la Iglesia Católica son basadas en la independen­
cia, la cooperación y la autonornía y que nadie será molestado, cuestio­
nado u obligado a prestar declaración en razón de su credo. 

23 Art. 2° de la Constitución de la Nación Argentina. 
24 Art. 24 de la Constitución de la República dei Paraguay. 

.. 
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En el Uruguay, todos los cultos religiosos son libres y el país reco­
noce q~ la Iglesia Católica tiene el domínio de todos los templos que 

habían sido total o parcialmente construidos con fondos del Estado 
Nacional, excepto las capillas destinadas a servicios de asilo, hospita­
les, cárceles y otros establecimientos públicos. Declara también, que 
están eximidos de toda clase de impuestos los templos consagrados al 
culto de las diversas religiones25 • En Chile, la Constitución consagra la 
libertad de conciencia, la posibilidad de manifestar todas las creencias 
y el libre ejercicio de todos los cultos, siempre que no se opongan a la 
moral, a las buenas costumbres y al orden público. Además, expresa 
que las confesiones religiosas podrán construir y conservar templos, 
cumpliendo con las condiciones de seguridad e higiene determinadas 
por la ley. Establece, también, que los templos y sus dependencias, 
destinados exclusivamente al culto, estarán exentos de cualquier con­
tribución26. Por último, la Ley n. 19.638, dei 14 de octubre de 1999, 
estableció nuevas normas para la constitución jurídica de iglesias y 
organizaciones religiosas, para ofrecer mayor igualdad a las religiones 
no católicas. 

Brasil afirma en su Constitución, que constituye crimen mofarse de 
alguien públicamente, por motivos de credo o función religiosa, así 
como impedir o perturbar ceremonia o práctica de culto religioso. 
Además, asegura la prestación de asistencia religiosa en las entidades 
civiles y militares de internación colectiva y prohíbe a la Unión, Esta­
dos, Distrito Federal y Municípios, dificultar su funcionamiento o 
mantener con ellos o sus representantes relaciones de dependencia o 

alianza, excepto con colaboración de interés público27• 

25 Are. 5° de la Constitución de la República Orien~al dei Uruguay. 
26 Are. 19, n. 6 de la Constitución Política de la República de Chile. 
27 Are. 5°, VI, VII, VII de la Constitución de la Re(Jública Federativa dei Brasil. 
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CUADROVII 

LIBERTAD DE CULTO Y RELIGIÓN 

Argentino Brasil Chile Poroguoy Uruguoy 

Libertod de Art. 21 y 14 Art. 51, vi Art. l9,n. 6 Art. 24 Art.51 

Religi6n y 
Culto en los Sostiene lo Libertod pleno Siempre que Libertod Con seporoci6n 
Constituciones lglesio Sin no se opongon religioso y énfosis en lo 

Católico intervenci6n o lo moral, o cuesti6n fiscal 
los buenos No hoy 
costumbres religi6n oficial 
y ol orden 
público 

INTEGRIDAD FÍSICA 

El derecho a la vida se complementa con el derecho de las personas de 
conservar su integridad física. Asl, ese derecho debe ser interpretado 
como la facultad de repelir cualquier agresión corporal para conservar 
su vida en plenitud. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos28, en su artí­
culo 5°, establece: "Toda persona tiene el derecho de que se respete su 
integridad física, psíquica y moral". Son los textos constitucionales, as{ 

como las leyes penales de los países dei Mercosur, que se encargan de 
proteger esos derechos. 

Creemos que es importante destacar en este Capítulo, la cuestión 
de la tortura y de la pena de muene, consideradas actualmente como 
las principales violaciones a la integridad física de las personas. Los 
Crlmenes Sexuales también son delitos practicados contra la integri­
dad física, pero como se cometen, en su mayorla, teniendo a las muje­
res como vktimas, serán analizados en el Capítulo II. 

28 Ver Cuadro III. 
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Tortura , 
lndiscutiblemente, la tortura es la violación de los derechos de integri­
dad física dei ser humano que más repugna a la conciencia ética de la 
humanidad y está condenada por la comunidad internacional conforme d 
articulo V de la Declaración Universal de los Derechos Humanos: "Nadie 
será sometido a tortura o castigo cruel, deshumano o degradante". 

Después de la promulgación de las convenciones destinadas a tra­
tar de temas como la esclavitud y el genocidio, fue establecida, en 
1987, la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos Crueles, 
Deshumanos o Degradantes29

• Esa fue la primera Convención especia­
lizada contra un tipo particular de violación y fue inmediatamente 
firmada por todos los países dei Mercosur. 

Por ocasión de la elaboración de la Convención, muchos países de 
América Latina estaban viviendo el período pos-dictadura, y ratificar 
la Convención era dar un paso importantísimo hacia la concretización 
de la búsqueda de una redemocratización. 

El Documento establece una serie de elementos que caracterizan el 
delito de tortura, concede el derecho a cualquier persona que alegue 
haber sido sometida a tortura, de quejarse a las autoridades competen­
tes dei Estado en cuestión y prevé la obligatoriedad de la incorpora­
ción en nuestro sistema de ensefianza e información de la prohibición 
de la tortura por las autoridades públicas. En 1989 se elaboró la Con­
vención lnteramericana para Prevenir y Castigar la Tortura, instrumento 
éste que inspiró la formulación de leyes internas nacionales concer­
nientes al mismo tema. 

En Brasil, la ratificación de esta Convención, en 1989, fue el marco 
dei proceso de incorporación de los Tratados lnternacionales de los 
Derechos Humanos por el Derecho brasileiío. Por la Constitución de 
este país, nadie será sometido a tortura ni a tratamiento deshumano o 
degradante30

• El objetivo de la Ley n. 9.455/97 es implementar ese 
texto definiendo los crímenes con tortura y estableciendo que no po­
drán ser objeto de fianza, de perdón o de amnistia. 

29 Ver Cuadro III. 

30 Art. 5°, II de la Constitución de la República• Federativa dei Brasil. 
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En el Paraguay, el ~tículo 5° de su Constitución establece "De la 
Tortura y de los Otros Delitos" y prevé que nadie será sometido a 
tortura, genocidio, desapariciones forzadas, secuestro u homicidio. 
Establece también el carácter imprescriptible del crimen de tortura y 
de otros crímenes político~. 

En Chile, aunque la Constitución no mencione la tortura, puede 
sobreentenderse que se hace referencia a ella indirectamente al hablar 

de la protección .de la vida y de la integridad física y psíquica de la 
persona, en su artículo 19, n. 1. 

La legislación de la Argentina y del Uruguay no menciona de forma 

explícita la cuestión de la tortura en sus países. 

CUADRO VIII 
TORTURA 

Torturo en los 
Constituciones 

Argentina 

Art. l9, n. 22 

Trotados 
lnternocionoles 

Pena de muerte 

Brasil 

Art. 5º, III 

Expreso 

Chile Paraguay Uruguay 

Art. 19, n. l Art. 51 Sin 
(Referencio referencio 
indirecto) Expreso 

Como ya mencionamos anteriormente, el Pacto Internacional sobre 
Derechos Civiles y Políticos de 1966 describe, detalla, modifica y amplía 
el conjunto de derechos de la persona consagrados en la Declaración 
Universal sobre Derechos Humanos. Los Estados que lo ratifican asu­
men el compromiso formal de respetarlo y garantizarlo sin cualquier 
tipo de discriminación por medio de medidas legislativas o de otra 
naturaleza, asegurando recursos efectivos para compensar a las perso­
nas que hayan tenido· sus derechos violados anteriormente. Así, el 
Documento enuncia y reglamenta algunos puntos de la Declaración 
Universal como el derecho a la vida, el repudio a la pena de muerte, a 
la tortura, a la esclavitud, a la servidumbre, al trabajo forzado, a la 
prisión, a la expulsión de extranjero, el derecho de familia, de libertad 

de pensamiento, de religión, de opinión, entre otros. 
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A continuación de este Pacto, y en la misma fecha, se promulgó el 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 

Políticos que prevé la habilitación del Comité de Derechos Humanos para 

recibir y examinar los comunicados de personas que aleguen ser vícti­
mas de violaciones de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto. 
Vale la pena recordar que Brasil es el único país que todavía no lo ratificó. 

Coo todo, en 1989 se elaboró el Segundo Protocolo Facultativo del 
Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos destinado exclusivamente a 
abolir la pena de muerte, contribuyendo, así, para el fortalecimiento 
de la dignidad humana y para el desarrollo progresivo de los derechos 
fundamentales. 

La Constitución brasilefia asegura la prohibición de la pena de 
muerte excepto en caso de guerra declarada31 ; ya la redacción de la 
Constitución Argentina no es exactamente clara cuando enuncia "se­

rán abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda 
especie de tormentos y el uso de chicotes"32• La pena de muerte en el 
Paraguay fue abolida en 1967 y la Constitución Nacional la prohíbe 
expresamente: "Queda abolida la pena de muerte"33• Las puniciones 

actualmente existentes soo las penas de privación de la libertad, las 
penas patrimoniales, la descalificación, entre otras. En Chile, la Cons­

titución sefiala que la pena de muerte solamente podrá establecerse 
por delito contemplado en ley aprobada por quórum calificado. El 
artículo I 0 , transitorio, sefiala expresamente que, mientras éstas no 
sean establecidas, continuarão vigentes las normas que existían sobre 
esta materia y, así, todas aquellas normas que 1~ contemplaban conser­
van hasta ahora su vigencia, aunque no hayan sido aprobadas por quórum 

calificado34 • En el Uruguay, único país del Mercosur a ratificar el Se­
gundo Protocolo, la redacción es la más convincente cuando apenas 
establece que "por ningún motivo se aplicará la pena de muerte"35 • 

3! Art. 5°, XLVII de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
32 Art. 18 de la Constitución de la Nación Argentina. 

33 Art. 4° de la Constitución de la República dei ~araguay. 

34 Art. 19, n. 1 de la Constitución Política de la: República de Chile. 
35 Art. 26 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay. 
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CUADROIX 

PENA DE MUERTE 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Peno de Art. 18 Art. 51, XLVII Art. 19, n. 1 Art. 41 Art. 26 
muerte en los 
Constituciones Prohibido poro Prohibido, Delito Prohibido lo Por ningún 

fines polfticos solve en coso contemplado peno de motivo se 
de guerra en ley con muerte oplicar6 la 
declarada qu6rum pena de 

cualificado muerte 
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Capítulo 11 

MUJERES 

La discriminación contra la mujer viola los principias de la igualdad 
de directrices y respeto a la dignidad humana, dificulta la participa­
ción de la mujer en las mismas condiciones que el hombre, constitu­
yendo un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de 
la familia y dificulta el pleno desarrollo de la capacidad de la mujer de 
prestar servicio a su país y a la humanidad. 

Felizmente, son innumerables las normas internacionales y nacio­
nales sobre Derechos Humanos que se aplican con el objetivo de 
reparar las desventajas e injusticias que viven las mujeres. Estas nor­
mas están relacionadas con la mujer en su campo social, económico, 
laboral, cultural y politico. Por este motivo, en este Capítulo estare­
mos agrupando diferentes dimensiones de la vida de la mujer en el 
campo de la politica, del trabajo, de la violencia y de los crímenes 
sexuales. 

Un Tratado Internacional que marcó la conquista de los derechos 
de las mujeres fue la famosa Convención Sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer36, aprobada en 
1979 y ratificada por todos los países del Mercosur entre 1984 y 
1989. Es amplia pero no exhaustiva, abordando el derecho civil, 
político, económico, social y cultural, asegurando las necesidades 
específicas de la mujer. Según el texto, la expresión discriminación 
contra la mujer significa toda distinción, exclusión o restricción ba­
sada en el sexo y que tenga por objetivo o resultado perjudicar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio, por la mujer, indepen­
dientemente de su estado civil, con base en la igualdad del hombre y 
de la mujer, de los Derechos Humanos y de las libertades fundamen-

36 Ver Cuadro III. 
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tales en el campo político, económico, social cultural o en cualquier 

otro campo37• 

A pesar de ser el Instrumento Internacional de protección de Dere­
chos Humanos con el mayot número de reservas hechas por el mayor 

número de Estados, los paÍses signatarios de la presente Convención se 
comprometen a abstenerse de participar de cualquier acto o práctica 
contra la mujer y a garantizar que las autoridades públicas actúen en 
conformidad con esta obligación. 

El Órgano encargado de supervisar la observación de las disposicio­
nes de la Convención sobre la mujer es el Comité sobre la eliminación 

de la discriminación contra la mujer, más conocido como CEDAW­
Committee on the elimination of discrimination against women. A partir 
de 1992 el CEDAW inició trabajos de análisis interpretativo de artí­
culos de la Convención dedicando particular atención a la violencia 
sexual familiar. 

La Conferencia de Viena38 de 1993 también representa un progre­
so en los derechos de la mujer, conforme lo enunciado en el artículo 39 
de la Declaración de la Conferencia: "La Conferencia Mundial de De­

rechos Humanos clama por la erradicación de todas las formas de dis­
criminación contra la mujer, tanto explícitas como implícitas ... " 

Otro gran avance en la protección internacional de los derechos de 
las mujeres fue la aprobación de la Convención lnteramericana para 
Prevenir, Castigar y Erradicar la Violencia contra la mujer39• Esa Con­
vención será analizada en el punto referente a la "Violencia Domésti­
ca", también en este Capítulo. 

Aparte dei respaldo de las normas internacionales, los derechos de 
las mujeres en el Mercosur son tutelados por sus Constituciones, aun-

37 Art. 1° de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discrimina­

ción contra la Mujer de 1984. 
38 La Declaración adoptó e! Programa de Acción que tiene como uno de sus objeti­

vos la revisión dei progreso de la implementación de la Declaración. Esa revisión 

ocurrió en abril de 1998 (VIENA + 5) por ocasión dei 50° Aniversario de la Decla­

ración Universal sobre Derechos Humanos. 
39 Ver Cuadro III . 
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que de una manera distinta y muy breve. Por la Constitución brasile­
fia, hombres y mujeres son iguales en derechos y obligaciones40 y los 

derechos y deberes referentes a la sociedad conyugal son ejercidos igual­
mente por el hombre y por la mujer41 • 

En el Paraguay, por su vcr., la Constitución define que "el hombre y 
la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, económicos 
y culturales. El Estado promoverá condiciones y mecanismos adecua­

dos para que la igualdad se efective acabando con todos los obstáculos 
que impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de 
la mujer en todos los árnbitos de la vida nacional"42

• Además, la Cons­

titución reserva espacio de protección a las mujeres en asuntos de dere­
cho del trabajo43• Aparte de ese artículo específico, la Constitución 
paraguaya hace referencia a la igualdad entre hombres y mujeres en 
áreas como trabajo, família y participación política. El artículo 117, 
por ejemplo, establece que se promoverá mayor acceso de las mujeres a 
cargos públicos44

• 

En el Uruguay, sólo se menciona la palabra "mujer" para asuntos de 
maternidad y derechos del trabajo45 • En Chile, la Ley n. 19.611 del 

16 de junio de 1999 modificó la Constitución, consagrando 
específicamente la igualdad entre hombres y mujeres frente a la ley, en 
su art. 19, n. 2. En la Argentina, esos derechos están mencionados en 
los Tratados lnternacionales que la Constitución prevé46

• 

En realidad, son las leyes nacionales de cada uno de esos países, así 
como los Códigos Civil, Penal y del Trabajo, los que reglamentan me­
jor el derecho de las mujeres, siendo la Constitución responsable ape­
nas por la protección mínima y esencial. 

40 Art. 5° de la Constitución de la República Federativa dei B.rasil. 
41 Art. 226, §5° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
42 Art. 48 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
43 Art. 89 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
44 Arts. 50, 88, 89 y 117 de la Constitución de la ,República dei Paraguay. 
45 Art. 54 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay. 
46 Art. 75, n. 22 y 23 de la Constitución de la Nación Argentina. 
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CUADRO X 

STATUS JURIDICO DE LA MUJER 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Mujer en los Art. 75, Art. 51, Art. 19, n. 2 Arts.48, 50, Art. 54 
Constituciones ns. 22 o 23 1 y226, §51 88, 89 y 117 
(formo Hombres y Oerecho dei 
explicito) Trotados Hombres y Mujeres Cuesti6n de Trobojo 

lnternocionoles Mujeres son iguales ante lguoldod y 
iguales ante lo ley Derecho dei 
lo ley Trobojo 

Muier y poltica 
La Convención para los Derechos Políticos de la Mujer de 195247, fue 
el primer Instrumento Internacional especializado de protección a los 
derechos de la mitad femenina de la humanidad, provocada por la 
maciza exclusión legal de las ciudadanas adultas del goce del derecho 
político. En muchos países, esa Convención tiene como objetivo ase­
gurar a la mujer, en las legislaciones nacionales, los derechos de votar y 
de ser votada en cualquier elección, así como en el ejercicio de cualquier 
cargo o función pública en igualdad de condiciones con el hombre. 

Sin embargo, diversos países formularon reservas a varias de sus 
disposiciones reafirmando la resistencia que los derechos de la mujer 
continúan a despertar en el mundo. 

Todos los países analizados ratificaron la Convención. La Argentina 
fue el país pionero ratificándola en 1961, siete afios después de su 
publicación, rnientras que el Paraguay sólo la adoptó en 1990. El Uru­
guay, a pesar de haber reconocido el voto para las mujeres en 1932, sólo 
firmó la Convención en 1981. Chile, por su vez, la ratificó en 1967. 

En Brasil, el Decreto n. ·2.176 estableció el voto femenino en las 
elecciones populares en 1932, pero apenas en 1982, por primera vez, 
una mujer ocupó una posición ministerial en Brasil y en 1978 una 
mujer fue electa suplente para el Senado Federal. Cabe mencionar que 

47 Ver Cuadro III. 
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la Ley n. 9.100/95, vulgarmente denominada "Ley de las Cuotas", 
determina que el 20%, como mínimo, de las mujeres deberían partici­
par de las vacantes de cada partido político o coligación en las eleccio­
nes municipales de 1996. El primer Consejo Estadual sobre la Condi­
ción de la Mujer fue establecido en São Paulo en 1983 con el fin de 

· proponer medidas a seren adoptadas y formular recomendaciones so­
bre la integración de la mujer en la vida política, y en 1985 se formó el 
primer Consejo Nacional de los Derechos de la Mujer. · 

En la Argentina, los partidos políticos están obligados a asegurar, 
como mínimo, 30% de los cargos a la mujer y sólo en 1947 las muje­
res alcanzaron el derecho al voto. Ya las mujeres chilenas obtuvieron el 
primer derecho al voto en 1934, para las elecciones municipales. 

El Paraguay fue el último país del continente a reconocer el dere­
cho de las mujeres a1 voto, en 1961 (Ley n. 704 y decreto reglamenta­
rio n. 20.243), lo que permitió que las mujeres votasen por primera 
vez en las elecciones de 1963, aunque bajo un régimen autoritario, sin 
elecciones transparentes. El Código Electoral vigente (Ley n. 834/96) 
establece disposiciones relacionadas con los derechos políticos de las 
mujeres, entre ellas la definición de una cuota mínima de participa­
ción de las mujeres en la disputa para cargos electivos. El artículo 32 
dispone que "el estatuto del partido político establecerá las normas a 
las cuales deberán ajustarse su organización y funcionamiento ( ... ). 
Deberá contener, por lo menos, las siguientes cuestiones: los meca!lis­
mos adecuados para la promoción de la mujer en los cargos electivos 

1. en un porcentaje no inferior a 20%, y el nombramiento de una pro­
porción significativa de mujeres para cargos públicos de decisión ( ... ). 
Los partidos políticos, movimientos o alianzas que no cumplan en las 
postulaciones de sus elecciones internas estas disposiciones serán casti­
gados con la no inscripción de sus listas en los tribunales electorales 
respectivos"48• Además de estas medidas, el Código Electoral establece 
que las listas de electores para votación sean separadas de acuerdo con 

48 Basado en: SOTO, C - "Sistema Electoral y Participación Política de las Muje­

res". Ponencia presentada en Panei-debate "Transición, sistema electoral y democra­

cia en el Paraguay (1989-1999)". TSJE, IFES. Asunción, febrero, 1999. 
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el sexo y prohíbe, en las propagandas políticas y electorales, cualquier 
tipo de mensaje discriminador49• 

En Chile, aunque no exista una ley de cuotas que garantice la par­
ticipación de la mujer en la política, algunos partidos, que forman la 
Agrupación de Partidos por la Democracia, establecieron mecanismos 

de este tipo en sus respectivos estatutos. De esa manera, el Partido 
Socialista (PS), a comienzos de la década del 90, estableció un mínimo 

de 30% de mujeres candidatas, declarando su intención de llegar a 
una relación 40-60, después de una evaluación del proceso. El Partido 
por la Democracia (PPD), a su vez, definió una cuota de por lo menos 

20% de los componentes de la dirección en todos los niveles (munici­
pales, provinciales, regionales, nacionales y comisión política) y las 
mujeres de este partido avanzaron proponiendo un mayor equilíbrio 
de género en el momento de definición de las candidaturas (40/60) y 
ampliaron los espacios para las mujeres en las elecciones parlamentares 
y municipales. Por último, la Democracia Cristiana (PDC), aprobó, 
en 1966, en reunión de la Ejecuriva Nacional, que no aceptará que 
haya más de 80% de uno de los sexos en los órganos de dirección. Al 
aplicar esta medida, obtuvo efectos muy positivos en la representación 

de los mismos, que aumentaron de 11% para 40% su presencia en los 
cargos de dirección. 

En el Uruguay no existe legislación que promueva o motive la ma­
yor representatividad de las mujeres en los órganos legislativos na-

49 En 1999 se inició un proceso de reforma dei Código Electoral. En este proceso, 

mujeres de ONGs y organizaciones políticas participaron con propuestas para me­

jorar e! Código actual. Esas propuestas incluyen medidas de acción positiva como: a) 

aumento de la cuota de representación de las mujeres para 30%, como prevén 

algunos partidos en sus estatutos; b) establecimienco de por lo menos 10% de 

financiación estatal destinado a las organizaciones de mujeres de los partidos; c) 

establecimienco de un estímulo en términos de apoyo estatal a los partidos que 

consigan elegir mujeres; d) reglamencación de la obligación dei Estado de proponer 

mecanismos de participación de las mujeres; e) educación dvico-elecroral para pro­

mover la participación y representación de las mujeres; f) creación de mecanismos 

para promover e! registro de mujeres como elecroras. 
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cionales o estatales. No existen "cuotas" reservadas a mujeres en la di­
rección de los partidos políticos o en la composición de las listas de 
candidatos. 

Las primeras elecciones democráticas, inmediatamente después de 
la dictadura, se realizaron en 1984 y desde entonces hubo cuatro (1984, 
1989, 1994 y 1999). En todos los períodos legislativos en los últimos 
15 afios la representación de las mujeres en el gobierno (tanto en el 
poder ejecutivo como en el legislativo y en el judicial) ha sido muy 
débil, no ultrapasando un porcentaje de 1 O o/o. 

En el período 1990-1995 había 6 diputadas y ninguna senadora; 
en el período 199 5-1999 se registró un total de 9 parlamentares, sien­
do 2 senadoras y 7 diputadas, mientras que el número de suplentes 
mujeres creció significativamente entre los diputados. En las últimas 
elecciones realizadas el 31/10/99, las mujeres aumentaron su partici­
pación en el Parlamento de 7% para 12,3%, que corresponde a 3 re­

presentantes en el Senado y 13 en la Cámara de Diputados. 

CUADRO XI 

MUJER EN LA POlÍTICA 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Porcentoje 30% 20% 20% 20% -
mínimo poro (PPO e PO() 
los mujeres 30% (PS) 
en los 
Partidos 
Politicas 

Aiio dei 1947 1932 193P0 1963 1932 
primervoto 194951 

de lo mujer 
en elección 
popular 

50 Afio en que se otorgó a las mujeres el sufragio 1)1unicipal. 

5I Afio en que se otorgó a las mujeres el voto político absoluto e irrestricto. 
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Muier y trabaio 
La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri­
minación contra la Mujer 52

1 en su artículo 11, define que los Estados 
participantes adoptarán medidas apropiadas para erradicar la discrimina­
ción contra la mujer en el ái-ea de empleo, a fin de garantizar, en condicio­
nes de igualdad entre hombre y mujeres, los mismos derechos y en parti­
cular el derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser huma­
no, el derecho a las mismas oportunidades de empleo, el derecho de 
elegir libremente la profesión y el empleo, el derecho de recibir igual 
remuneración, el derecho a la seguridad social, el derecho a la protec­
ción de la salud, de la protección a la gravidez y a la licencia maternidad. 

En esta lucha por la no discriminación de la mujer en ei merca­
do de trabajo, se estableció una lucha por derechos especiales vincula­
dos a la peculiar condición femenina, en particular a los derechos de 
reproducción. 

Actualmente, todos los sistemas jurídicos que rigen los países dei 
Mercosur, acompaõando una tendencia mundial, otorgan un trata­
miemo diferenciado a la mujer debido a estas peculiaridades. 

En Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, las organizacio­
nes abrieron un nuevo espacio para la participación de la mujer en la 
vida nacional, trabajando en ei contexto de los esfuerzos iniciados en ei 
comienzo de la década dei80, para reorganizar la sociedad y lograr que 
ei ejercicio de la democracia sea cada .vez más eficaz. 

En ei Brasil, el Decreto-ley n. 5.452 de 1943, que aprobó la Consoli­
dación de las Leyes dei Trabajo (CLl), dedica su Capítulo III a la protec­
ción dei mercado de trabajo de la mujer adoptando incentivos especiales. 

De acuerdo con la CLT, la duración dei trabajo de la mujer será de 
8 horas diarias, excepto en los casos para los cuales sea determinada 
una duración inferior 53 • La adopción de medidas de protección al tra­
bajo de las mujeres gestantes es considerada de orden público, no jus­
tificando, en hipótesis alguna, la reducción dei sueldo 54• 

52 Ver Cuadro III. 

53 Art. 373 de la CLT. 

54 Art. 377 de la CLT. 
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AI empleador le es prohibido emplear a una mujer para servicio que 
exija el empleo de fuerza muscular superior a 20 kilos para trabajo 
continuo, o 25 kilos para trabajo ocasional55• 

No constituye justo motivo para la rescisión dei contrato de trabajo 
de la mujer el hecho de haber contraído matrimonio o de encontrarse 
embarazada. Está prohibido el trabajo de la mujer embarazada en el 
período de 4 semanas antes y de 8 semanas después dei parto56• 

Los artículos 391 a 397 de la CLT se consagran a la protección de 
la maternidad en el ámbito de las relaciones de trabajo. Esas normas 
fueron ampliadas por la Constitución Federal de 1988 que estableció 
en el artículo 7° la licencia maternidad de 120 días57• En caso de 
aborto, la mujer tendrá un reposo de 2 semanas, siéndole garantizado 
el derecho de volver a la función que ocupaba antes de ausentarse58• 

Los establecimientos que empleen 30 o más mujeres mayores de 16 
afias, deben tener un lugar adecuado donde las trabajadoras puedan 
dejar, bajo cuidados, sus hijos en fase de amamantación59• En casos 
especiales y mediante certificado médico, la trabajadora embarazada 
está facultada a cambiar de función, si la original pudiera perjudicar la 
salud dei feto60

• 

La Ley n. 9.020/95 prohíbe la adopción de cualquier práctica 
discriminadora y limitadora para acceso a la relación de empleo o a su 
mantenimiento, por motivo de sexo, origen, raza, colar, estado civil, situa­
ción familiar o edad. Además, constituyen crimen, en los términos de esta 
ley, la exigencia de cualquier procedirniento relativo a la esterilización o al 
estado de embarazo, así como a la adopción de medidas, por parte dei 
empleador, que configuren inducción o instigación a la esterilización. 

Considerando que la mayoría de los empleados domésticos en los 
países dei Mercosur son mujeres, es pertinente destacar la legislación 

55 Art. 390 de la CLT. 

56 Arts. 391 y 392 de la CLT. 

57 Art. 7°, XVIII de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 

58 Art. 395 de la CLT. 

59 Art. 389, §1° de la CLT. 
60 Art. 392, §4° de la CLT. 



L_ 

relacionada con este grupo de trabajadores. La Ley n. 5.859/72 dispo­
ne sobre la profesión de empleados domésticos en el Brasil y los clasi­

fica como aquellos que ptestan servicios de naturaleza contínua y de 
finalidad no lucrativa a una persona o a una família, en su âmbito 

residencial. La ConstituciÓn Federal, en su artículo 7°, garantiza a los 
empleados domésticos derechos como sueldo mínimo, irreductibilidad 
del sueldo, aguinaldo, reposo semanal remunerado, ferias anuales de 
20 días útiles con suplemento de 1/3 de su sueldo normal, licencia 
maternidad, licencia paternidad, aviso previo y previsión social. Los 

artículos 71 y 73 de la Ley n. 8.213/91 con redacción dada por la Ley 
n. 8.861/94, garantizan a la empleada doméstica el salario materni­
dad. La Ley no garantiza a los trabajadores domésticos el derecho de 
delimitación de jornada de trabajo y de adicional por hora extra. 

En la Argentina, la Ley del Contrato de Trabajo n. 20.744/74 
modificada por la Ley n. 25.013/76 contiene las regias de la protec­
ción del Trabajo, ya que no existe un Código Laboral propiamente 
dicho. En esta Ley figuran los artículos 172 a 186, que disponen sobre 
el trabajo de la mujer. 

En ese país está prohibida cualquier discriminación contra la mujer 
en el trabajo, pero fue sólo la reciente norma laboral de marzo de 19986 1 

la que incorporó a la mujer, de forma expresa, en la fuerza de trabajo. 
El Decreto n. 17.667/78 y la Ley n. 24.013/91 determinaron el 

establecimiento de programas de empleo a favor de grupos especiales 
de trabajadores, entre ellos las mujeres. No constituye justo motivo 
para la rescisión del contrato de trabajo de la mujer el hecho de haber 
contraído matrimonio o de encontrarse en estado de embarazo, o aún 

transcurridos hasta 7 meses y medi o después del nacimiento62
. Está 

prohibido el trabajo de la mujer en el período de 45 días antes y de 45 
días después del parto63

• Se establece un descanso de media hora al día 
para amamantación durante un plazo no superior a 1 afio a partir del 

61 Decreto n. 1.111/98. 
62 Art. 178 de la Ley de Contrato de Trabajo de la Argentina. 
63 Art. 177 de la Ley de Contrato de Trabajo de la Argentina. 
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naClmtento. Está prohibido el despido por motivo de casamiento64 • 

Los establecimientos que empleen más de un número mínimo de 

mujeres deben tener un lugar adecuado donde las trabajadoras pue­
dan dejar, bajo cuidados, sus hijos en caso de amamantación65 • 

Está prohibido el trabajo de las mujeres en actividades penosas, 
peligrosas o insalubres. De la misma manera está prohibido el trabajo 
nocturno de la mujer, considerado como tal el horario entre 20 horas y 
6 horas66• 

También en la Argentina, una ley publicada en 1996 reglamenta 
derechos y deberes de los empleados domésticos que constituyen una 

parcela significativa de la economía informal invisible y subyugada 
pero indispensable a la sociedad. Los empleados domésticos que duer­
men en el empleo tienen derecho a un descanso de 9 horas nocturnas 

y de 3 horas diurnas, lo que significa una jornada de trabajo de 12 
horas diarias (mientras que en otras actividades se limitá a apenas 8 

horas). Los empleados domésticos que no duermen en el empleo tie­
nen apenas el derecho al descanso semanal de 24 horas y a ferias anua­
les. A los domésticos también les es debida una hora diaria destinada 

al culto. Mujeres y menores no podrán trabajar en lugares insalubres. 
En el Paraguay, las normas de protección a las mujeres en el área dei 

trabajo son regidas por los artículos 128 y 136 de la Ley 213/93 "Có­
digo de Trabajo"67• El artículo 128 enuncia que las mujeres disfrutan 
de los mismos derechos y obligaciones que los hombres. 

Estas normas no permiten que las mujeres trabajen cuando existe 
peligro para su salud o la de su hijo, cuando en estado de gestación. La 
mujer tampoco podrá realizar trabajos insalubres, peligrosos o noctur­

nos en establecimiento industrial, comercial o cualquier tipo de servi­
cio después de las 1 O de la noche, así como horas extras68

• 

64 Art. 179 de la Ley de Contrato de Trabajo de la Argentina. 
65 Art. 179, §2 de la Ley de Contrato de Trabajo de la Argentina. 
66 Art. 176 de la Ley de Contrato de Trabajo de la -:\tgentina. 
67 Modificada y actualizada por la Ley n. 496/95, 

6S Art. 130 dei Código de Trabajo dei Paraguay. , 
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La mujer embar~da t.endrá derecho a un descanso de 6 semanas 

antes y de 6 semanas después dei parto y no podrá desempenar trabajos 

que exijan esfuerzo físico diu-ante los tres meses anteriores al parto69• Los 

establecimientos que emple'en más de 50 mujeres están obligados a 

tener salas o guarderías pa~a nifios menores de dos afios, donde perma­

necerán durante ei tiempo de trabajo de su madre o de su padre. Al 

empleador se le prohíbe la demisión de la mujer durante ei embarazo 

o inmediatamente después dei parto70
• 

Los artículos 148 a 156 dei Código de Trabajo se refieren a los derechos 

de los trabajadores domésticos, clasificándolos como personas de uno u otro 

sexo que desempefian habitualmente la asistencia en ei interior de una resi­

dencia particular. &tos trabajadores no tienen una serie de derechos como, 

por ejemplo, sueido mínimo, feriado, indemnización, aviso previo. La jor­

nada dei trabajador doméstico podrá ser parcial o integral, siendo que, en 

este último caso, duerme en ei empleo. El sueido no podrá ser inferior a 

40% dei sueido mínimo. Está prohibido ei maltrato de los empleados 

domésticos usando palabras groseras. Pueden trabajar en dia feriado, pero 

con descanso previsto de 12 horas diarias para alimentación y suefio. 

Tanto ei Código dei Trabajo como ei Código Penal dei Paraguay hacen 

referencia explícita al asedio sexual. En ei primer caso, los artículos 81 y 84 

lo presentan como uno de los motivos justificados para rescisión dei con­

trato de trabajo. En ei segundo caso, ei artículo 133 dei Código Penal 

define al autor de asedio sexual como "aquél que con fines sexuales hostiliza 

a otra persona, abusando de su autoridad o de la influencia que le 

confiere su función", previendo pena de prisión de hasta 2 afios71• 

El Código dei Trabajo de Chile de 199472 establece en sus artículos 194 

a 208 "De la Protección a la Maternidad" los derechos correspondientes. En 

Chile la licencia maternidades de 6 semanas antes dei parto y de 12 sema­

nas después dei parto, llegando a un total de 4 meses y medio73
• La trabaja-

69 Art. 133 dei Código de Trabajo dei Paraguay. 
70 Art. 134 dei Código de Trabajo dei Paraguay. 
71 Art. 133 dei Código Penal (Ley n. 1.160/97, vigente desde 1998). 
72 Publicado porei D.F.L. n. 1/94. 

73 Art. 195 dei Código dei Trabajo de Chile. 
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dora no puede ser despedida durante ei embaraw ni durante ei primer 
afio después de finalizada la licencia maternidad74

• Además, la mujer em­

barazada no puede trabajar en horario nocturno o en actividades conside­

radas perjudiciales a su salud. En caso de encontrarse ocupada en acti­
vidades de ese tipo deberá ser transferida, sin perjuicio de su remune­
ración, a otras actividades que no sean perjudiciales a su estado75• Las 
empresas que ocupen más de 20 mujeres de cualquier edad y estado 
civil deberán tener salas anexas e independientes dei local de trabajo 
donde las mujeres puedan alimentar a sus hijos menores de 2 afias y 
dejarlos mientras trabajan. La ley reconoce cumplida esta obligación 

en los casos en que ei empleador pague directamente a una guardería 
los gastos referentes a los hijos de sus trabajadoras76• Además, la Ley n. 
19.591 dei 9 de noviembre de 1998 prohíbe a los empleadores de 
condicionar la contratación, permanencia, renovación de contrato, trans­
ferencia o demisión de trabajadoras a la ausencia o existencia de emba­

razo, prohibiendo la exigencia de exámenes de este tipo77• 

En materia de compatibilización de la vida profesional con las respon­
sabilidades familiares, la Ley n. 19.250, dei 30 de septiembre de 1993 

otorgó, por un lado, la licencia paternidad, en ei caso de f.illecimiento de 
la madre trabajadora, y, por otro lado, la opción de que ei padre, a criterio 
de la madre, ejerza la licencia para cuidar dei hijo enfermo menor de 1 

afio, consagrada porei Art. 199 dei Código dei Trabajo. La Ley n. 19.505, 
del 25 de julio de 1997, estableció la posibilidad de que la madre se 
ausente de! local de trabajo durante 1 O días por afio en caso de problema 
de salud de su hijo menor de 18 afias, que requiera la atención personal de sus 
padres por accidente grave, enfermedad en fase terminal o enfermedad grave y 

con probable riesgo de muene. Los días no trabajados deben ser compensados 
posteriormente. Esta licencia puede ser concedida ai padre en ei caso de 

ausencia de la madre por cualquier motivo, o a criterio de la madre78
• 

74 Art. 201 dei Código dei Trabajo de Chile. 
75 Art. 202 dei Código dei Trabajo de Chile. 
76 Art. 203 dei Código dei Trabajo de Chile, modificado por la Ley n. 19.591, dei9 
de noviembre de 1998. 
77 Art. 194 dei Código dei Trabajo de Chile. 

7B Art. 199 dei Código dei Trabajo de Chile. 
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Los trabajadores domésticos que no residan en el local de trabajo no 
pueden tener una jornada de trabajo superior a 12 horas diarias, con una 
hora de descanso. Los trabaj.idores domésticos que viven en la casa del 
empleador no tienen limite en la jornada de trabajo. La ley sólo estipula 
un descanso mínimo que debe ser normalmente de 12 horas, en las que 

estén incluidas la5 horas destinadas a las comidas. De estas 12 horas, nor­
malmente 9 horas deberán destinarse, ininterrumpidamente, al descanso 

nocturno79. Las empleadas domésticas pueden ser despedidas sin justa 
causa, con derecho apenas a la llamada "indemnización a todo evento", 

fondo formado por la contribución mensual del empleador referente a 
4,11 o/o de la remuneración mensual bruta del trabajadorm. El sueldo mí­
nimo de los trabajadores domésticos equivale a 75% del sueldo mínimo 
de los otros trabajadores81

• A partir de la Ley n. 19.591 del 9 de noviem­
bre de 1998, las trabajadoras domésticas tienen derecho a la licencia ma­
ternidad. En materia de sindicalización, su situación es muy precaria. 

Aunque no exista norma expresa que lo prohíba, los empleados domésti­
cos, en tesis, sólo podrán formar sindicatos inter-empresas que agrupan 
trabajadores de dos o más empleadores distintos, y requieren, para su 
constitución, un mínimo de 25 trabajadores y están sometidos, en la prác­
tica, a varias restricciones, como por ejemplo, que las trabajadoras domés­
ticas no puedan negociar colectivamente82

• 

El Uruguay es otro país que no tiene una legislación dei trabajo 
codificada; sus principales regias están dispersas entre leyes y decretos. 
Por ei artículo 1° de la Ley n. 16.045/89: "se prohíbe toda discrimina­
ción que viole ei principio de la igualdad de trato y responsabilidades 
para ambos sexos en cualquier sector o ramo de actividad profesional". 
La licencia maternidad es de 6 semanas antes y de 6 semanas después 
dei parto83 • En ei período de amamantación, la empleada dei sector 
público tiene ei derecho de disminuir su jornada de trabajo a la mitad. 

79 Art. 149 dei Código dei Trabajo de Chile. 
80 Arts. 161 y 163 dei Código dei Trabajo de Chile. 
81 Art. 151 dei Código dei Trabajo de Chile. 
82 Arts. 216 y 228 dei Código dei Trabajo de Chile. 

83 Art. 12 dei Decreto-ley n. 15.084/80. 
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Está prohibido al empleador la demisión de la mujer durante el emba­
razo o en el período de amamantación84 • 

La previsión del trabajo doméstico en el Uruguay está dispersa en 
regias estipuladas en las Leyes ns. 7.305/20, 7.318/20, 12.597/58, 
16.101189 y el más reciente Decreto n. 193/95 que trata del sueldo 
mínimo de los empleados domésticos. El descanso mínimo será de un 
día. Los contratos de trabajo deberán ser por escrito. 

Están garantizadas la igualdad de remuneración entre la mano de 
obra masculina y la femenina (Convenio 100); la igualdad de oportu­
nidades y de tratamiento (Convenio 156). Se prohíbe la discrimina­
ción en cualquier sector (Ley n. 16.045) y por la Ley n. 16.519 se 
reafirma el protocolo de San Salvador de no discriminación y condicio­
nes justas, equitativas y satisfactorias de trabajo y derechos sindicales. 

La Comisión Tripartira de Igualdad de Oportunidades en el Em­
pleo es un órgano asesor del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social 
instalado formalmente en marzo de 1997, en el cual están representa­
dos el sector empleador (COSUPEM), el sector de los trabajadores 
(PIT-CNT), el Instituto Nacional de la Familia y de la Mujer y el 
Ministerio del Trabajo y Seguridad Social. 

CUADRO XII 
EL TRABAJO FEMENINO 

Argentino Brasil Chile Poroguoy Uruguoy 

Protecci6n Decreto n. Art. 72 de lo CF Art. 194 o Arts. 128 o Normas 
dei Trobojo o 17.667/78 208 dei CT 136 dei CT dispersos 
los mujeres Arts. 372 o diliculton lo 

ley n. 401 de lo ClT doridod de los 
24 .013/91 derechos 

Amplio Amplio Amplio Restricto Amplio 

Protecci6n ai ley de 1996 ley 5.859/72 Arts. 146o Art, 137 o Normas 
Trobojodor ley 8.213/91 152 dei CT; 147 dei CT dispersos 
Doméstico y ley 8.861/94 Arts. 194 o diliculton lo 

202 dei CT doridod de 
los derechos 

Amplio Restricto Restricto Restricto Restricto 

84 Arts. 16 y 17 de la Ley n. 11.577/50. 
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Violenda doméstica 
A través de la historia, la práctica de los derechos humanos se mostró 
deficiente en el reconociiniento de violaciones de derechos en que la 
mujer se encuentra en sit~:-kión de riesgo. Algunas de esas violaciones 
son justificadas con base en diferencias biológicas como, por ejemplo, 
la capacidad de la mujer de quedar embarazada. Otras son basadas en 
cuestiones de género o en ·los papeles y valores sociales atribuídos a las 
mujeres como los quehaceres domésticos. Con todo, en todos los ca­
sos, leyes abusivas o prácticas motivadas o justificadas por el sexo o géne­
ro todavía no recibieron el completo reconocimiento internacional de 
que estas acciones constituyen violaciones de los Derechos Humanos. 

La Convención lnteramericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará"85 que 
ratificó y amplió la Declaración y el Programa de Acción de la Confe­
rencia Mundial de Derechos Humanos, realizada en Viena, fue elabo­
rada como consecuencia de la histórica desigualdad entre los hombres 
y las mujeres, y también por tratarse de una problemática que 
transciende y cruza todos los sectores sociales convergiendo en una 
ofensa a la dignidad humana. Es notorio que en los países de América 
dei Sur, las mujeres aún sufren las consecuencias de un trato injusto y 
discriminatorio, expresado en violencia, e-n todos las camadas socio­
económicas, raciales y culturales. 

Teniendo en cuenta que el reconocimiento y el respeto irrestricto 
de todos los derechos de la mujer son condiciones indispensables para 
el desarrollo individual y para la creación de una sociedad más justa, la 
Convención fue aprobada con fines específicos de prevención, sanción 
y erradicación de la violencia contra la mujer. 

El presente documento fue ratificado por todos los países en 1995 
y 1996, definiendo la violencia contra la mujer como cualquier acción 
o conducta, basada en su género que cause dafio o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado y reconoce que las violaciones provenientes de la inter-relación 

85 Ver Cuadro IIL 
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entre la ley formal, la práctica real, las costumbres y las actitudes, as{ 
como las condiciones económicas y sociales, han contribuído para fo­
mentar y perpetuar la subordinación de las mujeres. 

Adicionalmente, la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing 
de septiembre de 1995 es, por sobre todo, relativa a la cuestión de la 
violencia doméstica previendo que son necesarias, además de las medi­
das punitivas, acciones que estén orientadas hacia la prevención y, tam­
bién medidas de apoyo que, por un lado, permitan que la vktima y su 
família tengan la asistencia social, psicológica y jurídica necesaria a la 
recomposición después de la violencia sufrida y, por otro lado, que 
proporcionen la posibilidad de rehabilitación de los agresores. 

En el Brasil, la violencia doméstica es, de hecho, la forma más co­
mún de las violencias contra la mujer, y su reconocimiento está previs­
to en la Constitución Federal cuando establece, por parte del Estado, 
el deber de garantizar la asistencia a la família y a cada uno de sus 
integrantes, para cohibir la violencia en el ámbito de sus relaciones86• 

En 1985, fue establecido en Brasil el Consejo Nacional de los Dere­
chos de la Mujer (CNDM) dentro de la órbita del Ministerio de Justi­
cia que, en un estudio sobre varias casos de estupro, constató que la 
mujer tiene gran dificultad de ser comprendida por las autoridades 
que ya parten del principio de que ellas, de alguna manera, provocaron 
la agresión. Además, la Comisión contra la violencia de ese Consejo 
promovió activamente la creación de la 1 a Comisarfa de la Mujer en 
São Paulo en agosto de este mismo afio. 

Actualmente, en el Legislativo, as{ como en el Senado, tramitan varias 
proyectos de ley, tanto en el área civil como penal, relacionados a la violen­
cia doméstica y sexual. El Código Penal brasilefio prevé, en su artículo 61 , 
entre las circunstancias agravantes para el aumento de la pena, que el 
autor del crimen sea cónyuge, paciente o cohabite con la vktima. 

El Programa Nacional de Derechos Humanos, elaborado en 1996, 
presenta propuestas de acción e incentivo a programas de orientación 
familiar con el objetivo de capacitar a las famílias a resolver sus conflic-

86 Art. 226, §8° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
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tos internos de forma no violenta. En 1977, la Cámara aprobó dota­
ción presupuestaria destiriada a la creación de casas-abrigo para muje­
res y niõ.os víctimas de violencia intrafamiliar. 

En la Argentina, el Decreto n. 219 de 1995, creó el Consejo Na­
cional de la Mujer (CNM), organismo que inició sus operaciones en 
1991 como Consejo coordinador de las políticas públicas encargado 
de vigilar la aplicación de la Convención Internacional sobre la Elimi­
nación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer. 

La Ley n. 24.417/94 trata de la protección contra la violencia fami­
liar. Toda persona que sufra lesiones o malas tratos físicos o psicológicos 
por parte de alguno de los integrantes dei grupo familiar podrá efectuar 
la denuncia, en forma oral o escrita, ante juez competente. En caso de 
que la víctima sea menor incapaz, el Ministerio Público la representará. 
También están obligados a efectuar denuncias los servidores sociales, los 
educadores públicos o privados, los profesionales de la salud y los funcio­
narias públicos en razón de su trabajo. Sin embargo, grupos argentinos en 
defensa de los Derechos Humanos protestan diciendo ser imprecisos los 
conceptos de asedio sexual y abusos físicos y mentales en la ley actual. 

Se observa que esta ley fue el punto de partida para que en 1995 se 
crease un Cuerpo Policial especializado dentro dei ámbito de la Polida 
Federal para atender a las víctimas de violencia familiar. 

De hecho, instituciones públicas y privadas ofrecen programas de 
prevención y apoyo a las víctimas de violencia doméstica. En Buenos 
Aires, el gobierno dispone de una línea telefónica 24 horas por día a 
disposición de este trabajo. 

En 1992, fue constituída una Secretaría en la cual se estableció un 
organismo que, conjuntamente con Ministerios y otros entes 
autárquicos, crearon mecanismos para alcanzar la igualdad entre las 
mujeres. Esta secretaría tiene un Centro de Apoyo a la Mujer (CENAM) 
que atiende a las mujeres violentadas. 

La Constitución dei Paraguay establece que el Estado promoverá 
políticas que tengan por objetivo evitar la violencia en el ámbito fami­
liar y otras causas destruidoras de su solidariedad87, aunque todavía no 

87 Art. 60 de la Constitución de la República dei Paraguay. 
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exista, en vigor, una ley específica contra la violencia doméstica. Mien­
tras tanto, existe un compromiso de la Cámara de aprobar, antes dei 

finde 2003, un proyecto de ley en ese sentido. De hecho, en 1995 fue 
presentado en la Cámara de Diputados el primer proyecto de Ley so­
bre Violencia Doméstica, según la orientación de la Convención de 
Belém do Pará. Pero este proyecto fue rechazado y retirado. En diciem­
bre de 1998 fue presentado un segundo anteproyecto al parlamento, 
elaborado por la CMP (Coordinación de Mujeres dei Paraguayll8), en 
un proceso de consulta participativa. Actualmente se encuentra en 
proceso de estudio. 

En el nuevo Código Penal paraguayo de 1998, bajo el título "Actos 
punibles contra la convivencia entre las personas", el Capítulo "Actos 
punibles contra el Estado Civil, el Matrimonio y la Familia", presenta 
en su artículo 229 que "en el ámbito familiar quien ejerza habitual­
mente la violencia física sobre otro con quien conviva será castigado 
con multa". 

La Secretaría de la Mujer, con status ministerial, es el organismo a 
nivel nacional encargado de las políticas de igualdad. La Ley n. 34/1992 
que la creó define entre sus objetivos la indicación de "elaborar planes, 
proyectos y normas para erradicar toda la violencia contra la mujer". 

Este organismo formuló, en 1996, el Plan Nacional para la Preven­
ción y Sanción de la Violencia contra la Mujer y constituyó para su 
elaboración y ejecución un Comité lnterinstitucional integrado por 
representantes de sectores públicos como el Ministerio de Salud Pú­
blica y Bienestar Social, el Ministerio de Educación y Culto, el Minis­
terio de J usticia y Trabajo, el Ministerio dei Interior, la Procuraduría 
General dei Estado, la Polida Nacional y la Alcaldía de Asunción. Tam­
bién incluye organizaciones de mujeres a través de representantes de la 
Coordinación de Mujeres dei Paraguay. 

Este plan incluye en sus metas la realización de acciones de aten­
ción a las víctimas, capacitación de sectores públicos, educación de la 
sociedad, legislación, pesquisas, registras de casos y campafias públicas 
educativas. Aunque hayan sido elaborados proyectos que enfocan la 

88 Red de 13 organizaciones de mujeres que está• en. funcionamiento desde 1997. 
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problemática de la violencia contra la mujer, la ausencia de servicios de 
atención integral a las víctimas, así como la falta de registros 
normatizados y adecuados, f:!Specialmente en el interior del país, si­
guen siendo problemas que ,necesitan de mayor atención. 

En el ámbito de la Secretaria de la Mujer funciona el CENAM 
(Centro de Aterición a la Mujer), que recibe denuncias de mujeres 
víctimas de violencia y las envía al Departamento de Atención a Vícti­
mas de Delito (AVO, vinculado a la Procuraduría General del Estado), 
al Departamento de Família de la Polida Nacional y a las dos únicas 
ONGs que actúan en esta área. Todas estas instancias se encuentran en 
Asunción y la demanda por servicios de este tipo es muy grande en 
todo el país. 

Ya en el Uruguay, desde 1992 funciona, dentro del ámbito del 
Ministerio del Interior, un escritorio técnico de ayuda a las víctimas de 
la violencia familiar. En 1995 fue sancionada la Ley n. 16.707 de 
Seguridad y Ciudadanía que trata, en su artículo 18, del caso de la 
violencia doméstica contra la mujer. El texto del artículo fue aprobado 
e incluído en el Código Penal uruguayo como Art. 321 "Violencia 
Doméstica": "Y lo que, por medio de violencia o amenazas prolonga­
das con el tiempo, cause una o varias lesiones personales a quien haya 
tenido relación afectiva o de parentesco con el agresor, independiente­
mente de vínculo legal, será castigado con una pena de 6 a 24 meses de 
prisión". En el mismo afio de 1992 también fue creado, por medi o de 
la Ley n. 16.320, el Instituto Nacional de la Família y la Mujer (INFM). 

Principales leyes: 
• Ley n. 16.359 del 20/04/93 Art. 17, substituye el inciso 5° del 

artículo 361 del Código Penal, caracterizando el asedio sexual como 
falta penal. 

• Ley n. 16.642 del 11/01/94: la prestación de cuentas y el ajuste 
del presupuesto del ejercicio prevén la creación del Programa de 
Prevención de la Violencia y Rehabilitación de sus víctimas. 

• Ley 16.707 del 12/07/95 Art. 18 de la Ley de Seguridad de los 
Ciudadanos. Modificación del Código Penal, creación del delito 
de violencia doméstica. 
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• Ley n . 16.735 del 05/01/96, Ratificación de la Convención 
lnteramericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer. 

En Chile, la violencia intrafamiliar comenzó a ser tratada legalmen­
te como un problema distinto dei delito caracterizado como lesión 
corporal a partir del 27 de agosto de 1994, con la Ley n. 19.325 sobre 
Violencia lntrafamiliar. Esta ley incorpora el aspecto psicológico a su 
definición de violencia intrafamiliar e incluye entre las potenciales víc­
timas de la misma, no apenas a quien está legalmente casado con el 
agresor, sino también a quien vive en unión estable. En el caso de los 
menores de edad y de los portadores de deficiencia se incluyen no 
apenas los que tienen vínculo de parentesco con el agresor, sino tam­
bién los que tienen vínculo de dependencia con relación al agresor o a 
cualquier integrante dei grupo familiar que viva bajo el mismo techo. 

Aunque la ley no considere la violencia intrafamiliar como un deli­
to en sí, contempla las siguientes sanciones para quien la practique: 
asistencia obligatoria a determinados programas terapéuticos o de orien­
tación familiar, multa, prisión (entre 1 y 60 días), pudiendo ser subs­
tituida por trabajos comunitarios, lo que en la práctica todavia no su­
cedió. Además, la ley otorga al juez la posibilidad de decretar medida 
cautelar destinada a garantizar la seguridad física o psíquica de la vícti­
ma y la convivencia tranquila, la subsistencia económica y la integri­
dad patrimonial dei grupo familiar. Estas medidas, de cualquier for­
ma, son esencialmente temporadas y no pueden exceder de 60 días. 
Sólo pueden ser prorrogadas por motivos muy graves y urgentes, por 
un plazo máximo de 180 días. El juez puede delegar las funciones de 
la fiscalización del cumplimiento y del resultado de las medidas 
cautelares decretadas y de las sanciones aplicadas a instituciones idó­
neas para hacerlo, como el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), 
los Centros de Diagnóstico dei Ministerio de Educación o los Centros 
Comunitarios de Salud Mental Familiar. 
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CUADRD XIII 

VIOLENOA DOMÉSTICA 

Argentina 

Violencio Sin referencio 
Doméstico en los 
Constituciones 

Normas ley n. 
Principoles 24 .417/94 

Orgonizociones CNM 
Principoles 

Consejo 
Nocional de 
lo Mujer 

Crimenes sexuales 

Brasil ·· 

Art. 22~. §8189 

Código Penal 
Art. 61 

CNDM 
Consejo 
Nocional de los 
Derechos de 
lo Mujer 

En 1985 fue 
creodo lo primero 
Comisorío 
de lo Mujer 

Chile Paraguay 

Sin referencio Art. 60 

ley n. 19.325 Art. 229 dei 
Código Penal 

Proyecto de 
ley en estudio 

SERNAM CENAM 
Servido 
Nocional de Centro de 
lo Mujer Apoyo o 

lo Mujer 

Uruguay 

Sin referencio 

Art. 18 de lo 
Ley n. 16.707/ 9 
ley n. 16.462/9 
Ley n. 16.359/ 9 

INFM 
Instituto 
Nocional de 
lo Fomilio y 
de lo Mujer 

2 
4 
3 

Podemos afirmar que los Crímenes Sexuales son las mayores violacio­

nes al principio de la integridad física y moral de las mujeres. El Título 
VI "De los crímenes contra las costumbres" dei Código Penal brasilefio 

de 1940 caracteriza una serie de crímenes denominados "Crímenes 
contra la libertad sexual" cuyo principal objetivo es la protección de la 
libertad sexual de la mujer. 

Sin embargo, en esta clasificación de los delitos existe una impropiedad 
entre los valores que pretende cautelar- bienes jurídicos- a través de la 
coacción penal y los comporquni.entos que atentan contra esos valores"90• 

89 Brasil fue el país pionero en abordar la violencia en el ambiente de las relaciones 

familiares como lo manda materia constitucional, explicitando el papel dei Estado 

en el sentido de cohibir ese delito. 
90 Revista Mujeres Latino Americanas en datos. Instituto de la mujer, Ministerio 

Social de Espana, Chile, 1993. 
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Así, por ejemplo, los delitos contra la libertad de la mujer se consideran 
como delitos contra las costumbres, aunque se trate de delitos contra 

personas, ya que está implícito el uso de la violencia física o moral. 

Entonces, más que los derechos concretos, con títulos singulares, el 
Código Penal tiende a proteger princípios contra valores abstractos. 

En el Brasil, entre los crímenes sexuales, podemos destacar los prin-
cipales: 

(i) estupro: forzar a la mujer a la unión carnal, mediante violencia o 
amenaza grave91

; 

(ii) atentado violento al pudor: forzar a alguien, mediante violencia o 

amenaza grave, a practicar o permitir que con él se practique acto 
libidinoso diverso de la unión carnal92; 

(iii) pose sexual mediante fraude: tener unión carnal con mujer hones­
ta, mediante fraude93 ; 

(iv) atentado al pudor mediante fraude: inducir mujer honesta, me­
diante fraude o amenaza grave, a practicar o permitir que con ella se 
practique acto libidinoso diverso de la unión carnal94; 

(v) seducción: seducir mujer virgen menor de 18 aiíos y mayor de 
14 afi.os, y tener con ella unión carnal, aprovechándose de su inexpe­
riencia o justificable confianza95 - Es importante observar que por la 
ley brasilefi.a, no existe seducción de menores de 14 afi.os, que se 
considera automáticamente como estupro. 

(vi) corrupción de menores: corromper o facilitar la corrupción de per­
sana mayor de 14 afi.os y menor de 18 aiíos, practicando con ella 
acto libidinoso, o induciéndola a practicarlo o presenciarlo96; 

(vii) rapto: raptar mujer honesta, mediante violencia, amenaza grave 

o fraude, para fines libidinosos. La pena disminuye si existe el con-

91 Art. 213 dei Código Penal dei Brasil. 
92 Art. 214 dei Código Penal dei Brasil. 

93 Art. 215 dei Código Penal dei Brasil. 

94 Art. 216 dei Código Penal dei Brasil. 

95 Art. 217 dei Código Penal dei Brasil. 

96 Art. 218 dei Código Penal dei Brasil. 
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L1 

sentimiento de la víctima o si el rapto fuese con la finalidad de casa­
miento97. Hay que destacar que los crímenes mencionados anterior­
mente tienen la punición .extinta mediante el casamiento de la vícti­
ma con el agresor. También se extingue la punición mediante el ca­
samiento de la víctima con un tercero, si los crímenes fueron come­
tidos sin violencia real o grave amenaza, y sólo si la ofendida no 
inicia una Acción Penal . en el período de 60 días después dei casa­
miento98. Sin justificativa, el Código Penal brasilefio presupone que 
ai casarse con su agresor, la mujer recupera la honra, no consideran­
do el dafi.o físico y moral que ella pueda haber sUfrido en su calidad 
de víctima dei delito; 

(viii) prostitución: el Código Penal brasilefio no castiga la práctica de 
la prostitución, sino su explotación por terceros como inducir o atraer 
a alguien para la prostitución, facilitaria o impedir que alguien la aban­
done, así como mantener casa de prostitución propia o de terceros99

; 

(ix) rufianismo: sacar provecho de la prostitución ajena, participando 
directamente de sus lucros o haciéndose mantener, en todo o en 
parte, por quien la ejerce100

; y 

(x) trdfico de mujeres: promover o facilitar la entrada, en territorio 
nacional, de mujer que en él vaya a ejercer la prostitución, o la salida 
de mujer que vaya a ejercerla en el extranjero101

• 

En la Convención para la Eliminación dei Tráfico de Personas y de 
la Explotación de la Prostitución de 1949102

, la expresión tráfico de 
personas, aunque menos clara que la utilizada en el pasado, o sea, trá­
fico de blancas o apenas tráfico de mujeres, corresponde mejor a los 
días actuales ya que ese tráfico se aplica no sólo a las mujeres sino 
también a los nifios y a los hombres. En la antigüedad, el tráfico era 
tolerado y su sentido se confundia con la esclavitud. 

97 Art. 219 dei Código Penal dei Brasil. 

9B Art. 107, §8° dei Código Penal dei Brasil. 

99 Art. 229 dei Código Penal dei Brasil. 
100 Art. 230 dei Código Penal dei Brasil. 
101 Art. 231 dei Código Penal dei Brasil. 
102 Ver Cuadro III. 
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Otra observación pertinente es el hecho de que el sujeto pasivo de 
los delitos de pose sexual mediante fraude, de atentado al pudor me­
diante fraude y de rapto violento o mediante fraude, sea la mujer "ho­
nestà'. De ese modo la violación de una prostituta mediante fraude, 
no constituye crimen. 

Todos esos delitos dan lugar apenas a una Acción Privada, o sea, sólo 
la víctima o sus representantes legales pueden iniciar las acciones judi­
ciales pertinentes. Sólo se admite la Acción Penal Pública cuando la víc­
tima es pobre o su agresor es el padre, padrastro, tutor o curador. Pero, 
los crímenes contra la propiedad, por ejemplo, son de acción pública pu­
diendo d Ministerio Público o cualquier ciudadano iniciar la acción penal. 

Sin embargo, teniendo en cuenta que el Código Penal es de 1940, 
un Código nuevo está por ser votado. En 1984 el Código fue reforma­
do en su Parte General, manteniendo, sin embargo, la Parte Especial, 
que define los crímenes y las penas, con la misma redacción de 1940. 
De hecho, la Comisión creada por el Ministerio de Justicia para rever 
ese nuevo Código Penal brasilefio entregó oficiosamente al Ministerio 
de Justicia un proyecto amplio que trata, entre otros asuntos, de la 
ofensa a la persona jurídica, dei asedio sexual, dei trabajo esclavo, dei 
tráfico de menores y de la pornografia con menores. El proyecto fue 
discutido durante 2 afios y cuenta con 413 artículos y 16 títulos. 

Debe notarse también que, de acuerdo con el proyecto para el nue­
vo código, la cuestión de la seducción se altera, ya que se elimina la 
presunción de violencia en la práctica sexual con menores de 14 afios. 
Sin embargo, si el agente sabe o asume el riesgo de practicar relación 
sexual vaginal (unión carnal) con menor de 14 afios, con persona por­
tadora de deficiencia mental o imposibilitada por cualquier otra causa 
de ofrecer resistencia, comete crimen de violación sexual. 

Para la configuración de los crímenes contra la libertad sexual y de 
explotación, la conducta de la mujer, su experiencia sexual o su virgini­
dad, serán desconsideradas. Así, las edades de 14 a 18 afios serán la 
base para la conceptuación de esos crímenes, . atendiendo a las regias 
constitucionales y a las recomendaciones ,d'el Consejo Nacional de 
Defensa de los Derechos dei Nifio y dei A,dolescente. 



El Código Penal de la.Argentina, de 1921, es el más antiguo entre 
los países del Mercosur y caracteriza algunos crímenes sexuales en el 
Capítulo denominado "Delitos contra la honestidad", lo que destaca 
que la cuestión de la "muJer honestà' también se adopta como requisi­

to punitivo en este país. Son ejemplos de estos crímenes: 

(i) estupro: mantener up.ión carnal con mujer honesta mayor de 

12 y menor de 15 aííos 103
; 

(ii) violación: mantener unión carnal con persona de uno u otro 
sexo cuando la víctima sea menor de 12 aííos, cuando esté priva­
da de la razón, enferma o por cualquier otra causa no pueda resis­

tir, o cuando sea usada la fuerza para intimidarla104
; 

(iii) corrupción de menores: se castiga a aquél que con ânimo de 
lucro o para satisfacer sus propios deseos, promueva o facilite la 
prostitución o corrupción de menores de edad, sin distinción de 
sexo, aunque sea con el consentimiento de la víctima105 ; 

(iv) abusos deshonestos: será castigado aquél que abuse deshonesta­
mente de persona de uno u otro sexo, sin que haya relación carnal 

pero cuando la víctima sea menor de 12 aííos, y privada de la 
razón, enferma o que por cualquier otra causa no pueda resistir, si 
es usada la fuerza para intimidarla106

; 

(v) rapto: aquél que con fines deshonestos rapte una mujer, me­

diante violencia, amenaza grave o fraude (la pena aumenta si la 
mujer es casada o menor de 12 aííos) 107; y 

(vi) prostitución y trdfico de mujeres: será castigado aquél que con 
ânimo de lucro o para satisfacer sus deseos personales promueva o 
facilite la corrupción o prostitución mediante engano, violencia, ame­
naza, abuso de autoridad o cualquier otro medio de coerción; o aquél 

103 Art. 120 dei Código Penal de la Argentina. 
104 Art. 119 dei Código Penal de la Argentina. 
105 Art. 125 dei Código Penal de la Argentina. 
106 Art. 127 dei Código Penal de la Argentina. 
107 Art. 130 dei Código Penal de la Argentina. 
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que promueva o facilite la entrada o la salida del país, de mujeres o 
de un menor de edad, para el ejercicio de la prostitución108• 

También se extingue el castigo en los crímenes mencionados ante­

riormente en el caso de casamiento del agente con la víctima. En el 
caso del crimen de rapto, el casamiento sólo podrá ser realizado des­

pués que la víctima haya vuelto a la casa de sus padres o a un lugar 
seguro. 

Así como en Brasil, aunque más conveniente por media de la Ac­
ción Pública, las acciones que nacen de los delitos de violación, estu­
pro, rapto y abusos deshonestos, serán privadas, excepto en el caso de 
muerte de la persona ofendida o en caso de lesiones graves109• 

El Código Penal paraguayo es el más reciente del Mercosur. Fue 
promulgado el 26 de noviembre de 1997 y entrá en vigor un afio 
después. Puede ser considerado como uno de sus adelantos más im­

portantes el hecho de que el bien jurídico protegido y los delitos sexuales 
dejan de ser calificados teniendo como referencia la "honra y las bue­
nas costumbres", ya que se elimina la mención de "honestidad", de 

antecedentes y/o del estado civil de la mujer, en la clasificación de las 
víctimas de delitos sexuales. También es un claro progreso que la coac­
ción sexual (concepto utilizado en lugar de la violación) no se refiera 
sólo al coito y se reconozca la existencia de otras formas de actos sexua­
les forzados como delitos contra la autonomía sexual. Todavía persis­
ten, sin embargo, ambigüedades y limitaciones como, por ejemplo, la 
definición de los actos sexuales como aquellos "manifiestamente rele­
vantes" (Art. 128). 

Los Crímenes Sexuales están previstos principalmente en el Capí­
tulo V: "Crímenes punibles contra la autonomia sexual". Los princi­

pales son: 
(i) coacción sexual: aquél que mediante amenaza con peligro para la 
vida o para la integridad física obligue a otro a realizar actos sexuales 
consigo o con terceros. Pena prevista de hasta 1 O afias, si hubo coito 

108 Arts. 126 y 127 dei Código Penal de la Argentina. 
109 Art. 72, I dei Código Penal de la Argentina. ' 
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con víctima mayor de 12 afios; si hubo coito con persona menor de 

edad la pena se extiende hasta 15 afios110
; 

(ii) trdfico de personas: pena de hasta 6 afios de prisión111
; 

(iii) abuso sexual con perfo'na indefensa: pena de 3 aõos; si hubo coito, 

se extiende la pena hasta 1 O afios112
; 

(iv) abuso sexual con personas internadas: pena de hasta 3 aõos y multa113; 

(v) actos exhibicionistas: pena de multa o tratamiento adecuado114
; 

(vi) asedio sexU.al: pena de hasta 2 afios115
; 

(vii) incesto: pena de 2 afios o multa, extendida para hasta 5 aõos en 

el caso de descendiente consanguíneo116
• 

Los crírnenes sexuales que afectan a personas menores de edad también 

se incluyen en el Capítulo VI: Crírnenes punibles contra Menores (abuso 

sexual; abuso sexual contra personas internadas; estupro; actos homosexuales 

con menores; proxenetismo, es decir, prostitución y rufianismo). 

La prostitución en sí no es penalizada, es tratada como tráfico de 

personas (Art. 129). Además, en el caso de menores se prevé la induc­

ción a la prostitución (Art. 139, proxenetismo) y la explotación de 

personas que ejercen la prostitución (Art. 140, rufianismo). 

Ha sido objeto de una gran discusión, como una limitación del 

Código Penal vigente, la aplicación de un criterio economicista en la 

ponderación de las penas privativas de libertad según los delitos. Com­

párese, por ejemplo, que para el delito de huno de una o más cabezas 

de ganado (Art. 163) se prevé la pena privativa de la libertad de hasta 

1 O aõos, mientras que para el abuso sexual de menores de 14 aõos 

(Art. 135) y para el abuso sexual de personas internadas (Art. 136) se 

prevén penas de hasta 3 afios o multa. 

110 Art. 128 dei Código Penal dei Paraguay. 
111 An. 129 dei Código Penal dei Paraguay. 
112 Art. 130 dei Código Penal dei Paraguay. 
113Art. 131 dei Código Penal dei Paraguay. 
114Art. 132 dei Código Penal dei Paraguay. 
115Art. 133 dei Código Penal dei Paraguay. 
116 Art. 130 dei Código Penal dei Paraguay. 
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En Chile, donde a pesar de las modificaciones efectuadas en la le­
gislación penal por medi o de la Ley n. 19.617, dei 12 de julio de 
1999, que modifica substancialmente el contenido de los delitos de 
carácter sexual, el Código Penal continúa tratando los delitos sexuales 
bajo el título "Crímenes y Delitos Simples contra el Orden de las 
Famílias y de la Moralidad Pública''. 

La referida ley, al abolir la causa legal absolutoria que eximía de 
responsabilidad al autor dei delito de violación, estupro o rapto que se 
casase con la víctima, abolió también el delito de rapto, eliminando 
toda referencia a la "doncellez" y a los conceptos de "mujer de buena o 
de mala famà'. Además, se encargó de redefinir los delitos sexuales de 
la siguiente manera: 

(i) violación: la pena será cumplida en prisión menor en su grado 
medi o y en prisión mayor en su grado máximo. Se define como unión 
carnal, por la vía vaginal, anal u oral, con una persona mayor de 12 
afíos, cuando: se usa de fuerza o intimidación; si la víctima se en­
cuentra privada de sentido o el agresor se aprovecha de su incapaci­
dad para oponer resistencia; o se abusa de la privación de juicio o de 
trastorno mental117• Si la víctima es una persona menor de 12 afíos 
siempre habrá violación y el agresor será castigado con prisión mayor 
en cualquiera de sus grados, aunque no incurra en ninguna de las 
circunstancias indicadas anteriormente118

• Si la violación es cometi­
da por el cónyuge o conviviente, sólo se sancionará si utiliza la fuerza 
o intimidación o si incurre en otras circunstancias agravantes119• 

(ii) estupro: la pena será de reclusión menor en sus grados medio a 
máximo, y se define por la unión carnal, por vía vaginal, anal u oral, 
con una persona menor de edad pero mayor de 12 afi.os (debe 
recordarse que la imión carnal en estos casos siempre será violación), 
cuando: se abusa de una anomalía o perturbación • mental, aunque 
sea transitaria, que no llega a ser considerada una privación dei jui-

117 Art. 361 dei Código Penal de Chile. 
118 Art. 362 dei Código Penal de Chile. 
119 Art. 369 dei Código Penal de Chile. 



cio o trastorno y por lo tanto se encuentra fuera de la caracterización 
como violación; se abusa de una relación de dependencia; se abusa 
de desamparo grave en que se encuentra la víctima; se engana a la 
víctima abusando de su, inexperiencia o ignorancia sexual120

• 

(iii) sodomia calificada: la pena será de reclusión menor en sus grados 
mínimo y medio y se define por la unión carnal con un menor de 18 
afios del mismo sexo121

• 

(iv) abusos deshonestos: lo comete quien realiza abusivamente un acto 
sexual distinto de la unión carnal con una persona mayor de 12 
afios, incurriendo en alguna de las circunstancias propias de la viola­

ción. En ese caso se castiga con reclusión menor en cualquiera de sus 
grados. Si la víctima es mayor de 12 afios, pero menor de edad, y se 
incurre en alguna de las circunstancias propias del estupro, también 
constituye delito y se pune con reclusión menor en sus grados míni­
mo y medio122

• 

(v) abusos deshonestos calificados: se define como la realización abusiva 
de un acto sexual distinto de la unión carnal, con una persona me­
nor de 12 afios. lncurriendo en alguna de las circunstancias propias 

de la violación o estupro, se castiga con reclusión mayor en su grado 
medio a máximo; si no incurre en ninguna de esas circunstancias, se 

castiga con reclusión menor en cualquiera de sus grados123• 

Se entiende por acto sexual para los efectos de la caracterización de 
ambas clases de abusos deshonestos, cualquier acto relevante de signi­
ficado sexual, realizado mediante contacto corporal con la víctima, o 

que tenga afectado los genitales, el ano o la boca, aunque no haya 
habido contacto corporal con la misma. 

(vi) corrupción de menores: lo comete quien, sin realizar un acto sexual 
en los términos anteriores, realiza acciones de significado sexual frente 

120 Art. 363 dei Código Penal de Chile. 
121 Art. 365 dei Código Penal de Chile. 
122 Art. 366 dei Código Penal de Chile. 
123 Art. 366 bis dei Código Penal de Chile. 
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a una persona menor de 12 afios, procurando conseguir su excita­
ción o la excitación sexual del otro; hace que el menor vea o escuche 

material pornográfico; o determina que realice acciones de significa­
do sexual en su presencia o de otra persona. La pena será de reclusión 
menor en cualquiera de sus grados. Se castiga de la misma forma a 
quien emplea una persona menor de 12 afios en la producción de 
material pornográfico. Comete también el delito de corrupción de 
menores y se aplica la misma pena a quien realiza las conductas 
descriptas antes coo una persona mayor de 12 afios pero menor de 
18 afios, usando de la fuerza o intimidación, o incurriendo en cual­

quiera de las circunstancias que configuran el estupro124
• 

(vii) incesto: lo comete quien, conociendo las relaciones de parentes­
co, comete incesto coo un ascendiente o descendiente por consan­
guinidad o coo un hermano consanguíneo. La pena será de reclusión 

menor en sus grados mínimo o medio125• 

(viii) promoción o focilitación de la prostitución de menores: lo comete 
quien habitualmente, o coo abuso de autoridad o confianza, pro­

mueve o facilita la prostitución de menores de edad para satisfacer 
los deseos de otro. La pena es de prisión y multa126

• 

(ix) tráfico internacional de blancas: lo comete quien promueve o faci­
lita la entrada o salida de personas del país para que ejerzan la pros­
titución. La pena será de prisión menor en su grado máximo y mul­
ta, excepto en los casos en que la víctima sea menor de edad; en que 
se ejerza violencia o intimidación; en que el agente actúe mediante 
engano, habitualmente o coo abuso de autoridad o confianza, o apro­
vechándose del desamparo económico de la víctima; o cuando el 
autor sea el marido, pariente o encargado de la educación de la vícti­
ma, casos en los cuales la prisión será la mayor en cualquiera de sus 

grados. Es necesario consignar que este delito es anterior a la reforma 

124 Art. 366 quater dei Código Penal de Chile. 
125 Art. 375 dei Código Penal de Chile. 
126 Art. 367 dei Código Penal de Chile. 
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de 1999, pues fue iritroducido en 1995, a través de la Ley n. 19.409 
del 7 de septiembre de ese afio. 

En los delitos de violaCión y de corrupción de menores, el proceso 
debe iniciarseal menos a través de la denuncia de una persona ofendi­
da, de sus padres, abuelos, .' responsables legales o de persona encargada 
de sus cuidados. Si la persona ofendida, en función de su edad o estado 
mental, no puede hacer la denuncia, ni tiene padres, abuelos, tutores 
o persona encargada de sus cuidados, o si, teniéndolos, estuviesen im­
posibilitados o implicados en el delito, la denuncia podrán hacerla los 
educadores, médicos u otras personas que tomen conocimiento del 
hecho en razón de sus actividades, pudiendo, inclusive, dirigirse a tra­
vés de oficio al Ministerio Público 127• 

Para reducir los efectos de agresión reincidente, se establece que, en 
los procesos por delitos sexuales, la identidad de la víctima sea mante­
nida en estricta reserva y que se prohíben las audiencias con presencia 
de la víctima y del agresor, a menos que sea con el consentimiento de la 
primera 128

• 

Por último, y para disminuir, al menos en parte, ias dificultades 
probatorias de estas formas de delito, además de sefialarse que la prue­
ba será apreciada según las reglas del sentido común129, se habilita, 
por un lado, a todos los servicios de salud, públicos y privados, a tomar 
las pruebas biológicas y a practicar los exámenes y reconocimientos 
que sean necesarios para el examen de cuerpo del delito y la identifica­
ción de los participantes del mismo 130

; por otro lado, se eliminan los 
obstáculos que rigen en general la calificación de los testigos, siempre 
que se trate de aquellos que se fundamentan en la edad, en las relacio­
nes de convivencia, en el parentesco o en la dependencia 131

• 

127 Art. 369 dei C6digo Penal de Chile. 
128 Arts. 78 y 145 dei C6digo Penal de Chile. 
129 Art. 369 bis dei C6digo Penal de Chile. 
13° Art. 145 dei C6digo Penal de Chile. 
131 Art. 463 dei C6digo Penal de Chile. 
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I 

El Código Penal dei Uruguay, de 1934, describe en su Capítulo 
"Delitos contra las Buenas Costumbres y el Orden de la Familià' las 
conductas caracterizadas como actos ilícitos contra las buenas costumbres: 

(i) rapto: aquél que robe o retenga con violencia, amenazas o enganos, 
una mujer soltera, mayor de 18 afios, una viuda o una divorciada 
honesta, de cualquier edad, será castigado con pena de uno a 5 afios 
de prisión. Si la mujer es casada o menor de 15 afíos, la pena será de 
2 a 8 afios de prisión 132

• 

(ii) violencia carnal: es obligar a alguien, mediante violencia, a 
practicar la unión carnal, sin que tal hecho se consume. 
Antiguamente se presuponía la violencia, sin admisión de prueba 
en contrario, si la víctima tuviese menos de 15 afios, pero esa ley 
fue modificada y ellímite ahora es de 12 afios completos. La figura 
de asedio sexual también está prevista en el Uruguay133• 

(iii) rufianismo: explotación de la prostitución ajena con ánimo de 
lucro aunque sea con el consentimiento de la víctima134• 

(iv) corrupción: comete corrupción aquél que, para satisfacer supro pia 
lujuria, corrompe, con actos libidinosos, mayor de 12 y menor de 
18 afios135

; y 

(v) estupro: aquél que mediante promesa de casamiento, efectúa unión 
carnal con una joven menor de 20 afios y mayor de 15. 

De hecho, la Ley n. 8.080 de 1927 fue la que sancionó el delito de 
rufianismo anteriormente mencionado, que en seguida fue incluido en 
el Código Penal. En el Uruguay, la prostitución debe seguir la política 
reglamentada por la ya citada ley. Establece como requisito para su 
ejercicio tener más de 21 afíos y estar inscripta en registro competente. 
Cumplidos ambos requisitos se está autorizado al ejercicio de la activi­
dad de prostitución en prostíbulos y zonas determinadas por el De-

132 Art. 266 dei Código Penal dei Uruguay. 
133 Art. 272 dei Código Penal dei Uruguay. 
134 Art. 274, §2° dei Código Penal dei Uruguay., 
135 Art. 274 dei Código Penal dei Uruguay. 
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partamento de Orden Público de la Polida de Montevideo. Para man­
tener vigente la habilitación, esos locales están sujetos a un control 
sanitario dos veces por semana. 

Es importante recordar que la legislación uruguaya sólo se refiere a 
la prostitución femenina d'e mujeres mayores de 21 afias, siendo clan­
destinas la prostitución masculina y la de menores de 21 afias. 

CUADRO XIV 

CCLASIFICACIÓN DE LOS CRÍMENES SEXUALES 

Argentino Brasil Chile Poroguoi136 Uruguai 

Fecho dei 1921 1940 1953 Código Penal 1934 
Código Penal Con promulgado 

octuolizoción en1997y 
posterior vigente o partir 
(leyes 19.409 de 1998 
y 19.617) 

Denominoción Arts. 118 o Arts. 213 o Arts. 342 o Arts. 128 o Arts. 258o 
de los 132 dei CP 234 dei CP 431 dei CP 133; 135 o 279 dei CP 
Crimenes 140 y 230 
Sexuoles en el "Delitos contra "Crimenes "Crimenes y dei CP "Delitos 
Código Penal honestidod" contra los Delitos contra 

los costumbres Simples "Crimenes los buenos 
- Crimenes contra el Orden punibles contra Costumbres y 
contra lo de los Fomilios lo autonomia el Orden de lo 
libertod sexual" y lo Morolidod sexual" Família" 

Público" 

136 El Código Penal dei Paraguay presentó avances significativos reconociendo a las 

mujeres como sujetos de direchos, así como retirando la terminologia "mujer hones­

tà' de su Código. 
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POBLACIÓN NEGRA 

La no-discriminación es, en sí misma, un principio fundamental 

extremamente ligado al principio de la igualdad. Este principio está 
previsto en diversos Documentos lnternacionales como, por ejemplo, 
la Convención Internacional Sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial 137 de 1969. Esta Convención fue inspirada 
por la urgencia de impedir la repetición de las atrocidades y prácticas 
racistas del régimen nazista de las décadas de 30 y 40, asociada al 
fuerte sentimiento anti-colonialista predominante en la década de 60. 
Fue considerada la primera gran Convención de las Naciones Unidas 
en el área de los Derechos Humanos, afirmando que la discriminación 
entre los seres humanos teniendo como base la raza, el color o el origen 
étnico, se transforma en una ofensa a la dignidad humana, debiendo 
ser condenada como una negación de los princípios de la Carta de las 
Naciones Unidas, como una de las violaciones de los Derechos Huma­
nos y de las libertades fundamentales proclamados en la Declaración 
Universal sobre Derechos Humanos y como un obstáculo a las relacio­
nes pacíficas y amistosas entre las naciones. 

En este contexto, el artículo 1° de la Convención define la discri­
minación racial como toda distinción que tenga por objetivo o resulta­
do anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en un mismo 
plano (en igualdad de condiciones) de los Derechos Humanos y de las 
libertades fundamentales en los campos político, económico, social, 
cultural o cualquier otro campo de la vida pública. 

El texto del artículo 20 del Pacto Internacional sobre Derechos 
Civiles y Políticos, también preocupado con la cuestión de la discrimi­
nación, establece: "Será prohibida por ley cualquier apología al odio 
nacional, racial o religioso, que constituya incitamiento a la discrimi­
nación, a la hostilidad o a la violencia". 

En los países del Mercosur, la principal expresión de esas disparidades 
es la distribución desigual de la riqueza y de las oportunidades. En 
Brasil, después de la abolición de la esclavitud en 1888, la existencia y 

137 Ver Cuadro III. 
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consecuente punición de la discriminación racial sólo fue reconocida 
en 1951, con la aprobación de la "Ley Monso Arinos". La Constitu­
ción brasilefia de 1988 trahsformó esa discriminación en crimen, esta­
bleciendo que la ley castig~á cualquier discriminación contra los dere­
chos y las libertades fundamentales138• El 5 de enero de 1989, se apro­
bó la Ley n. 7.716, conocida como "Ley Anti-Racismo" o "Ley Caó" 
que trata de los crímenes resultantes del prejuicio de raza o color. A 
pesar de su nombre, esa ley no representó un avance mayor en el cam­
po de la discriminación racial por ser excesivamente evasiva y lacónica 
y exigir, para la caracterización del crimen de racismo que el autor, 
después de practicar el acto de discriminación racial, declare expresa­
mente que su conducta fue motivada por razones de discriminación 
racial. Si no lo hace, será su palabra contra la del discriminado. A su 
vez, la Ley n. 8081/90 establece los crímenes y las penas aplicables a 
los actos discriminatorios de preconcepto de raza, color, religión, etnia 
o procedencia nacional, practicados por los medios de comunicación o 
por publicación de cualquier naturaleza. La reciente Ley n. 9.459/97 
introdujo en el Código Penal brasilefio la "injuria racial"139

• 

El tema figuró en la Agenda del Movimiento Negro, resultando 
también en su incorporación, por la Asamblea Nacional Constituyen­
te, del artículo 68 del Acto de las Disposiciones Constitucionales Tran­
sitorias, como sigue: "a los remanecientes de las comunidades de ne­
gros y esclavos que estén ocupando sus tierras, les es reconocida su 
propiedad definitiva, debiendo el Estado emitirles los títulos respecti­
vos" evidenciándose, por primera vez en la historia del país, una políti­
ca compensatoria para los descendientes de esclavos. 

En la Argentina, a través de la Ley n. 20.744, se estableció un 
principio de igualdad y de no-discriminación y conforme el Acto n. 

138 SILVA Jr. (1998) , después de un exhaustivo análisis de las leyes _estatales y 
municipales de contenido anti-racista, afirma que "la Cana de 1988 impulsionó un 
proceso nacional marcado por la edición de normas de conducta destinadas ai 
enfrentamiento dei racismo y/o a la promoción de la igualdad racial en las esferas 
estatal y municipal" (pág. VII) . 
139 Art. 140, §3• dei Código Penal dei Brasil. 
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24.515 promulgado en julio de 1995, se instituyó el Instituto Nacio­
nal de Combate a la Discriminación y Racismo con el propósito de 
elaborar políticas nacionales y prácticas de medidas para combatir la 
discriminación y el racismo. El Instituto promueve, entre sus activida­
des, servicio de asistencia a las víctimas de discriminación, carnpafias 
educacionales y estudios de leyes internacionales relacionadas con el 
mismo asunto. 

La Ley n. 23.592 (Ley Nacional contra la Discriminación) entró 
en vigor en septiembre de 1988 y fue modificada por la Ley n. 24.782, 
de marzo de 1997. Esa ley establece como discriminación los actos u 
omisiones determinados por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
ideología, opinión política, sexo, posición económica, condición social 
o características físicas. También prevé pena de prisión para quien par­
ticipe de organización que realice propaganda discriminatoria y obliga 
a la exhibición del texto de la ley en locales públicos. 

La cuestión de la discriminación es tratada en la Constitución del 
Paraguay en los mismos artículos referentes a la cuestión de igualdad 
entre las personas, refiriéndose a "todos los habitantes", afirmando que 
"no habrá discriminaciones". Además, el artículo 88 afirma que "no se 
admitirá discriminación alguna entre los trabajadores por motivos 
étnicos ... ". El Código del Trabajo, en su artículo 9, sefiala explícita­
mente que "no podrán establecerse discriminaciones relativas al traba­
jador por motivos de raza ... ". No existe, sin embargo, penalización de 
ningún tipo para la discriminación. 

La Constitución del Uruguay no adopta el término "discrimina­
ción". El asunto es tratado en la Ley n. 13.670 del 26/06/1968 (ley 
antidiscriminación racial) . En el último censo no fueron incluídas ni 
la variable étnica ni la variable raza (lnformación del Instituto Nacio­
nal de Estadística). 

En Chile, el tema de la discriminación racial se presenta principal­
mente con relación a la población indígena, ya que es casi inexistente 
la población negra en el país. Por ese motivo, esta materia será analiza­
da más adelante, al tratar de los pueblos i~dfgenas. 

~---------------'··· 
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CUADRO XV 

DISCRIMINACIÓN RACIAL 

Argentina 

Discriminoción Ley 23.592/88 
Racial en los Ley 24.782/97 
Constituciones Ley 20.744/95 

NINOS Y ADOLESCENTES 

Brasil, 

Constitución Ley 
7.716/89 Ley 
8.081/90 Ley 
9.459/97 

Chile Paraguay Uruguay 

- Arts. 46 o 88 Ley 13.670 
de lo de 26/6/68 
Constitución 
Art. 9 dei 
Código dei 
Trobojo 

Las necesidades específicas de los nifíos en situaciones de dificultad y 

sobre todo las de aquellos en situación de riesgo, han sido preocupa­
ción permanente de las Naciones Unidas. El Fondo Internacional de 
Emergencias para los Nifíos, más conocido como UNICEF, fue inicial­
mente destinado a socorrer nifíos y adolescentes de los países víctimas 

de agresión en la Segunda Guerra Mundial, y en 1953 se transformó 
en Agencia Especializada dei sistema de la ONU mantenida en carác­
ter permanente, con sus actividades orientadas también a auxiliar los 

nifíos carentes de los países menos ricos dei Tercer Mundo. 
La protección especial dei nifío fue originalmente prevista en la 

Declaración de Ginebra de 1924 sobre los derechos de los nifíos y en 
la Declaración de los Derechos dei Nifío adoptada en 1959 y recono­
cida en la Declaración Universal sobre Derechos Humanos de 1948. 
Además, otros Documentos lnternacionales enuncian también estos 
mismos derechos, como por ejemplo, ei Pacto sobre Derechos Civiles y 

Políticos140
: "Todo nifío tendrá derecho, sin discriminación alguna por 

motivo de color, sexo, lengua, reiigión, origen nacional o social, situa­
ción económica o nacimiento, a las medidas de protección que ei me-

140 Ver Cuadro III. 
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nor requiere por parte de su farnilia, de la sociedad y del Estado" 141; el 
Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales142: "Deben 

adoptarse medidas especiales de protección y de asistencia en pro de 
todos los nifios y adolescentes, sin distinción alguna por motivo de 
filiación o cualquier otra condición. Se deben proteger los nifios y los 
adolescentes contra la explotación económica y social. El empleo de 
nifios y adolescentes en trabajos que sean nocivos a la moral y a la salud 
o que representen peligro para la vida, o que puedan perjudicar el 
desarrollo normal, será punido por ley" 143 ; y la Convención Americana 
sobre los Derechos Humanos144 : "Todo nifio tiene derecho a las medi­

das de protección que su condición de menor requiere, por parte de su 
familia, de la sociedad y del Estado" 145• 

Sin embargo, fue la Convención para los Derechos de los Nifios146 

de 1989 que reconoció, por primera vez, al nifio como sujeto de dere­
cho, cuyas opiniones deben ser oídas y respetadas en todas las instan­

cias pertinentes. 
De acuerdo con esta Convención, todo ser humano menor de 18 

afios de edad es nifio, salvo si, de acuerdo con la ley aplicable al nifio, 
la mayoría de edad fuera alcanzada antes. Los países firmantes de la 
presente Convención garantizarán los derechos a todo nifio dentro de 
su jurisdicción, sin discriminación de cualquier tipo, independiente­
mente de raza, color, sexo, lengua, religión, opinión política u otra, 
origen nacional, étnica o social, posición económica, impedimentos 
físicos, nacimiento o cualquier otra condición del nifio, de sus padres 
o representantes legales, tomando las medidas adecuadas para la pro­

tección del nifio. 

141 Art. 24 dei Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos de 1966. 
142 Ver Cuadro III. 
143 Art. 10 dei Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966. 
144 Ver Cuadro III. 
145 Art. 19 de la Convención Americana sobre los:Derechos Humanos de 1969. 
146 Ver Cuadro III. 

..,-------------~·.,\...r 
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La Constitución Feder.al dei Brasil dedica un gran espacio de su 
texto a la protección de los nifios. Conforme la ley, es deber de la fami­

lia, de la sociedad y dei Estaào, garantizar al nifio y al adolescente, con 
absoluta prioridad, el derecho a la vida, a la salud, a la alimentación, a 

la educación, al descanso, a la profesionalización, a la cultura, a la 

dignidad, al respeto, a la libertad, a la convivencia familiar y comuni­

taria, además de colocarlos a salvo de toda forma de negligencia, discri­

minación, explotación, violencia, crueldad y opresión147. El Estado 

promoverá programas de asistencia integral a la salud dei nifio y dei 
adolescente, admitiéndose la participación de entidades no guberna­
mentales148, así como el estímulo dei Poder Público, a través de la 

asistencia jurídica, de incentivos fiscales y de subsidios, a los que reco­
jan, bajo forma de guarda, a nifio o adolescente huérfano o abandona­
do149. También quedan a cargo dei Estado los programas de preven­

ción y atención especializada al nifio y al adolescente dependiente de 
entorpecentes y drogas afines150. 

El texto legal también prevé que los hijos nacidos o no de relación de 
casamiento, o adoptados, tendrán los mismos derechos y calificaciones, estan­

do prohibida cualquier designación discriminadora relativa a su filiación. Los 
padres tienen el deber de asistir, criar y educar a los hijos menores151 . 

Complementando la Constitución del Brasil, la Ley n. 8.069 del 13 
de julio de 1990 adoptó el Estatuto del Nino y del Adolescente que en 

seguida fue calificado por la UNICEF como uno de los instrumentos le­
gislativos más avanzados del mundo sobre la materia. Observamos que 

algunos aspectos del Código Civil están aún en conflicto con esta legisla­

ción más reciente, al considerar al menor como relativamente incapaz. 
La Constitución argentina menciona los derechos dei nifio en el 

artículo 75, ns. 22 y 23, cuando prevé el reconocimiento por la nación 
de diversos Tratados lnternacionales, incluyendo la Convención sobre 

147 Art. 227, caput de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
148 Art. 227, § 1° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
149 Art. 227, §3°, VI de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
150 Art. 227, §3° VII de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 

ISI Art. 227, §6° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
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los Derechos de los Nifi.os. El párrafo siguiente establece que serán 
adoptadas las medidas necesarias que promuevan la igualdad de opor­
tunidad y de tratamiento para los nifi.os, especialmente para proteger­
los contra el abandono y la gravidez precoz. 

En la Argentina, la educación es obligatoria, gratuita y universal 
para todos los nifi.os hasta los 15 afi.os de edad. Sin embargo, en las 
áreas rurales no hay siempre escudas disponibles. En 1990, se estable­
cieron agencias federales y locales dedicados a los programas de protec­
ción a los nifi.os. 

En la Constitución del Paraguay de 1992, se avanzó mucho con 
respecto a la mayor visibilidad e incorporación de los derechos de la infan­
cia contemplándose, en distintos artículos, temas específicos, además 
de un artículo de carácter general "De la protección al nifi.o" (Art. 54). 

En el Paraguay, los padres tienen derechos y obligaciones con rela­
ción al nifi.o, como el de educación y de alimentación, bajo pena de 
castigo. Los hijos mayores tendrán asistencia en caso necesario. Todos 
los nifi.os son iguales ante la Ley. El Estado tiene la obligación de ga­
rantizar la armonía y la protección de los nifi.os contra el abandono, la 
violencia, el abuso, el tráfico y la explotación. En caso de conflicto, 
prevalecerá el derecho del nifi.o152• 

En los últimos 20 afi.os vigoró el Código del Menor (Ley n. 903/ 
81) que no se adecuava a la Convención de los Derechos del Nifi.o 
ratificada por el Paraguay por medio de la Ley n. 57/90. Desde 1991 
hubo tentativas de cambiar el Código del Menor, pero sólo en mayo 
de 2001 el nuevo Código de la Nifi.ez y de la Adolescencia fue sancio­
nado. La promulgación del Código constituyó un avance de gran im­
portancia para el cuerpo jurídico nacional. 

El proceso que llevó a aprovadon del Código de la Nifi.ez y la Ado­
lescencia contó con la activa participación de la sociedad civil, pues fue 
la Coordinadora de los Derechos de la lnfancia y la Adolescencia 
(COlA), que presentá el anteproyecto de leyytrabajó para la aprovación 
del mismo en la Cámara de Diputados y en el Senado. 

152 Art. 54 de la Constitución de la República del-Paraguay. 
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El Código contiene importantes imnovaciones en lo que se refiere a 
una nueva visión de la ninez y de la adolescencia, basada en la Doctri­
na de la Protección y Desarrollo Integral de la lnfancia, con base en la 
Convención. Esta doctrina 'sustitui a llamada Doctrina de la Situación 
Irregular, que constitui ei fundamento dei Código dei Menor vigente 

(903/81) 153 • 

Entre otras medidas, establece la criación de la Secretaría Nacional 

de la Nifiez y la Adolescencia (SENA) como órgano administrativo 
dependiente dei Poder Ejecutivo encargado de velar por lo cumpli­
mento de los derechos de ese setor. A nível Municipal se propone la 

criación de Consejerías de Promoción y Defensa de los Derechos de la 
Nifiez y la Adolescencia, de carácter consultivo y con participación de 
la sociedad civil. 

En el Código Civil se considera como capacitado "a todo ser huma­
no que haya cumplicio 20 afios de edad y no haya sido declarado inca­
paz judicialmente" (Art. 36); sin embargo, "tienen incapacidad de hecho 
relativa los menores que hayan cumplicio 14 afios de edad y las persa­
nas inhabilitadas judicialmente" (Art. 38) . Establece también que ce­

sará la incapacidad de hecho de "los varones y mujeres de 18 afios 
cumplidos, por sentencia de juez competente ante quien se acredite su 
conformidad y la de los padres, y en defecto de ambos, la de su tutor, 
que los habilite para el ejercicio dei comercio u otra actividad lícità' 
(Art. 39, inciso a). Y "de los varones de 16 afios, las mujeres de 14 afios 
cumplidos por su matrimonio (. .. )" (ídem, inciso b); y "por la obten­
ción dei título univetsitario" (ídem, inciso c). En todos los casos "la 
emancipación es irrevocable" (Art. 39). 

El Código Laboral establece limitaciones y normas para el trabajo 
de los menores entre 12 y 15 afios (Arts. 119 y 120), dando énfasis a 
las condiciones de vida, salud y moralidad que puedan ser peligrosas 
para los menores. En la sección I "Dei trabajo de Menores", varias 

I 53 CDIA, UNICEF: "Preguntas y respuestas sobre el nuevo Código de la Nifiez y la 

Adolescencia", PACNA-Proyecto de Apoyo ai Código de la Niflez y la Adolescencia, 

Asunción, 1998. 
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artículos (121 a 126) establecen requisitos para ei trabajo de menores 
de 18 afios, entre los cuales se explicita la necesidad de autorización 

dei representante legal. Coo reiación al salario se determina que ei 
valor no podrá ser inferior a 60% dei sueido mínimo de los adultos 
(Art. 126). La duración de la jornada de trabajo para menores deberá 
ser de hasta 24 horas semanales para menores de 12 a 15 afias y de 36 
horas semanales para menores de 15 a 18 afias (Art. 123). En ei artí­
culo 122 se prohíbe ei trabajo nocturno entre las 20 y las 6 horas; sin 
embargo "se excluye de esta disposición ei trabajo doméstico, realizado 
en ei hogar dei empleador" (Art. 122). 

Recientemente también fue aprobada la nueva Ley de Adopcio­
nes1 54 (Ley n. 1.136/97). La institución de la adopción fue debatida 
públicamente en función de la práctica irregular de adopciones inter­
nacionales y dei tráfico de nifios, especialmente a partir de 1990. Oes­

pués de un amplio debate se promulgó la Ley n. 678/95 por media de 
la cual se suspendían los procedimientos judiciales de adopciones in­
ternacionales, prorrogándose esta medida hasta la sanción de la ley de 

adopciones en septiembre de 1997. En ese proceso, por media de la Ley 
n. 900/96 se ratificó ei Convenio Internacional de Protección dei Nifio 
y de Cooperación en materia de adopción (Convención de La Haya). 

La Constitución de Chile enuncia de forma menos explícita los 
derechos dei nifio. La única mención está en ei artículo 19 n. 1 O cuan­
do establece que los padres tienen ei derecho preferencial y ei deber de 
educar a sus hijos, correspondiendo al Estado prestar especial protec­
ción al ejercicio de este derecho y cuando establece que la educación 
básica es obligatoria, debiendo ei Estado financiar un sistema gratuito 
coo ese fio , destinado a garantizar ei acceso a la misma por toda la 

población. 

154 Basada en: GLOBAL Infancia, UNICEF Paraguay, Secretaria de Acción Social, 

Ministerio Público: "Por la aplicación de la Ley de Adopciones" . Edit. Cafíete y 

cols., Asunción, 1999. Las uniones de hecho entre el hombre y l.a mujer, sin obstá­

culos legales para contraer matrimonio, que reúnan I~ condiciones de estabilidad y 

singularidad, producen efectos similares ai matrin;10nio, dentro de las condiciones 

que establece la ley. 
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Con relación a las normas legales, la Ley n. 19.585 del26 de octubre 
de 1998, que modificó el estatuto de filiación, consagra la igualdad de 
todos los hijos y la libre irivestigación de la paternidad. Además, impone 
como criterio esencial de l.os padres y jueces el interés superior del nifio, 
determinando que la opinión de los nifios sea oída en todas las cuestio­
nes de su interés. Esa opinión debe ser considerada en la tomada de 
decisiones, en función de la edad y madurez del nifio. Además, la Ley n. 
19.620, sobre adopción de menores, del 5 de agosto de 1999, aparte de 
mejorar los procedimientos de adopción y tornarlos más seguros y rápi­
dos, regula los procedimientos previos a la mismá, permitiendo tener 
más certeza sobre la situación de abandono de menores e impidiendo 
que los mismos permanezcan por mucho tiempo en los sistemas de pro­
tección. Por otro lado, la ley unifica el concepto de adopción, que otorga 
ai menor plena calidad de hijo y permite la adopción tanto por personas 
casadas como solteras o viudas. Por último, existe la Ley n. 16.618, de 
menores, del 8 de marzo de 1967, que regula la situación de los meno­
res en riesgo social e infractores de la ley que, aunque haya sufrido modi­
ficaciones anteriores, necesita de una profunda revisión y adaptación a la 
luz de la Convención de los Derechos del Nifio. 

En el Uruguay, el cuidado y la educación de los hijos hasta que alcan­
cen la edad de plena capacidad corporal, intelectual y social, es un deber y 
un derecho de los padres. Las familias que tienen una prole numerosa 
pueden pedir auxilio compensador siempre que lo necesiten 155• Más aún, 
conforme la Constitución uruguaya, la ley dasifica la delincuencia infantil 
en régimen especial debiendo contar con la participación de la mujer156• 

El Código del Nifio es de 1936. En 1977 se ratificó, por medio de 
la Ley n. 16.860, la Convención lnteramericana de los Derechos del 
Nifio. Un nuevo Código está siendo discutido los últimos afios en el 
Parlamento uruguayo (un Código que considere a los nifios como suje­
tos de derechos y no objetos de protección); sin embargo, todavía no 

fue aprobado, a pesar de las presiones ejercidas y del trabajo realizado 
por distintos sectores de la sociedad (magistrados, sociedades científi-

155 Art. 42 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay. 
156 Art. 43 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay. 
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cas y ONGs). En el Uruguay, la incorporación de la nueva doctrina de 
"protección integral" es contemporánea a un proceso de revisión de un 
modo de articulación estatal de fuerte orientación proteccionista. Esto 
representa transformar un sistema de políticas sociales muy arraigadas 
a la propia estructura estatal en un sistema que pretende mantener el 
estado como responsable por garantizar, pero no necesariamente eje­
cutar, las acciones de protección. 

Con respecto a la implementación, el organismo encargado de la 
protección de los menores en el Uruguay es el INAME (Instituto Na­
cional del Menor), creado por la Ley n. 15.977 de 119/1988 y que 
substituyó ai Consejo del Nifio. 

CUADRO XVI 

DERECHOS DE LOS NINOS 

Argentino Brasil Chile Poroguoy Uruguoy 

Los niiios Art. 75, Arts . 61 v 227 Art. 19 , n. 10 Ar!. 54 Arts. 41 o 44 
en los ns. 22o23 
Constituciones Protección Restrictivo En coso de Auxilio 

Trotados Amplio conflicto Compensador 
lnternocionoles prevoleceró el 

derecho dei 
nino 

legislociones - ley 8.069/90 Ley 16.618 ley 903/81 ley 9.342/36 
especificas ECA ley 19.585 ley 119/91 Código dei 

ley 19.620 ley 1.136/97 Menor 
(ley 15.977 /88) 



ORIENTACIÓN SEXUAL 

Con relación a la orientación sexual, no existe protección legal efecti­
va destinada a proteger a ios homosexuales. De hecho, ellos no cons­
tituyen sujetos de derech_o 'en términos de la legislación federal de 

cada país. Mientras tanto, son innumerables las propuestas, las dis­
cusiones, los debates y los proyectos de ley relacionados a ese grupo 

específico. 
El artículo 226, §3° de la Constitución del Brasil reconoce, para 

efecto de la protección del Estado, la unión estable entre hombres 
y mujeres como entidad familiar, debiendo la ley facilitar su con­
versión en casamiento. Esa norma no incluye la unión entre homo­

sexuales. 
De acuerdo con el principio constitucional, todos son iguales fren­

te la ley, estando prohibido cualquier tipo de discriminación. En Bra­
sil, el homosexualismo no es crimen. 

Sin embargo, el Código Penal brasilefio prevé pena de detención 
por práctica de acto obsceno en lugar público, abierto o expuesto al 
público. Muchos homosexuales sufren todavia de discriminación por 
parte de las autoridades policiales que consideran que la opción sexual 

diferente de la heterosexualidad es un acto obsceno y punible. 
Mientras tanto, gracias a los intensos movimientos lésbico-homo­

sexuales en Brasil, algunos estados, como Sergipe y Minas Gerais, y 
más de otras 80 ciudades, incluyeron en sus legislaciones la "libre orien­
tación sexual". En el mismo sentido, hay también protestos de gays y 
lésbicas que denuncian el no recibimiento de beneficias que recibirían 
si estuviesen casados con alguien dei sexo opuesto. Los travestidos 
(travestis) son los grupos de homosexuales más vistos en Brasil y los 
que más sufren violaciones de sus derechos. 

El proyecto de Ley n. 1.151195 de la Diputada Martha Suplicy, 
archivado en el Congreso, prevé la unión civil entre personas dei mis­
mo sexo y aborda el derecho a la herencia, sucesión de beneficias 
previdenciales, seguro de salud, declaración de impuesto a los réditos, 
a la renta conjunta para compra de propiedades y hasta el mismo dere­
cho a la nacionalidad en el caso de extranjeros que tengan como com-
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pafiero un ciudadano o ciudadana brasilefia. Decisiones recientes dei 
Poder Judiciaria han reconocido el derecho dei compafiero sobreviviente 

a pane de los bienes comunes. 

En la Argentina, desde 1994 grupos de homosexuales trabajan in­
tensamente en el Congreso para ampliar la ley anti-discriminatoria 
vigente para que se prohíba también la discriminación basada en orien­
tación sexual. La Comisión de Derechos Humanos y la Cámara de 

Diputados ya aprobaron la propuesta. 
La Constitución de la ciudad de Buenos Aires, en su Título Prime­

ro (Derechos y Garantías), artículo 11, reconoce y garantiza a todas las 
personas el derecho de ser diferente, no admitiendo, entre otras, dis­
criminaciones basadas en la orientación sexual "o cualquier circunstan­
cia que implique distinción, exclusión, restricción o desvalorización". 

Sin embargo, si bien la legislación no penaliza los actos homosexuales, 

la polida muchas veces se comporta de manera arbitraria para censurar 
y agredir grupos de homosexuales y travestidos. La Ley para averigua­
ción de antecedentes criminales permite a la polida arrestar cualquier 
persona y detenerla en la comisaría hasta 48 horas para verificación de 

sus antecedentes. Debido a las reclamaciones de grupos de homosexua­
les que constantemente eran detenidos durante 2 días para esa averi­
guación, una norma redujo de 48 para 10 el número máximo de horas 
que un sospechoso puede permanecer detenido en la comisaría. Es 
común, también, el caso de extorsión por parte de los policiales que 
amenazan contar a la família de las víctimas que son homosexuales a 
menos que les den dinero. Mientras tanto, la jurisprudencia argentina 
ya está aceptando pedidos de beneficias solicitados por compafieros 

homosexuales que viven juntos hace por lo menos 5 afios. 
El artículo 179 dei Código Civil dei Paraguay de 1987 establece 

que "Será nulo el matrimonio contraído por personas dei mismo sexo" 
y el Art. 140 especifica que "no pueden contraer matrimonio entre 
sí... las personas dei mismos sexo". En el Código Penal se consideran 
penas diferentes para las relaciones sexuales. entre personas dei mis­
mo sexo, cuando una de ellas tiene menos· de 16 afios y la otra es 

mayor de edad. 
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La Constitución Nacipnal reconoce el derecho a la igualdad en dig­
nidad y a la no discriminación en su artículo 46. Mientras tanto, en el 
Capítulo IV, referente a les derechos de la família, se explicita que 
família se refiere a la "uníón estable del hombre y la mujer ... " (Art. 
49). El Código Laboral en su artículo 9, sefiala que "no podrán esta­
blecerse discriminaciones relativas al trabajados por motivos de raza, 
colo r, sexo, religión, opinión pública o condición social", pero no men­

ciona la orientación sexual. 
El informe "Derecho a la Libre Orientación Sexual"157, preparado 

por el Grupo de Acción Gay-Lésbico (GAG-L) para el informe de 
Derechos Humanos del Paraguay 1999, analiza algunos aspectos lega­
les críticos que afectan a ese grupo. 

"El no reconocimiento desde el punto de vista legal de las parejas homosexuales 

tarnbién trae consigo una serie de limitaciones y, consecuentemente, impide el 

goce de derechos como, por ejemplo: la obligación de ayuda con alimentos, la 

transferencia de contratos de alquiler (derechos que pasan a los herederos y 

derechos de sucesión)." (GAG-L: 1999) 

En Chile, a partir de la Ley n. 19.617 de 1999, fue abolido el 
delito de sodomia, pero solamente tratándose de mayores de edad. 
Quien realiza la unión carnal con un menor de 18 afias de su mismo 
sexo (y mayor de 12 afias, si no seria considerado violación) será con­
denado a pena de redusión158• En materia civil, la posibilidad dei 
matrimonio entre homosexuales está absolutamente vedada a partir de 
la pro pia definición de matrimonio en el artículo 1023 del Código 
Civil, al expresar que "es un contrato solemne por el cual un hombre y 
una mujer se unen". A partir de la Ley n. 19.620 sobre adopción de 
menores, que otorga a hombres y mujeres solteros residentes en e1 país 

157 Grupo de Acción Gay-Usbico. "Derecho a la libre orientación sexual", en "De­
rechos Humanos en Paraguay 1999". Edic.: CODEHUPY-Coordinadora de Dere­
chos Humanos dei Paraguay. Asunción, 1999 (pp. 95-108) . 
158 Art. 365 do Código Penal do Chile. 
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la posibilidad de adoptar como hijo a un menor, podría pensarse que 
se abre la posibilidad de adopción por parte de homosexuales. No 
obstante, está claro a partir de la discusión de la ley en el Congreso, 
que jamás se pensó en eso como una posibilidad. Además, la exigencia 
de que los candidatos sean evaluados como física, mental, psicológica y 
moralmente aptos por alguna de las instituciones autorizadas repre­
senta un freno a ese tipo de situación159• 

1 

En el Uruguay no hay pena legal para aquellos que tienen orienta­
ción sexual homosexual o bisexual. 

CUADRO XVIII 

ORIENTACIÓN SEXUAL 

Argentina 

Orientoción -
sexual en los 
(onsfituciones 

En lo Constitución de 
legisloción Buenos Aires: 

derecho o ser 
diferente 

Brasil 

Fomilio: 
unión estoble 
de un hombre 
y uno mujer 

Avances en 
leyes 
estoduoles 
y municipoles y 
en decisiones 
judicioles 

!59 Art. 21 de la Ley n. 19.620. 

Chile Paraguay Uruguay 

Matrimonio: Fomilio: Sin referencio 
controlo unión estoble 
solemne entre de un hombre 
un hombre y y uno mujer 
uno mujer 

ley 19.617/99 Art. 179 Sin referencio 
revocó el delito dei C. Civil 
de sodomlo onulo el 

cosomiento 
entre personos 
dei mismo 
sexo 



PORTADORES DE DEFICIENCIA. 

El 9 de diciembre de 1975 fue promulgada, en el ámbito de las Na­
ciones Unidas, la Declaración sobre los Derechos de las Personas Porta­
doras de Deficiencia, consj&rando la expresión persona portadora de 
deficiencia como aquel individuo que, debido a sus "deficits" físicos o 
mentales, no está en pleno goce de la capacidad de satisfacer, por sí 
misma, de forma total o parcial, sus necesidades vitales y sociales como 

lo haría un ser humano sin esas mismas deficiencias. 
Los derechos proclamados en esa Declaración se aplican a las persa­

nas portadoras de deficiencia, sin discriminación de edad, sexo, grupo 
étnico, nacionalidad, credo político o religioso, nivel sacio-cultural, es­
tado de salud o cualquier otra situación que pueda impedida de ejercer­
los, por sí misma o por medio de sus familiares, concluyéndose que están 
garantizados a todos los deficientes todos los derechos civiles y políticos. 

Entre los países analizados, la redacción de la Constitución Federal 
del Brasil fue la que más se extendió con relación a este tema, estando 
prohibida cualquier discriminación en lo relacionado con sueldo y cri­
teria de admisión del trabajador portador de deficiencia160

, correspon­
diendo a la Unión, a los Estados y al Distrito Federal, legislar 
concurrentemente sobre la protección e integración social de las persa­
nas portadoras de deficiencia. 

El Brasil, de la misma manera, anunció que el Estado promoverá la 
creación de programas de prevención y atención especializada para los 
portadores de deficiencia física, así como la facilidad de acceso a los 
bienes y servicios colectivos, con la eliminación de preconceptos y obs­
táculos arquitectónicos 16 1

• De hecho, actualmente se registra en los 
estados y municipios brasilefios un gran número de leyes que contem­
plan a las personas portadoras de deficiencia. Infelizmente, pocas están 

160 Art. 7°, XXXI de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. De 

acuerdo con la Ley n. 7.853, de 24 de octubre de 1989, y el Decreto n. 3.298, de 

diciembre de 1999, las empresas con más de I 00 empleados y los órganos de la 

administración pública deben reservar 5o/o dei total de vagas para las personas porta­
doras de deficiencia. 
161 Art. 227, II y §2• de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
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en vigor. Algunos Consejos Municipales de Defensa de los Derechos 
de la Persona Portadora de Deficiencia están promoviendo y estimu­
lando el acceso de esas normas en las escudas, universidades y organi­
zaciones dei sector privado. 

La Constitución dei Paraguay aborda el asunto expresando, en su 
artículo 58, los derechos referentes a las "personas excepcionales": aten­
ción a la salud, educación, recreación y entrenamiento profesional. La 
Constitución prevê que el Estado organizará una política de preven­
ción, tratamiento, rehabilitación e integración de los deficientes físi­
cos, psíquicos y sensoriales, reconociendo la necesidad de compensar 
sus desventajas, para promover la igualdad de oportunidades. 

Un afio después de la promulgación de la Constitución brasilefia, 
el Uruguay expidió la "Ley de los Deficientes Físicos" implementada por 
la Comisión Nacional de los Deficientes Físicos. Esa ley, además de 
reglamentar la adaptación de los edificios públicos uruguayos, reservó 
4% de empleos dei sector público para los deficientes. La Constitución 
uruguaya nada menciona sobre los portadores de deficiencia física. 

La Constitución argentina tampoco enuncia la cuestión de los defi­
cientes físicos. Sin embargo, en1994, una ley eliminó todas las barre­
ras físicas para esos deficientes, regulando su acceso a edificios públi­
cos, parques, escaleras y áreas peatonales. Efectivamente, el centro de 
la ciudad de Buenos Aires está adaptando paulatinamente sus 
acomodaciones tratando de facilitar el acceso a los deficientes. La mis­
ma ley prohíbe la discriminación de deficientes en el empleo, en la 
educación y en otros servicios. 

El mismo afio, fue promulgada en Chile una ley que busca la inte­
gración de las personas portadoras de deficiencia física a su sociedad y 
estableciendo la adaptación de los edificios públicos y dei sistema nacio­
nal de transporte162

• Sin embargo, todavía no es clara la discriminación 
chilena con referencia a los ciegos, impedidos dei ejercicio dei cargo de 
tutor, impuesto a favor de los nifios que no se encuentran bajo el patrio 
poder de uno de los padres que pueda darle la protección debida163

• 

162 Ley n. 19.284 dei 14 de enero de 1994. 
163 Art. 497 n. 1 en relación con el Art. 338 dd Código Civil de Chile 
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CUADRO XIX 

PORTADORES DE DEFICIENCIA 

Argentina 

Portadores de Sin referencio 
Deficiencio 
en los 
Constituciones 

EXTRANJEROS 

Refugiados 

Brasil : 

Art. li ,'XXXI 

Art. 227, 11 
y §21 

Derechos 
amplias 

Chile Paraguay Uruguay 

Sin referencio Art. 58 Sin referencio 

Expreso 
"persa nos 
excepcionoles· 

La Declaración Universal sobre los Derechos Humanos, en su artículo 
XIV establece: "Toda persona víctima de persecución tiene el derecho 
de procurar y de gozar de asilo en otros países. Ese derecho no puede 
invocarse en caso de persecución legítimamente motivada por críme­
nes de derecho común o por actos contrarias a los propósitos de las 
Naciones Unidas". 

Es fácil notar que la situación de los refugiados es uno de los pro­
blemas más complexos que la comunidad mundial enfrenta actual­
mente. En la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados164, apro­
bada en 1951, tres anos después de la Declaración Universal, se consi­
dera refugiado a toda persona que, en virtud de los hechos ocurridos 
antes del 1° de enero de 1951 y debido a un justificado temor de 
persecución por motivo de raza, religión, nacionalidad, por pertenecer 
a un grupo social específico o por opinión política, esté fuera del país y 

de su nacionalidad y sea incapaz o, debido al miedo mencionado, no 
esté dispuesto a utilizar para sí la protección de ese país. 

164Ver Cuadro III. 
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La redacción del Documento también dasifica a los refugiados como: 
(i) internos: entendiéndose por esta expresión las personas que fueron 
fanadas a huir de sus casas, pero permanecen dentro del territorio 
de su propio país; y 

(ii) externos: extranjeros, no naturales del país en que se hallan. 

Con el objetivo de ampliar el alcance de la expresión refugiados, en 
1967 se elaboró el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados que 
extendió la protección para las personas que se habían convertido en 
refugiadas en consecuencia de hechos ocurridos después del 1° de enero 
de 1951, ya que la Convención de 1951 había establecido un limite 
temporal protegiendo só lo los hechos ocurridos antes del 1° de enero 
de 1951. El Protocolo también fue ratificado por todos los países. 

Otros documentos que merecen destaque al hablar de refugiados 
son la Convención de la Organización de la Unidad Mricana de 1969, 
que prevé aspectos específicos aplicables a los Estados participantes de 
la Organización de la Unidad Mricana y la Dedaración de Cartagena 
de 1984, aplicable a los países de América Latina. 

La protección internacional de los refugiados se opera mediante 
una estructura de derechos individuales y de responsabilidad estatal. 
De hecho, los países del Mercosur todavía no discutieron profunda­
mente el tema refugiado, pero la preocupación no fue dejada de lado. 

La Constitución del Paraguay reconoce el derecho de asilo territo­
rial y diplomático a toda persona perseguida por motivos de delitos 
políticos o por delitos comunes conexos, así como por sus opiniones o 
sus creencias. Las autoridades deben otorgar de inmediato la docu­
mentación personal y el correspondiente salvoconducto165• La Consti­
tución también establece que ningún exilado político será trasladado 
compulsoriamente al país cuyas autoridades lo persigan. 

En el Brasil, el artículo 4°, X establece que la República Federativa 
del Brasil se rige en sus relaciones internacionales por el principio de la 
concesión de asilo político. Las constituciones de Argentina, Chile y 
Uruguay, no mencionan el asunto. 

165 Art. 43 de la Constitución de la República dd Paraguay. 

Dtrtcltts H••••ts 11 ti Mtrctslr 95 



lnmigrantes 
Los inmigrantes también. tienen su protección en la legislación de los 

países del Mercosur. Los conceptos de inmigrantes y refugiados mu­
chas veces se confunden. ·~un elemento esencial en la definición del 

refugiado es el modo bien fundado de persecución. Infelizmente, los 
motivos para el refugio de las personas son complejos y no son simple­
mente el resultado de persecución inmediata. Esto conduce a una si­
tuación en la c~al algunas personas que buscan asilo son clasificadas, 
en algunos países, como inmigrantes económicos y no como refugia­
dos, aunque en realidad, ni siempre sea posible establecer una distin­
ción satisfactoria entre las dos categorías" 166• 

De acuerdo con el artículo VIII de la Dedaración Universal sobre 
Derechos Humanos "Toda persona tiene derecho a la libertad de loco­
moción y residencia dentro de las fronteras de cada Estado. Toda per­
sona tiene el derecho de dejar cualquier país, inclusive el propio, y de 
regresar". 

El artículo 14 de la Constitución de la Argentina establece que 
todos los habitantes de la nación gozan del derecho de entrar, perma­
necer, transitar y salir del territorio argentino. El artículo 20, a su vez, 
enuncia que los extranjeros gozan, en el territorio de su Nación, de 
todos los derechos civiles de los ciudadanos. 

En Brasil, es libre la locomoción en el territorio nacional en tiempo 

de paz, pudiendo cualquier persona, en los términos de la ley, entrar, 
permanecer o de él salir con sus bienes. El artículo 22 completa y 
establece que compete privativamente a la Unión legislar sobre emi­
gración, inmigración, entrada, extradición y expulsión de extranjeros. 

De hecho, la Ley n. 6.815 del 19 de agosto de 1980, denominada 
"Estatuto del Extranjero", en su Art. 95 establece que el extranjero 
residente en Brasil goza de todos los derechos reconocidos a los brasi­
lefí.os, en los términos de la Constitución y de las leyes. 

166 Instituto Carioca de Criminologia. Colección Polida Maííana. "La Polida y los 

Derechos Humanos". Editora Freitas Bastos. Rio de Janeiro, 1988, p. 73. 
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I 
I 

En el Paraguay, la Ley n. 978 de 1966 reglarnenta las migraciones, 
estableciendo, entre otros aspectos, que: "Los asilados políticos y los 
refugiados se regirán por los Acuerdos y Tratados firmados por la Re­
pública y por las Leyes que les competen" (Art. 27). 

Entre los obstáculos generales de admisión (Art. 6) se sefialan: "1) 
estar infectados por enfermedades que puedan ser riesgo para la salud 
pública; 2) padecer de enfermedad o insuficiencia mental que impli­
que irresponsabilidad de sus actos y graves dificultades familiares o 
sociales; 3) poseer defectos congénitos o adquiridos que imposibiliten 
el ejercicio de profesión u oficio; 4) los que hubiesen sido condenados 
a más de dos afios de prisión; 5) la existencia de antecedentes penales 
que impliquen peligrosidad; 6) los que ejercen prostitución, trafican 
con personas o sus órganos, adictos a estupefacientes, traficantes de 
drogas; 7) los que carezcan de un medio de vida lícito; 8) quienes 
hayan sido objeto de expulsión". 

Por la Constitución dei Uruguay es libre la entrada de toda persona 
en el territorio de su República, su permanencia y salida con sus bie­
nes, observada la ley y excepto en caso de que pueda perjudicar a terce­
ros. La inmigración deberá ser reglarnentâda por ley, pero en ningún 
caso el inmigrante podrá padecer de defectos físicos, mentales o mora­
les que puedan perjudicar a la sociedad 167

• El exarnen médico es exigi­
do a los extranjeros en este país. 

La Constitución de Chile, a su vez, establece reglas relativas a los 
inmigrantes de forma sutil en su artículo 1 O, al sefialar que son chile­
nos los extranjeros que hayan obtenido el derecho a la naturalización 
por ley y los que obtengan carta de naturalización, renunciando expre­
sarnente a su nacionalidad anterior. Estos últimos solarnente tendrán 
derecho a candidatarse a cargos públicos electivos después de cinco 
afios de naturalización. De cualquier manera, no será necesaria la re­
nuncia a la nacionalidad anterior a los nacidos en país extranjero que, 
en virtud de tratado internacional, conceda el mismo beneficio a los 
chilenos. Con relación a la legislación, el artículo 14 dei Código Civil 

167 Art. 37 de la Constitución de la República OcieQtal dei Uruguay. 
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establece que la ley es obligatoria para todos los habitantes de la Repú­

blica, inclusive los extranjeros. 

Existen, sin embargo, Ciertas limitaciones para los extranjeros en el 

goce y ejercicio de algunos derechos. Así, los extranjeros no pueden ser 

propietarios, ni arrendataiios, ni tener ningún tipo de título de tierras 

en zonas de frontera o costeras. En este último caso, sin embargo, 

pueden tener ese derecho mediante previa parecer favorable de la Sub­

secretaria de Marina del Ministerio de Defensa Nacional168
• Los ex­

tranjeros tampoco pueden ejercer la profesión de abogados, sin perjui­
cio de lo que disponen los tratados internacionales169

, ni ser testigos 

en juicio en caso de ser extranjeros sin domicilio en Chile170
• 

La Constitución del Uruguay define el territorio uruguayo como la 
asociación política de todos sus "habitantes", sin hacer distinción en­

tre uruguayos y extranjeros con relación a los derechos y deberes (a no 

ser los que se refi.eren a derechos políticos como elegir y ser elegido). 

Los derechos consagrados a todos los habitantes garantizan: libertad 

religiosa (Art. 31); vida, honra, libertad, trabajo y propiedad (Art. 7); 

seguridad (Art. 31); derecho al trabajo (Art. 53); igualdad (Arts. 8 y 
41); derecho a la libre entrada al territorio (Art. 37); a la atención a la 

salud (Arts. 44, 47 y 332 del Código Penal, Ley n. 9.515 de 1935). 

Las categorias migratorias se basan en la clasificación de los residentes 

en permanentes o temporarios. 

168 Art. 6 dei Decreto Ley 1.939 dei 5 de octubre de 1977. 
169 Art. 526 dei Código Orgánico de los Tribunales. 
170 Art. 1.012 dei Código Civil. 
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CUADRO XX 

DERECHO DE LOS EXTRANJEROS 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Refugiados y Sin referencio Art. 41,X Sin referencio Art. 43 Sin referencio 
Oerecho de Oerecho 
Asilo en los Expreso 
Constituciones Ex preso 

ln migrantes Art. 41 Art. 51, coput Art. 10 Art. 41ley Art. 37 
en los Art. 20 978/96 Exigencio de 
Constituciones lnviolobilidod Nocionolidod exomen médico 

Oerechos de derechos Derecho de 
civiles Trónsito y 

Art. 22, Residencio 
XV reglos 
dictodos por lo 
Unión 

Estatuto dei ley 1.033/92 ley 6.815/80 Art. 14 dei CC - ley 9.604/36 
Extronjero (CC) 

PUEBLOS INDÍGENAS111 

En 1957 la ONU promulga la Convención n. 107 sobre Poblaciones 
Indígenas y Tribales. Su texto fue posteriormente reiterado y ampliado 
por la Convención n. 169 de 1989. Este último diploma fue elabora­
do con la colaboración de la ONU, de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura, Alimentación, Educación, Ciencia y Cul­
tura, de la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto 

lndigenista lnteramericano. 
Brasil tiene cerca de 338.000172 índios que dividense en unos 215 pue­

blos y hablan 170 lenguas diferentes representando 2o/o . de la población. 

171 Este Capítulo está basado, en su mayor parte, en informaciones provenientes dei 
Relatorio dei I Encuentro de Asesorías Jurídicas de Pastorales Indigenistas de Pue­
blos y Organizaciones de la articulación latinoamericana Ecurriénica Región Cono 
Sur, Ciudad dei Este, Paraguay, 8 a 10 de agosto de 1994. 
172 Esta cifra se refiere a los indios no-aculturadoi, a los pueblos indígenas que viven 
en reservas. 

Deredtos H••••os 11 el Mercosar 99 



Mientras tanto, enormes presiones y el desrespeto a los derechos fim­
damentales de la persona contribuyen para la eliminación de la comu­
nidad indígena en Brasil. Violencia, transmisión de enfermedades, usur­
pación de tierras y poca edl!citción son algunas de las formas más usadas 
para esa desagregación. El Poder Ejecutivo tiene el deber de garantizar, 
por medio de la Fundación Nacional dei lndio (FUNAI) , la protección 
de las comunidades indígenas sobre las tierras. 

El texto de la Constitución Federal brasilefi.a reconoce las organiza­
ciones sociales, costumbres, lenguas, creencias y tradiciones de los in­
dios173 y en 1988 el Gobierno Federal fue incumbido de la demarca­

ción dei área indígena en un período estipulado de 5 afi.os. Al final de 
este período fue establecido que 11% dei territorio brasilefi.o sería re­
servado para el pueblo indígena. 

Conforme el mismo artículo de la Constitución brasilefi.a, las tie­
rras tradicionalmente ocupadas por los índios se destinan a su propie­
dad permanente, cabiéndoles el usufructo exclusivo de las riquezas dei 
suelo, de los ríos y de los lagos existentes. Esas tierras son inalienables 
e indisponibles y los derechos sobre ellas imprescriptibles. El aprove­
chamiento de los recursos hídricos, y de los potenciales energéticos, la 
pesquisa y la explotación de las riquezas minerales indígenas sólo pue­
den efectuarse con la autorización dei Congreso Nacional. Los índios, 
sus comunidades y organizaciones son partes legítimas para entablar 
juicio en defensa de sus derechos e intereses, con la intervención dei 
Ministerio Público en todos los actos dei proceso. 

Además de la Carta Magna de 1988, el Código Civil brasileiío de 
1916 también menciona a los índios cuando los clasifica como relati­
vamente incapaces con relación al ejercicio de sus derechos civiles, es­
tando sujetos al régimen tutelar, establecido en leyes y reglamentos espe­
ciales, lo cual cesará a medida que se adapten a la civilización dei país174. 

En 1994 fue aprobado el proyecto de Ley n. 2.057/91 con la deno­
minación de "Nuevo Estatuto de las Sociedades Indígenas", para susti­
tuir la Ley n. 6.001/73 (Estatuto dei lndio) que, considerando la Cons-

173 An. 131, caput de la Constirución de la República Federativa dei Brasil. 

l 74 Art. 6• dei Código Civil. 

1 00 Foro de la Soliedad Civil en las Américas 



titución Federal de 1988, necesita innumerables modificaciones. Ac­
tualmente ese proyecto se encuentra paralizado, aguardando la aprecia­
ción por parte dei plenario de la Cámara de los Diputados, desde di­
ciembre de 1994175• La Ley n. 9.394/96 de Directrices y Bases de la 
Educación Nacional (LDB), complementa la legislación educacional 
establecida por la Constitución Federal. La Ley trata especificamente de 
los indios cuando dispone sobre la competencia dei sistema de ensefi.an­
za de la Unión en el fomento a la cultura y la asistencia a los indios, 
programando una educación bilingüe e intercultural, con el objetivo de 
proporcionar a las comunidades indígenas una recuperación, reafirmación 
y valorización de sus lenguas y ciencias, como también de garantizar el 
conocimiento de las otras sociedades indígenas y no-indígenas. 

La Constitución de la Argentina reconoce la preexistencia étnica y 
cultural de los pueblos indígenas, incluyendo sus costumbres, len­
guas, creencias, tradiciones y organizaciones sociales. Afirma que cabe 
al Congreso garantizar el respeto a su identidad y el derecho a la edu­
cación bilingüe e intercultural. Reconoce la personalidad jurídica de 
las comunidades indígenas, así como la posesión y propiedad comuni­
taria de las tierras que tradicionalmente ocupan176• 

En mayo de 1998 el Gobierno sancionó una ley destinada a contar 
e identificar los indios en todo el territorio dei país. En ese mismo afio 
se estimó la presencia de 700.000 indios en la Argentina, conforme 
información de la Asociación Indígena de la República Argentina 
(AIRA), aunque organizaciones no-gubernamentales calculan una po­
blación de 1,5 millones. En 1994, en la Argentina se reservaron aproxi­
madamente 2,5 millones de acres para los pueblos indígenas, pero se 
espera alcanzar en breve los 5 millones. 

En 1984 fue sancionada en la Provincia de Formosa la Ley n. 425, 
que permitió la entrega de tierras a 99% de las comunidades indígenas 
en esta región, sumando un total de 250 mil hectárea5 entregadas con 
títulos. En 1985 se sancionó la Ley n. 23.302 relativa a la política indí­
gena, pero esta ley no fue tenida en consideración ya que la población 

175 lnformación prestada por el INESC- Institttto de Estudios Socio-Económicos. 
176 Art. 75, n. 17 de la Constitución de la Nación Argentina. 
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indígena alegó no haber sido consultada durante la eiaboración de la 
misma. En 1985 también se creó ei Instituto Nacional de Asuntos 
Indígenas (INAI). 

En ei Paraguay existe una amplia reglamentación sobre los dere­
chos indígenas, aunque su' cumplimiento está limitado por importan­
tes barreras institucionales y por la falta de recursos para su ejecución. 
La población indígena estáestimada en 75.000 a 100.000 individuas, 
dividida en 17 grupos tribales que hablan 6 lenguas diferentes y repre­
sentan el 1 ,8% de la población dei país. 

La Constitución establece ei derecho de la comunidad indígena de 
participar de la economia, de la sociedad, de la política y de la vida 
cultural de la nación, aunque la discriminación aún sea grande. La 
norma también protege los derechos e intereses de los indios, aunque 
ese reglamento no esté totalmente codificado. El Ministerio Público 
representará a los indios en cuestiones concernientes a derechos a la 
vida y a la propiedad. El Instituto Nacional de los Indios dei Paraguay 
tiene autoridad para adquirir tierras en nombre de la comunidad indí­
gena y de expropiar propiedades particulares en determinadas circuns­
tancias. Es importante destacar que la población indígena paraguaya 
no tiene obligación de prestar servicios sociales y militares y también 
está eximida dei pago de impuestos públicos establecidos por ley177• 

La Ley n. 904/81 denominada "Estatuto de las Comunidades In­
dígenas" permite a estas poblaciones la obtención de los títulos de 
propiedad de sus tierras. El objetivo fundamental de esta ley es la 
preservación sacio-cultural de las comunidades indígenas en defensa 
de sus tradiciones y patrimonios. Otra Ley, la n. 1.372/88, de regula­
rización de los asentamientos de Comunidades Indígenas, fue sancio­
nada como resultado de exigencias establecidas por ei Banco Mundial. 

Esta ley crea ei Instituto Paraguayo dei Indígena (INDI), institu­
ción oficial dei gobierno encargada de aplicar la política indigenista. 
Establece ei procedimiento administrativo indicado para la tramita­
ción de las reivindicaciones territoriales. En su artículo primero expre­
sa: "Esta Ley tiene como objetivo la preservación social y cultural de 

177 Arts. 62 a 67 de la Constitución dei Paraguay. 
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las comunidades indígenas, la defensa de su patrimonio y de sus tradi­
ciones, ei mejoramiento de sus condiciones económicas ( ... )". 

La Ley n. 43/89, que establece ei régimen para la reglamentación 
de los asentamientos indígenas, contiene disposiciones importantes 
con reiación a la protección de las áreas reivindicadas, ai obligar a los 
propietarios afectados por las solicitaciones indígenas a no introducir 
mejoras en las tierras mientras dure la tramitación de las mismas. 

La Ley n. 234/93, que ratifica ei Convenio 169 de la OIT sobre 
"Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes", es de gran 
importancia porque establece normas que obligan a los gobiernos a 
desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, acciones 
coordinadas y sistemáticas con ei objetivo de proteger los derechos de 
esos pueblos y de garantizar ei respeto a su integridad. 

Según ei censo de 1992, la población indígena en Chile se calcula 
en un millón sobre trece millones de habitantes chilenos. Este número 
no es totalmente correcto, ya que la pregunta sobre clasificación como 
indígena fue formulada sólo para las personas mayores de 14 afi.os, 
calculadas entonces en un total de 8.661.982 personas. En 1992, por 
primera ve:z, se incluyó en pesquisa nacional la pregunta destinada a 
cuantificar la población indígena dei país. La pregunta fue formulada 
de la siguiente manera: "Si usted es chileno, se considera perteneciente 
a alguna de las siguientes culturas: mapuche, aimara, rapa nui, ningu­
na de las anteriores". Según los especialistas, la pregunta se destinó a 
identificar tanto ei origen étnico como ei sentido de pertenecer a un 
etnia. Ambas condiciones deberían estar presentes para que se cum­
pliese ei objetivo. Sin embargo, es probable que algunas personas, aún 
sin tener origen étnico en un determinado grupo, se hayan declarado 
como pertenecientes a una de las etnias propuestas. Es posible tam­
bién, que otras personas que tienen determinado origen étnico, no 
hayan declarado pertenecer ai mismo. 

En Chile, la Ley n. 19.523 dei 5 de octubre de 1993 estableció 
normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, creando 
la CONADI (Corporación Nacional de Desarróllo Indígena), organis­
mo encargado de promover, coordinar y eJecutar la acción dei Estado 
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en favor del desarroll~ integral de las personas y de las comunidades 
indígenas, especialmente en lo que se refiere al aspecto económico, 
social y cultural. Se destina también a impulsar la participación de los 
indígenas en la vida nacional. Cuenta entre sus miembros con ocho 
representantes indígenas: ~uatro mapuches, un aimara, un atacamefio, 
un rapa nui y uno con domicilio en un área urbana del territorio na­
cional. Estas representantes son nombrados por el Presidente de la 
República, a partir de indicaciones de las comunidades y asociaciones 
indígenas. 

En su parte declarativa, la ley reconoce que los indígenas de Chile 
son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el 
territorio nacional desde los tiempos precolombinos y valoriza su exis­
tencia como parte esencial de las raíces de la nación chilena. La ley 
valoriza su integridad y desarrollo, de acuerdo con sus costumbres y 
valores y expresa que es deber de la sociedad en general, y del Estado 
en particular, por media de sus instituciones, respetar, proteger y pro­
mover el desarrollo de los indígenas, de sus culturas, familias y comu­
nidades, adoptando las medidas adecuadas para esos fines. Afirma tam­
bién que es deber de la sociedad y del Estado proteger las tierras indí­
genas, celando por su adecuada explotación y por su equilibrio ecológico, 
estimulando su ampliación. 

Como concretización de esa declaración, se estableció que el reco­
nocimiento, el respeto y la protección de las culturas e idiomas indíge­
nas contemplará: 

• El uso y la conservación de los idiomas indígenas, juntamente 
con el espafiol, en las áreas de alta densidad indígena; 

• El establecimiento, en el sistema educacional nacional, de una 
unidad de programática que permita que los educandos tengan 
acceso a un conocjmiento adecuado sobre las culturas e idiomas 
indígenas, ayudando a valorizados positivamente; 

• El fomento a la difusión, en las emisoras de radio y canales de 
televisión de las regiones de alta presencia indígena, de programas 
en idioma indígena; 
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• El apoyo a la creación de emtsoras de radio y medios de 
comunicación indígena; 

• La promoción y ei establecimiento de cátedras de historia, cultu­
ra e idiomas indígenas en la enseõanza superior; 

• La obligatoriedad dei Registro Civil de registrar los nombres y 
apellidos de las personas indígenas tal como los expresan los padres 
y con las normas de trascripción fonética indicadas por eilos; 

• La promoción de expresiones artísticas y culturales; 

• La protección dei patrimonio arquitectónico, arqueológico, cul­
tural e histórico indígena. 

Además, en materia de tierras, establece innumerables normas de 
protección, seõalando que las tierras indígenas no pueden ser alienadas, 
embargadas ni adquiridas por prescripción, excepto entre comunida­
des o personas indígenas de la misma etnia. La desapropiación de las 
tierras en favor de personas que no son parte de la misma etnia sólo 
será permitida con previa autorización de la CONADI. Igualmente, 
las tierras cuyos titulares sean comunidades indígenas no pueden ser 
arrendadas, dadas en comodato o cedidas a terceros en uso, provecho o 
administración. Con reiación a la permuta, solamente es viable cuan­
do se trata de otras tierras de igual valor y con autorización previa de la 
CONADI. La ley también establece la creación de un fondo de tierras 
para promover la recuperación de tierras por parte de los indígenas. 

Según esta ley, el derecho establecido por las costumbres de los 
indígenas tiene valor legal, desde que no sea incompatible con la Cons­
titución Política de la República. En el ámbito penal, el derecho de 
costumbres indígenas es aceptado cuando puede servir como antece­
dente para la aplicación de un atenuante de responsabilidad. La ley 
establece que el derecho de costumbres indígenas será enteramente 
empleado cuando se trata de herencia de tierras comunitarias. El juez 
encargado de la intermediación de una causa indígena, por solicita­
ción de una parte interesada o actuando en diligencia donde se requie­
ra la presencia dei indígena, deberá aceptar ei liSo de la lengua materna, 
con el asesoramiento de un traductor idón~o enviado por la CONADI. 

hreclles H••••s •• el Merctstr 1 05 



Finalmente, con .el objetivo de corregir cualquier discriminación 
que pueda presentarse ~ontra esos pueblos, la ley establece una san­
ción menor, que consiste en una multa, a quien discrimine, de forma 
explícita e intencional a un indígena, en razón de su origen y cultura. 

El Uruguay, a su vez; es el único de los países analizados que no 
expresa protección a los pueblos indígenas en su Constitución Federal, 
dada la inexistencia casi total de esa comunidad en el país. 

CUADRO XXI 

PUEBLOS INDIGENAS 

Argentina 

Pueblos Art. 75, n. 17 
lndigenos 
en los Expreso 
Conslituciones 

Principoles ley 425/81 
Normas 
Nocionoles 

Brasil 

Arts . 109 XI 
y 233 
y siguientes 

Protecci6n y 
derechos 
omplios 

ley 6.001/73 

y Proyecto 
de ley 
2.075/91 

ley 9.314/96 
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Chile Paraguay Uruguay 

Sin referencio Art. 62 y Sin referencio 
siguientes • 

Amplio, 
con 
dificultod de 
implementoci6n 

ley 19.253/93 ley 904/81 Sin referencio 

ley 1.372/88 

--



Capítulo III 

MEDIO AMBIENTE 

Un derecho fundamental de las personas recientemente reconocido 
como tal es el de disfrutar de adecuadas condiciones de vida en un 
ambiente saludable. Ese asunto consta en la Declaración sobre medio 
ambiente de Estocolmo de 1972 que, 20 afios después, fue retomada 
por la Conferencia Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo -
Eco-92, realizada en la ciudad de Río de Janeiro. 

La Eco-92 reafirmó el derecho de los Estados de explotar sus pro­
pios recursos, con base en su soberania, enfatizando la necesidad del 
combate a la polución ambiental y de cooperación entre los países. Los 
principales temas ambientales comprendieron la protección de la at­
mósfera, de los recursos hídricos, la protección de océanos y mares, el 
combate al deflorestamiento y a la desertificación, la conservación de 
la diversidad biológica, así como la protección de las condiciones de la 
salud humana y de la calidad de vida. 

La Eco-92 adoptó la Agenda 21, programa de acción a ser desarro­
llado a nível global, nacional y local. Fundamentando la Agenda 21 
está el convencimiento de que la humanidad llegó a un momento de 
definición en su historia, pudiendo administrar y proteger mejor los 
ecosistemas y convertir en realidad un futuro más próspero. El docu­
mento fue preparado por la División de Comunicaciones y Adminis­
tración de Proyectos del Departamento de lnformación Pública de la 
ONU, como parte del programa de informaciones de las Naciones 
Unidas sobre desarrollo sustentable. 

Firmado por 178 países, se trata de un programa de acciones con­
cretas, con metas, recursos y responsabilidades que serán desarrollados 
a corto, medio y largo plazo. 

En 1997, la ONU patrocinó una gran re~jón para revisión de la 
Agenda 21 (Río + 5 por el Desarrollo e lntegración Social) creando la 
Comisión de Políticas de Desarrollo Sustentable. 

------------ - -·/ 
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En ei Brasil, en los últimos afios, tomando como ejemplo sólo la 
Amazonia, fue talada un área de floresta dei tamafio de toda Francia y 
ahora, 500 afios después dei descubrimiento, ei Brasil tiene apenas 
7% de la Floresta Aclántica original. 

De acuerdo con ei Ait. 225 de la Constitución brasilefia, "todos 
tienen derecho ai medio ambiente ecológicamente equilibrado, bien 
para uso dei pueblo y esencial para alcanzar una saludable cualidad de 
vida, cabiendo ai poder público y a la colectividad ei deber de defen­
derlo y preservarlo para las presentes y futuras generaciones". 

Para asegurar el goce de ese derecho, cabe ai Poder Público una serie 
de prerrogativas enunciadas en el texto de la Constitución, como por 
ejemplo la de promover la educación ambiental en todos los niveles de 
la ensefianza y la concientización pública para la preservación dei me­
dio ambiente, aparte de controlar la producción, la comercialización y 
ei empleo de técnicas, métodos y substancias que representen un ries­
go para la vida, para la calidad de vida y para ei medio ambiente178

• 

Más aún, de acuerdo con la Constitución, la Floresta Amazónica brasi­
lefia, la Mata Atlántica, la Sierra dei Mar, ei Pantanal Mato-Grosense y la 
Zona Costera son considerados patrimonios nacionales y su utilización 
sólo será permitida dentro de condiciones que aseguren la preservación dei 
medio ambiente, incluso en lo que se refiere ai uso de recurso naturales179

• 

Uno de los instrumentos legales recientemente elaborados en el 
Brasil para defender la preservación ambiental, fue la Ley de Crímenes 
Ambientales (Ley n. 9.605/98). Aunque haya sido sancionada en fe­
brero de 1998, esta ley vigoró sólo durante seis meses, ya que fue 
suspendida por tres afios por medi o de la Medida Provisoria 1. 710/ 
98. Esta MP determinó que los infractores firmen un término de com­
promiso asegurando que se adaptarán a las exigencias de la Ley de 
Crímenes Ambientales en el plazo de tres afios180

• 

178 Art. 225, §1 ° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
179 Art. 225, §4° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
18° Cf. Acseirad, Henri y Bezerra, Gustavo- "A legislação ambiental e a tapeçaria de 

Penélope: o debate público sobre a Lei de Crimes Ambientais" in Revista Arché, Ano 

VIII, n. 25, 1999. 
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La Constitución de la Argentina, a su ve:z, sólo aborda la cuestión 
dei medio ambiente en un único anículo181 , estableciendo que el Es­
tado Federal está incumbido de la protección mínima con relación al 
medio ambiente, mientras que las províncias son las encargadas dei 
refuerzo necesario. 

En el Paraguay, la Carta Política define que todos tienen derecho al 
medio ambiente ecológicamente equilibrado. La preservación de este 
ambiente está a cargo de los intereses sociales dei Estado. Cualquier 
tipo de alteración en las leyes ambientales no debe ser perjudicial182• 

La Constitución Nacional está bastante avanzada en esta área, ya que 
expresa claramente la idea de sustentabilidad como derecho de las per­
sonas y obligación dei Estado y también el derecho al ambiente y 
desarrollo humano integral con igualdad de oportunidades. El artícu­
lo 7° afirma que: 

"Toda persona tiene derecho de habitar en un ambiente saludable 
y ecológicamente equilibrado. Constituyen objetivos prioritarios de 
interés social la preservación, la conservación, la recomposición y el 
mejoramiento dei ambiente, así como su conciliación con el desarrollo 
humano integral. Estos propósitos orientarán la legislación y la políti­
ca gubernamental." 

Además, el Art. 38 establece que es un derecho individual y colec­
tivo solicitar ante las autoridades públicas medidas para la defensa dei 
ambiente, de la integridad dei hábitat183• 

El Paraguay posee una abundante legislación sobre la protección al 
medio ambiente, caracterizándose el delito ecológico en el nuevo Có­
digo Penal bajo el título "Crímenes punibles contra la seguridad de la 
vida y la integridad física de las personas". El Capítulo 1 que trata de 
los "Crímenes punibles contra las bases naturales de la vida humanà' 
induye los siguientes artículos: 

181 Art. 41 de la Constitución de la Nación Argentina. 
182 Arts. 7° y go de la Constitución de la República dei Paraguay. 

l83 Basado en: Molinas, M. y Escobar, M. "Derecho .a ·un ambiente sano", en "Dere­

chos Humanos en Paraguay 1996" (comp., op, cit.) y en: Caballero, M. y Vila, C. 
"Derecho a un ambiente sano", en "Derechos Humanos en Paraguay 1997". 
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Art. 197 Polución y alteración de las aguas 
Art. 198 ContaminaciÓn dei aire 
Art. 199 Degradación dei suelo 
Art. 200 Procesamiento 'ilícito de detritos 
Art. 201 lngreso de substancias nocivas en el territorio nacional 
Art. 202 Dafi.os a las reservas naturales. 
A pesar de la existencia de instrumentos jurídicos importantes, exis­

ten lagunas en la reglamentación que dificultan o impiden la aplica­
ción de la ley. No hay institución con status ministerial para la ejecu­
ción de políticas en esta área. El órgano de gobierno de mayor nivel 
jerárquico es el Ministerio de Agricultura y Pecuaria, a través de la 
Secretaria de Recursos N aturales y dei Medi o Ambiente. Existe un 
gran número de instancias que se ocupan dei tema ambiental en dis­
tintos sectores dei gobierno, careciéndose de una política ambiental 
integradora. Actualmente se encuentra en discusión la creación de una 
instancia de status ministerial con atribuciones para orientar la políti­
ca ambiental de forma intersectorial. 

Otras leyes ambientales: 
1. Ley n. 799/96, de pesca; 

2. Ley n. 422/73, de régimen florestal; 

3. Ley n. 93/14, de minas; 

4. Ley n. 698/24, que modifica la Ley n. 93. 

Leyes ambientales que se encuentran sin reglamentación: 
1. Ley n. 42/90, que prohíbe la importación, el depósito, la utili­

zación de productos calificados como residuos peligrosos o basura pe­
ligrosa y establece las penas por su incumplimiento; 

2. Ley n. 96/92, de la vida silvestre; 

3. Ley n. 294/93, de evaluación de impacto ambiental; 

4. Ley n. 123/94, que adopta nuevas normas de protección 
fi tosani taria; 

5. Ley n. 515/94, que prohíbe la exportación y el tráfico de tron­
cos, pedazos y vigas de madera. 
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6. Ley n. 352/94, de áreas silvestre protegidas; 

7. Ley n. 716/96, que sanciona y castiga los delitos contra el me­
dio ambiente; 

8. Ley n. 816/96, que adopta medidas de defensa de los recursos 
naturales. 

La Constitución de Chile, a su vez, afirma que todos tienen el dere­
cho de vivir en un ambiente libre de contaminación y de cuidar para 
que este derecho no sea afectado preservándose, así, la naturale:za. La 
Ley puede establecer restricciones específicas para el ejercicio de deter­
minados derechos y libertades buscando la protección dei medio am­
biente184. La Constitución otorga un recurso de protección para aque­
llos que se vem privados, perturbados o amenazados en e! legítimo ejercicio 
de este derecho; para usar ese recurso, el afectado debe recurrir a la Corte 
de Apelación respectiva, con la finalidad de que ésta adopte, de inme­
diato, las providencias que juzgue necesarias para restablecer el impe­
rio dei derecho y asegurar la debida protección al afectado. La diferen­
cia entre este derecho y los otros derechos protegidos por este recurso 
es que, en los otros, es posible sancionar tanto la acción como la omi­
sión ilegal o arbitraria imputable a una autoridad o a una persona 
determinada. Al contrario, en lo que respecta al derecho de vivir en un 
ambiente libre de contaminación, solamente procede el recurso tra­
tándose de acciones ilegales o arbitrarias y no de omisiones, según lo 
establecido en el pro pio texto constitucional185. 

En el Uruguay, la protección al medio ambiente es de interés gene­
ral. Las personas deben abstenerse de cualquier acto que cause depre­
dación, destrucción y contaminación grave dei medio ambiente. La 
Ley establecerá la sanción respectiva 186. 

184 Art. 19 n. 8 de la Constitución Política de la Rcipública de Chile. 
185 Art. 21 de la Constitución Política de la República de Chile. 
186 Art. 47 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay . 
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CUAORO XXII 

MEDIO AMBIENTE 

Argentina 

Medi o Art. 41 
Ambiente 
en los El Estado esta 
Constituciones incumbido de 

la protecci6n 
mfnimo 

DERECHOS LABORALES 

Brasil , 

Arts.' 59, XXXII 
y 170, v 

Protecci6n, 
Educaci6n 
Ambiental y 
Preservoci6n dei 
Patrimonio 
Nacional 

Chile Paraguay Uruguay 

Art. 19, n. 8 Arts. 79 y 89 Art. 44 
Art. 38 (Capitulo de 

Establece Salud e 
restricciones Ambiente Higiene) 

equilibrado 
Estoblece 
sanciones 

Todos los países dei Mercosur son miembros de la Organización Inter­
nacional dei Trabajo (OIT), habiendo ratificado las principales Con­
venciones que garantizan los derechos esenciales de los trabajadores así 
como la Declaración de la OIT relativa a los principias y derechos 
fundamentales en el trabajo, de 1998. Una de las más importantes 
convenciones de la OIT es la número 111, que especifica que todas las 
personas deben gozar de oportunidades y tratamiento iguales con rela­
ción al contrato, al sueldo, a la promoción, a las horas y a las condicio­
nes de trabajo y de acceso al entrenamiento. En este contexto, el Uru­
guay es el Estado que más ratificó Convenciones de la OIT, siendo 
muchas de ellas la única norma vigente en el país sobre la materia que 
reglamenta. 

Además de los documentos de la OIT, existen innumerables Trata­
dos lnternacionales que enuncian la protección dei derecho al trabajo. 
La misma Declaración Universal sobre los Derechos Humanos, en su 
artículo 23, enuncia: "Toda persona tiene el derecho de trabajar y de 
escoger libremente un empleo, de tener condiciones justas y favorables 
de trabajo y protección en el desempleo". 

El Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales de 1966, también reconoce que toda persona tiene el derecho 
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de gozar de condiciones de trabajo justas y favorables que aseguren 
una remuneración mínima, seguridad e higiene en el trabajo, oportu­
nidades iguales, descanso y entretenimiento, entre otros187• 

Cada país dei Mercosur tiene sus particularidades incorporadas en 
los códigos o leyes laborales propias. 

Según las Leyes Laborales brasilefias, provenientes dei Decreto-Ley 
n. 5.452 de 1943 que aprobó la Consolidación de las Leyes dei Traba­
jo ("CLT"), así como dei artículo 7° de su Constitución Federal, ei 
ejercicio de cualquier trabajo, oficio o profesión es libre, atendidas las 
calificaciones profesionales que la ley establece, estando prohibido cual­
quier trabajo para menores de 16 afias, excepto en la condición de 
aprendiz a partir de los 14 afias. Los trabajadores urbanos y rurales 
tienen la reiación de empleo protegida contra despido arbitraria o sin 
justa causa, que preverá indemnización compensadora y otros dere­
chos como ei seguro desempleo, fondo de garantía por tiempo de ser­
vicio, salario mínimo y aguinaldo. Prevalece ei principio de la norma 
más favorable ai trabajador. En los últimos afias, las garantias de la 
CLT perdieron fuerza con la introducción de nuevos textos legales como, 
por ejemplo, ei Contrato Temporario de Trabajo. 

La Legislación argentina es un caso extremamente atípico dentro 
de la tradición legislativa de los países dei Mercosur, ya que sus leyes 
laborales están totalmente dispersas y no codificadas, dificultando la 
posibilidad de que los trabajadores conozcan y ejerzan sus derechos 
laborales. Básicamente, las principales normas laborales argentinas son 
las siguientes: Ley n. 11.544/29, Decreto n. 16.115/33, Ley n. 20.744/ 
74, Decreto n. 390/76, Decreto n. 17.667/78 y Ley n. 24.013/91. 
En la Argentina está prohibido cualquier trabajo a los menores de 14 
afias, excepto con autorización dei Ministerio de Educación. De he­
cho, los mayores de 14 afias y menores de 16 afias pueden trabajar en 
determinadas categorias de empleo. El trabajo en sus. diversas formas 
gozará de la protección de las leyes y garantizará a los trabajadores 
condiciones dignas y equitativas de trabajo, jornada limitada, descan-

187 Art. 7° dei Pacto Internacional sobre Derecho,s Económicos, Sociales y Cultura­

les de 1966. 
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so y vacaciones remuneradas, retribución justa, salario mínimo, equi­
paración salarial por tarea (incluso entre hombres y mujeres), partici­
pación y garantias en las eqtpresas, protección contra despido arbitra­
rio, estabilidad dei empleas:lo público, organización sindical libre, así 
como beneficias de segutidad social. 

El Código dei Trabajo dei Paraguay fue .promulgado por la Ley 
n. 213/93 y posteriormente modificado y actualizado por la Ley n. 
496/95. 

El artículo 9t. de ese instrumento legal define que: "El trabajo es un 
derecho y un bien social y goza de la protección dei Estado. No debe 
ser considerado como una mercancia. Exige que sean respetadas la li­
bertad y la dignidad de quien lo presta y se efectuará en condiciones 
que aseguren la vida, la salud y un nivel económico compatible con las 
responsabilidades dei trabajador, padre o madre de familia. No po­
drán establecerse discriminaciones relativas al trabajador por motivo 
de raza, colo r, sexo, religión, opinión política o condición social". Este 
artículo fue actualizado por la Ley n. 496/95 y está de acuerdo con los 
artículos 86 "Dei derecho al trabajo", 87 "Dei pleno empleo" y 88 
"De la no discriminación" de la Constitución Nacional. 

Es importante destacar que en lo referente al trabajo doméstico, 
este Código establece una excepción al cumplimiento de la jornada de 
trabajo de 8 horas diarias y 48 horas diurnas semanales, establecidas 
en la misma Constitución Nacional (Art. 91), ya que determina que la 
jornada de trabajo puede llegar a 12 horas y podrá recibir solamente 
40% dei salario mínimo. 

El Código establece que para el trabajo de los menores entre 15 y 
18 afi.os, serán necesarios algunos requisitos como, por ejemplo, la au­
torización de los representantes legales. La duración de la jornada de 
trabajo de los menores no podrá ultrapasar 6 horas diarias y 36 horas 
semanales. 

Hay que destacar que en el Paraguay los contratos de trabajo pue­
den ser orales, cuando son relativos al servicio doméstico, eventual o de 
obra. Sin embargo, cuando esos contratos determinen remuneración 
superior al salario mínimo legal, serán forzosamente escritos. 
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Sobre la libertad de organización sindical, ei artículo 283 manifies­
ta: "La ley reconoce a los trabajadores y empleadores, sin distinción de 
sexo o nacionalidad y sin necesidad de autorización previa, ei derecho 
de constituir libremente organizaciones que tengan por objeto ei estu­
dio, la defensa, ei fomento y la protección de los intereses profesiona­
les, así como ei mejoramiento social, económico, cultural y moral de 
los asociados. " 

En los siguientes artículos se enuncian las características principa­
les de los contratos de trabajo: 

Art. 18 "Características dei contrato de trabajo: El contrato de tra­
bajo es consensual, bilateral, oneroso, conminativo, no solemne ni for­
mal". Esto significa que se acepta ei simple acuerdo entre las partes y 
desde el instante en que se presta ei servido, cuando las partes se obli­
gan reciprocamente, la prestación es remunerada, las partes contratan­
tes dan ei equivalente a lo que reciben y no hay necesidad de los reque­
rimientos o formalidades de otros contratos. 

Art. 19 "De la presunción de la existencia dei contrato de trabajo: 
se presupone la existencia dei contrato entre aquél que da trabajo o 
utiliza un servido y quien lo presta. A falta de una estipulación escrita 
o verbal se tendrán por condiciones dei contrato las determinadas por 
las leyes dei trabajo y los contratos donde se realice ei trabajo". 

Art. 43 "Modalidades dei contrato: El contrato de trabajo, en cuanto 
a la forma de ceiebrarlo, puede ser verbal o escrito. Deberán constar 
por escrito los contratos individuales en que se estipule una remunera­
ción superior al salario mínimo legal correspondiente, a la naturaleza 
dei trabajo". 

Art. 47 "Condiciones de nulidad: Serán condiciones nulas y no 
obligarán a los contratantes aunque se expresen en ei contrato: ( ... ) 

d) las que constituyen renuncia por parte del. trabajador de 
cualquiera de los derechos o prerrogativas otorgadas por la Ley;" 

Conforme lo previsto en la Constitución de Chile, toda persona 
tiene derecho a la libre contratación y eiección de un ttabajo con justa 
remuneración. Está prohibido cualquier tipo de discriminación que 
no sea con base en la capacidad e idoneid~d personal, sin perjuicio de 

-------------.:·; 
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lo que la ley pueda exigir con referencia a la nacionalidad chilena, así 
como a la edad para determinados casos. Ningún tipo de trabajo pue­
de ser prohibido, exceptO aquellos que sean contra la moral, la seguri­
dad y la salubridad públicas y aquellos que exijan el interés nacional y 
una ley que lo declare18ll.· 

El Código .dei Trabajo chileno fue promulgado por medio dei De­
creto con Fuerza de Ley (DFL) n.l/94. Por esa Ley, los mayores de 15 
anos y menores de 18 podrán firmar contrato de trabajo si poseen 
autorización expresa de los padres. Los menores de 15 afios y mayores 
de 14, además de tener autorización de los padres y sin perjudicar su 
obligación escolar, sólo podrán ejercer trabajos cortos que no perjudi­
quen la salud189• Al menor de 18 afios le son prohibidos ciertos traba­
jos, como los nocturnos en los establecimientos industriales y comer­
ciales o los que requieran esfuerzo excesivo o que puedan resultar peli­
grosos para su salud, su seguridad o su moralidad190

• 

El Uruguay, así como la Argentina, no tiene una legislación dei 
trabajo codificada o consolidada. Son varias leyes y convenciones inter­
nacionales que reglamentan las relaciones del trabajo en el País. Otra 
característica es la gran difusión de las negociaciones colectivas, las 
cuales, por las convenciones colectivas, disciplinan varios aspectos de 
la relación entre empleados y empleadores. De acuerdo con su Consti­
tución, todo habitante de la República, sin perjuicio de su libertad 
tiene el deber de aplicar sus energias intelectuales y corporales en be­
neficio de la colectividad que procura ofrecer preferentemente a los 
ciudadanos la posibilidad de ganar su sustento mediante el desarrollo 
de la actividad económica. Las leyes uruguayas reconocen la relación 
entre trabajo y servicio, así como la independencia moral y civil dei 
empleado, su justa remuneración, la limitación de la jornada, el des­
canso semanal y la higiene física y moral. 

Está prohibido cualquier trabajo para menores de 18 anos; sin 
embargo, los mayores de 15 afios y menores de 18 afios pueden ceie-

188 Art. 19, n. 6 de la Constitución Política de Chile. 
189 Art. 13 dei Código dei Trabajo de Chile. 
190 Arts. 14, 15 y 18 dei Código dei Trabajo de Chile. 
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brar acuerdo de trabajo desde que con expresa autorización de los pa­
dres o de sus representantes legales. 

En Argentina, Paraguay y Chile la jornada de trabajo normal dei em­
pleado no puede ser superior a 8 horas diarias y 48 horas semanales, mien­
tras que en el Brasil y en el Uruguay ellímite es de 44 horas semanales. 

En estos países hay un adicional para hora extra de 50%, excepto 
en el Uruguay donde es de 100% y donde las fracciones de horas 
extras menores de 30 minutos son remuneradas como 30 minutos, y 
las fracciones de 30 a 60 minutos son remuneradas como 60 minutos. 

En el Paraguay, el número de horas extras nunca podrá ultrapasar 
de 3 horas diarias ni de 57 horas semanales. En Chile la hora extra será 
prestada como máximo en dos días por semana, prevista en acuerdo 
por escrito. 

CUADRO XXIII 

DERECHOS LABORALES 

Argentina 

Código dei No existe 
Trabojo un código 

especifico sino 
uno compiloción 
de leyes 

Constitución Art. l4 bis 

Edod mfnimo Prohibido poro 
menores de 
14 oiíos 

Jornodo 8 horas diorios 
de trobo jo sin ultroposor 

48 horas 
semonoles 

Hora extra 50% 

Brasil 

1943 

Arts. 61 v 7' 

Prohibido poro 
menores de 
16 oiíos 

8 horas diorios 
sin ultroposor 
44 horas 
semonoles 

50% 

Chile Paraguay Uruguay 

ley 213/1993 No existe 
1994 modificado y un código 

octuolizodo especifico sino 
por lo uno compiloción 
ley 496/1995 de leyes 

Art. 19 Arts. 86 o 99 Arts. 53 o 64 
ns. 16o19 

Prohibido poro Prohibido poro Prohibido poro 
menores de menores de menores de 
18 oiíos, solvo 18 oiíos, solvo 18 oiios 
con outorizoción con outorizoción 
poro moyores poro moyores 
de 14 oiíos de 12 oiíos 

8 horas diorios 8 horas diorios 8 horas diorios 
sin ultraposor sin ultroposor sin ultraposor 
48 horas 48 horas 44 horas 
semonoles semonoles semonoles 

50%· 50% 100% 
; 

------------~ ... 
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FAMILIA, SALUD Y DERECHOS REPRODUCTIVOS 

Famf~a 

Según el texto de la Declar~ción Universal sobre Derechos Humanos, 
hombres y mujeres niayores de edad, sin cualquier restricción de raza, 
nacionalidad o religión, tienen derecho de contraer matrimonio y de 
fundar una familia. Gozan de iguales derechos con relación al casa­
miemo, su duración y su disolución. El casamiento no será válido sino 
con el libre y pleno consentimiento de los novios. La familia es el 
núcleo natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la pro­
tección de la sociedad y dei Estado19 1

• 

Además, la Convención sobre el Consentimiento, Edad Mínima y 
Registro para Casamiento192 de 1962, también enuncia conceptos y 
derechos relativos a la protección de la familia y dei casamiento. 

De hecho, la Convención fue objeto de serias resistencias a la luz de 
las prácticas y de la legislación vigente en los diversos países, sobre 
todo en los países en los cuales los matrimonias son acordados por los 
padres, con objetivo financiero, teniendo en cuenta que, de acuerdo 
con el texto de la Convención, está prohibido contraer matrimonio sin 
el libre y pleno consentimiento de ambas partes, por ellos personal­
mente expresado, después de la debida publicidad, ante las autorida­
des competentes para formalizar el matrimonio. 

Después de este documento, una recomendación declaratoria de 
1965, de naturaleza no-jurídica, sugirió la edad de 15 afios como la 
mínima aceptable para la realización de casamientos libres. Puede ob­
servarse que entre los países dei Mercosur, la Argentina, el Brasil y 
Chile fueron los únicos que la ratificaron. 

La Constitución dei Brasil, en su artículo 226, enuncia que la fami­
lia, base de la sociedad, tiene protección especial dei Estado. El Códi­
go Civil brasilefio, promulgado en 1916 por medio dei Decreto-Ley 
n. 3.071 , que ya sufrió innumerables modificaciones referentes a la 
familia, como la Ley n. 4.121/64 "Estatuto Civil de la Mujer Casadà', 
la Ley n. 6.515/77 "Ley dei Divorcio" de 1977 y la propia Constitu-

19 1 Arts. 16, I, II y III de la Declaración Universal sobre Derechos Humanos de 1948. 
192 Ver Cuadro III. 
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ción Federal de 1988, prevé que en el casamiento civil los derechos y 
deberes referentes a la sociedad conyugal serán ejercidos igualmente 
por el hombre y por la mujer. El mismo texto legal describe 3 clases de 
obstáculos para el casamiento que podrán dar lugar a su nulidad abso­
luta, a su nulidad relativa o al pago de una sanción por los novios que 
realicen un casamiento irregular193• 

En el Brasil está prohibido el casamiento de mujeres menores de 
16 afíos y de hombres menores de 18194

• Con todo, a pesar de la edad 
no se anulará el casamiento resultante de un embarazo. Para el casa-

.. ._ ! •.. 

miemo de los menores de 21 . aõos, es obligatorio el consentimiento de 
los padres. Tampoco pueden ~~se: (i) el viudo o la viuda que tenga 
un hijo dei cónyuge fallecido sin qu~ se haga el inventario de los bienes 
dei casal y se dé la parte correspondiente a los herederos195 y (ii) la 
viuda, o la mujer cuyo casamiento se deshiw por ser nulo o haber sido 
anulado: hasta 1 O meses después dei comienw de la viudez o de la 
disolución de la sociedad conyugal, excepto si antes de finalizado ese 
plazo diera a luz a un hijo196

• En este caso, el examen de DNA o la 
prueba negativa de embarazo puede interrumpir el plazo legal. 

El casamiento es anulable si hubiera, por parte de uno los novios, el 
consentimiento de error esencial con referencia a la persona dei otro. El 
Código considera error esencial el engafío sobre la identidad del otro cón­
yuge y sobre su honra y buena f.una, sobre la ignorancia de crimen inafian­
zable o sobre defecto físico irremediable o molestia grave y transmisible 
por contagio o por herencia, así como el defloramiento de la mujer igno­
rado por el marido197 (hoy ese precepto puede ser cuestionado debido a 
la igualdad entre hombres y mujeres garantizada por la Constitución 
Federal). Conviene destacar que, actualmente, en Brasil, existen diversos 
pedidos de anulación·de casamiento debido a que el cónyuge, infectado por 
SIDA (AIDS) anteriormente al casamiento, omitió esa información. 

193 Capítulo VI dei Código Civil dei Brasil. 
194 Art. 183, XII dei Código Civil dei Brasil. 
195 Art. 183, XIII dei Código Civil dei Brasil. 
196 Art. 183, XIV dei Código Civil dei Brasil. 
197 Art. 218 dei Código Civil dei Brasil. 
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El sistema jurídico brasilefio, por media de su jurisprudencia, ha 
considerado errar esencial también los casos de homosexualismo, alco­
holismo, impotencia, coitofobia, toxicomania, esterilización volunta­
ria, crimen, anomalía psíquica, hijos anteriores y epilepsia. 

La Constitución FedeGtl de 1988 eiiminó las desigualdades entre hom­
bres y mujeres. A pesar de no haber sido abolidos formalmente, determi­
nados Capítulos dei Código Civil, en particular ei Capítulo sobre la fami­
lia, deben ser interpretados de acuerdo con ei artículo 226, párrafo 5, de la 
Constitución Federal. Esta interpretación garantiza la igualdad entre los 
sexos y anula las jerarquias existentes en ei texto original dei Código. 

El casamiento civil puede ser disuelto por divorcio judicial con con­
sentimiento mutuo de los cónyuges, si están separados de hecho hace 
más de 2 afias. En los otros casos, ei divorcio judicial se realiza después 
de un afio de separación judicial, creando así una especie de "etapa de 
pruebà' para e1 mismo, lo que acaba sobrecargando los juzgados de 
familia. El divorcio puede ser solicitado por uno solo de los cónyuges, 
cuando éste imputa al otro conducta deshonrosa o cualquier acto que 
represente grave violación de los deberes dei casamiento, que torne 
insoportable la vida en común; o si uno de los cónyuges prueba la 
ruptura de la vida en común durante más de un afio en forma consecu­
tiva, y la imposibilidad de reconstitución 198

• 

El adulterio es considerado crimen en la legislación brasilefia. De 
acuerdo con ei artículo 240 dei Código Penal, en e1 crimen de adulte­
rio e1 co-reo incurre en la misma pena. La Acción Penal solamente 
podrá ser intentada por ei cónyuge ofendido y dentro de un mes después 
dei conocimiento de los hechos. Además, la Acción Penal jamás podrá 
ser intentada por e1 cónyuge desquitado (separado legalmente), por ei 
cónyuge que consintió en el adulterio o que lo perdonó expresa o tácita­
mente. El Código Civil, a su vez, prohíbe ei casamiento dei cónyuge adúl­
tero con su co-reo por ese motivo condenado199

, así como prevé la nuli­
dad de la donación dei çónyuge adúltero al co-reo200

• El Supremo Tri-

198 Arts. 4o y 5° de la Ley n. 6.515/77. 
199 Art. 183, V1I dei Código Civil dei Brasil. 
200 Art. 1.177 dei Código Civil dei Brasil. 
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bunal de Justicia dei Brasil rechaza, desde 1991, la alegación de legítima 
defensa de la honra como justificativa para el asesinato del cónyuge infiel. 

Conviene recordar que, en el Brasil, la Constitución Federal reco­
noce la unión estable como una de las formas de organización de la 
familia que merece protección del Estado. De acuerdo con la Ley 
n.9.278/96, fue reglamentada la Unión Estable entre el hombre y la 
mujer como entidad familiar. Los compafieros tienen derecho a ali­
mentos, probada la necesidad, mientras no constituyan una nueva 
unión. La antigua Ley n. 8.971/94 exigía, para la concesión de los 
alimentos, cinco afias de convivencia o la existencia de hijos en común, 
pero tal exigencia fue suprimida por la reciente ley de 1996, siendo que, 
ahora, la caracterización de concubinato y plazo de convivencia, para 
fines de alimentos, tendrán que ser determinados por la jurisprudencia 
que, sin embargo, ha mantenido el entendimiento, en lo que se refiere 
al plazo de convivencia de cinco afias. Los bienes adquiridos en el caso 
de unión estable comprobada pertenecen a ambos, así como la admi­
nistración del patrimonio. No habiendo descendientes o ascendientes, 
el compafiero sobreviviente tendrá derecho a la totalidad de la herencia. 

En este mismo íten resulta pertinente tratar de la cuestión de la 
emancipación. En el Brasil, cesará para menores, la incapacidad: por 
concesión del padre o, si éste está muerto, de la madre; si el menor 
tiene 18 afias cumplidos; si se casa; si ejerce un empleo público efecti­
vo; por graduación en curso científico superior o por el establecimien­
to civil o comercial con recursos propios201

• 

En la Argentina se menciona en forma explícita la cuestión de la 
protección de la familia y del casamiento. El artículo 75, n. 22 de la 
Constitución de ese país menciona una serie de Tratados lnternaciona­
les que son los responsables por esa protección. 

Mientras tanto, el Código Civil argentino vigente, de 1871, ya 
sufrió modificaciones, a ejemplo de la Ley n. 11.357/26 "De los Dere­
chos Civiles de la Mujer" y de la Ley n. 23515/87 "Matrimonio Civil 
y Divorcio Vincular", que enuncia que hombres y m1,1jeres, a partir de 
la edad núbil, tienen derecho, sin restriccióppor motivos de raza, na-

201 Art. 9 dei Código Civil dei Brasil. 
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cionalidad o reiigión a fundar una familia y a disfrutar de los derechos 
dei matrimonio, durante. y en caso de disolución202

• 

El mismo Código lista le!>s obstáculos legales al casamiemo, estando 
prohibido, por ejemplo, ei tasamiento de mujeres menores de 16 afias 
y de hombres menores d~ 18 afias, excepto con autorización judicial y 
comparecimiento de los representantes legales203• La Ley argentina en­
tiende que, en ~o de impotencia dei hombre, ei casamiento puede 
ser anulado. 

ll l 

En 1987, por media de la Ley 23.515 antes mencionada, se 
reformuló ei régimen de la familia en la Argentina, colocando ambos 
cónyuges en igualdad jurídica. 

Existe, en la Argentina, la figura dei divorcio vincular04, o sea, la 
separación de los cónyuges que vivieron juntos por un período supe­
rior a 3 afias. Son causas dei divorcio vincular: ei adulterio, ei atentado 
contra la vida dei otro o de uno de los hijos dei casamiento, la instiga­
ción para que ei otro cometa un crimen, la injuria grave, ei abandono 
volumaria e intencional dei domicilio familiar o la separación de he­
cho durante ei período de 3 afias. Decretado ei divorcio, los hijos me­
nores de 5 afias tienen la preferencia de quedarse con la madre. Cabe 
destacar que la legislación argentina se inclina a aceptar que, ocurrien­
do la separación de los padres, las hijas menores de cualquier edad 
queden al cuidado de la madre y que los hijos varones a partir de la 
pubertad permanezcan bajo la custodia dei padre. 

En la Argentina, sólo después de cumplir los 18 afias, los menores 
podrán ser emancipados, adquirir capacidad administrativa y disponer 
de sus bienes. La emancipación debe ser concedida por los padres o 
por los tutores con previa justificativa205 • 

La Constitución de Chile, desde ei artículo 1 o, prevé que la familia 
es ei núcleo fundamental de la sociedad, debiendo ei Estado proteger­
la y promover su fortalecimiento. Según ei Código Civil, la edad míni-

202 Art. 240 dei Código Civil de la Argentina. 
203 Art. 166, §5° dei Código Civil de la Argentina. 
204 Art. 202 dei Código Civil de la Argentina. 
205 Art. 128 dei Código Civil de la Argentina. 
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ma para casarse es de 18 afi.os206. Las mujeres menores de edad y ma­
yores de 12 afi.os y los hombres menores de edad y mayores de 14 afi.os 

pueden casarse con el consentimiento expreso de sus padres. A falta de 
ambos, con el consentimiento del ascendiente de grado más próximo. 
En caso de conflicto entre los parientes, prevalecerá la opinión favora­
ble al matrimonio207. La Ley de Matrimonio Civil de 1984, aunque 
con algunas modificaciones posteriores, expresa que no podrán con­
traer matrimonio los que tengan un vínculo matrimonial no disuelto, 
los menores antes de la pubertad, los que sufran de impotencia perpe­
tua e incurable, los que no puedan comunicarse claramente y los de­
mentes208. Tampoco pueden contraer matrimonio los ascendientes o 
descendientes por consanguinidad o afinidad ni los colaterales por con­
sanguinidad hasta el segundo grado incluso; ni el cónyuge sobrevi­
viente con el asesino o cómplice del asesinato de su marido o de su 

mujer, ni el que haya cometido adulterio con su co-participante du­
rante el plazo de 5 afi.os contados a partir de la sentencia establecida209. 

En Chile, el divorcio no disuelve el matrimonio; apenas suspende 

la vida en común de los cónyuges. El divorcio es temporal o perpetuo. 
La duración del primero no será superior a 5 afi.os. Las principales 
causas para la efectivación del divorcio son: el adulterio de la mujer o 

del marido, los malos tratos graves y repetidos por actos o palabras, el 
vicio del juego o la embriaguez y la tentativa de corromper a los hijos. 
La acción de divorcio prescribe en un afi.o210

• 

Existe actualmente un proyecto de ley sobre matrimonio civil, apro­
bado por la Cámara de Diputados, que se encuentra en el Senado, 
aguardando el primer informe de la Comisión de Constitución. En 

líneas generales, ese proyecto pretende relacionar un conjunto de rup­
turas y crisis graves que ocurren en la vida conyugal, reglamentando de 
forma articulada las separaciones de hecho, perfeccionando las causas 

206 Art. 1 06 dei Código Civil de Chile. 
207 Art. 107 dei Código Civil de Chile, modificado por la Ley n. 19.585 de 1998 
208 Art. 4o de la Ley de Matrimonio Civil. 
209 Art. 7° dei D.F.L n° 2/95. 
210 Arts. 19, 20 y 21 de la Ley de Matrimonio Civil. 
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de anulación y contemplando el divorcio vincular, sea por causas obje­
tivas no imputables a ninguno de los cónyuges, sea por el fin de la vida 
en común por un tiempo determinado, por la violación grave y reitera­
da de las obligaciones que impone el matrimonio o por incursión per­
manente en conductas qtie atenten contra sus fines. El proyecto con­
tiene también una norma que prohíbe totalmente el casamiento de 
personas menores de 16 afios. 

Finalmente, en Chile, el Código prevé dos tipos de emancipación: 
la legal, con la muerte de los padres, por matrimonio, cumplidos 18 
afios; y la judicial, en caso de maltrato, de abandono o de inhabilidad 
física o moral de uno de los padres, o en caso de haber sido condenado 
a pena aflictiva (a menos que el juez decida que, por la naturaleza del 
delito, no se coloca en riesgo el interés del hijo). En todos los casos 
anteriores, la emancipación se dará apenas en el caso de que uno de los 
padres no pueda asumir la patria potestad2 11

• Conviene mencionar 
que la antigua reforma de 1989 hizo avances en el tema de la capaci­
dad de las mujeres que, hasta esa época, eran relativamente incapaces, 
siendo tratadas como menores. 

El Código Civil paraguayo de 1986, tuvo modificaciones parciales 
muy importantes que incluyen: la Ley n. 1.266/87 de Registro del 
Estado Civil, la Ley n. 45/91 del Divorcio, la Ley n. 1/92 de la Refor­
ma Parcial del Código Civil, la Ley n. 204/93 que modifica el Código 
Civil y establece la igualdad de los hijos en el derecho hereditario. 

El artículo 1° de la Ley n. 1192 establece lo siguiente: "La mujer y 
el varón tienen igual capacidad de goce y de ejercicio de los derechos 
civiles, cualquiera sea su estado civil". Y bajo el título" De los derechos 
personales en las relaciones de familia del matrimonio" se determina 
que "La unidad de la familia, el bienestar y protección de los hijos 
menores y la igualdad de los cónyuges son principios fundamentales 
para la aplicación e interpretación de la presente Ley. Dichos principios 
son de orden público y no podrán ser modificados por convenciones 
particulares excepto cuando la Ley lo autorice expresamente" (Art. 2°). 

211 Arts. 270 y 271 dei Código Civil de Chile, en virtud de la última modificación de 

la Ley n. 19.585 de 1988. 
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Entre los impedimentos para contraer matrimonio se establece lo si­
guiente: "los menores de uno y otro sexo que no hubieren cumplicio 16 
afios de edad, excepto dispensa especial para casos excepcionales a partir 
de la edad de 14 afios y a cargo del J uez en lo tutelar del Menor" (Art. 17). 

El divorcio en el Paraguay está protegido por la Ley del Divorcio n. 
45/91 que, según su artículo 18, afirma: «promovida la demanda del 
divorcio, o antes de ella, en casos de urgencia, el Juez podrá, a pedido 
de la parte, decretar la separación provisoria del casal, autorizar a la 
mujer a residir fuera del domicilio conyugal o determinar que el mari­
do lo abandone». El adulterio puede ser encuadrado como uno de los 
motivos para la realización del divorcio. 

También en el Paraguay, la unión extra-matrimonial pública y esta­
tal entre personas con capacidad de contraer matrimonio producirá 
efectos jurídicos. Es válida la pensión de alimentos en uniones con 
comunión de bienes con duración de más de 4 afios. Siendo la unión 
por tiempo mayor que 1 O afios, está autorizada su inscripción en el 
Registro Civil o Juzgado de Paz, equiparándose a un matrimonio. 

Unión estable: la "unión de hecho o concubinato" está reglamenta­
da por la Ley n. 1192 (Artículos 83 a 94), por la Ley n. 1.183/86 (art. 
217) y por el artículo 51 de la Constitución Nacional que determina 
que "las uniones de hecho entre el hombre y la mujer, sin impedimen­
tos legales para contraer matrimonio, que reúnan las condiciones de 
estabilidad y singularidad, producen efectos similares al matrimonio, 
dentro de las condiciones que establezca la ley". Algunos artículos im­
portantes de la Ley 1/92 son: 

Art. 83 "La unión de hecho constituida entre un varón y una mujer 
que voluntariamente hacen vida en común, en forma estable, pública 
y singular, teniendo ambos la edad mínima para contraer matrimonio 
y no estando afectados por impedimentos dirimentes, producirá efec­
tos jurídicos conforme la presente Ley". 

Art. 84 "En la unión que reúna las características del artículo pre­
cedente y que tuviera por lo menos cuatro afios consecutivos de dura­
ción se crea entre los concubinos una comunidad de gananciales, que 
podrá disolverse en vida de ambos o por ~'usa de muerte; debiendo en 
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los dos casos distribuirse los gananciales entre los concubinos, o entre 
el sobreviviente y los herederos del otro por mitades. Cuando de la 
unión expresada hubieren qacido hijos comunes el plazo de duración 
se considerará cumplicio en la fecha del nacimiento del primer hijo." 

Art. 89 "Se presumen· hijos del concubino los nacidos durante la 
unión de éste con la madre, salvo prueba en contrario." 

Art.90 "Si terminada la convivencia y efectuada la separación de 
gananciales uno de los ex-concubinos careciere de recursos y estuviere 
imposibilitado de procurárselo, podrá solicitar alimentos al otro mien­
tras dure la emergencia." 

De acuerdo con la Constitución del Uruguay, la familia es la base de 
nuestra sociedad. El Estado cuidará de su estabilidad moral y material y 
de la formación de los hijos dentro de la sociedad212

• El Código Civil del 
Uruguay de 1868, es uno de los más antiguos de América Latina. En 
1946 fue aprobada la l..ey n. 10.783 "l..ey de los Derechos Civiles de la 
Mujer" que modificó substancialmente varios artículos del Código. 

El artículo 91 menciona los impedimentos relativos al casamiento 
y en el primer párrafo se indica la edad mínima de 14 afíos para los 
hombres y de 12 afíos para las mujeres. Como observación importan­
te, cabe destacar que la mujer viuda o divorciada no puede contraer 
matrimonio antes de pasados 301 días a partir del fallecimiento o se­
paración, salvo en caso de embarazo cuando podrá ocurrir el nuevo 
casamiento después del parto. Con todo, mediante una reforma del 
Código Penal uruguayo en 1975, buscando una mayor autonomia de 
las relaciones personales de las mujeres, quedó establecido que la mu­
jer viuda o divorciada puede volver a casarse transcurridos 90 días caso 
compruebe, por medio de certificado de médico especialista, que no 
está embarazada. 

El divorcio en el Uruguay disuelve el vínculo matrimonial y proce­
de por diversas causas establecidas restrictivamente en ley, por mutuo 
acuerdo o por voluntad de la mujer13

• De hecho, la mujer fue favore­
cida con relación a esta materia ya que no tiene la obligación de dar 

21 2 Art. 40 de la Constitución .de la República Oriental dei Uruguay. 
21 3 Arts. 148, 185 y 187 dei Código Civil dei Uruguay. 
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cualquier tipo de explicación, ni de probar sus derechos. Basta que su 
voluntad sea sancionada por la justicia para la realización del divorcio. 
La Separación de Cuerpos, con todo, puede realizarse por motivos como 

el adulterio, por cualquiera de los cónyuges y por la propuesta del 
marido para prostituir a la mujer14• 

Antes de la Ley n. 16.719/95 la cuestión de la emancipación en el 
Uruguay era polémica, una vez que los hijos hombres podrían ser eman­
cipados con 21 afios y las mujeres apenas con 30 afios, siendo conside­
radas hasta ese momento como "adultas menores" Actualmente las 
mujeres podrán ser emancipadas con 18 afios o al casarse215• 

CUADRO XXIV 

ASPECTOS DEL DERECHO DE FAMILIA 

Argentina Brasil 

Código Civil 1871 19J6C"I 

Fomilio en los Art. 75, n. 22 Art. 226 
Constituciones 

Trotados 
lnternocionoles 

Fomilio en el Arts . 159 o 247 Arts. 180 o 484 
Código Civil 

214Art. 148 dei Código Civil dei Uruguay. 
21 5 Art. 258 dei Código Civil dei Uruguay. 

Chile Paraguay Uruguay 

1855 216 1986 1868 
(reformo parcial 
en 1992) 

Art. 11 Arts. 4 9·52; Art. 40 
55; 57-61 ; 
95 

Arts. 102 o 337 Ley 1.183/86 Arts. 81 o 212 
dei CC (Arts. 132-276); 

Ley n. 1/92 
(Arts . Jl o 98) 

(Continuo) 

216 Con reformas posteriores, por medio, fundamentalmente, de las leyes as. 10.271 
de 1952, 18.802 de 1989, 19.335 de 1995 y 19.585 de 1998. 

(*) Todos los artículos dei Código Civil aún en vigor que significan discriminación 
por motivo de sexo fueron revocados en 1988, con la Constitución Federal. En 15 de 
agosto de 2001 , fue aprobado el nuevo Código Civij, que entrará en vigor en 2003. 
De acuerdo con el nuevo Código, la mayoridad pasará de 21 para 18 afios. El 
adulterio no se constituirá más en impedimento: para nuevo matrimonio, aunque 
constituya crimen por el artículo 240 dei Código Penal. 
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CUADRO XVII (continuoci6n) 

ASPECTOS DEL DIREITO DE FAMiliA 

Argentino Brasil 
' 

Copocidod Arts. 159o Arts: 180 o 
poro el 329 dei CC 484 dei CC 
Cosomiento 

Mujer moyor Mujer moyor 
de 16 unos, de 16 unos, 
hombre moyor hombre moyor 
de 18 oiios de 18 oi\os 

Impedimento Art. 166 dei CC Art. 183 dei CC 

Seporoci6n I Art. 214 ley 6.515/77 
Divorcio 

Divorcio ley de Divorcio 
Vincular 

Emoncipoción Ar!. 128 do CC Art. 91 dei CC 

Adulterio Art. 202 Art. 183, VIl 
dei CC y 
Art. 240 dei CP 

Unión estoble Sin referencio Art. 226 de lo CF 

Chile Poroguoy Uruguoy 

Art. 106 do CC Art. 17 do CC Arts. 81 o 212 
(ley 1/92) dei CC 

Ambos 
moyores de Ambos moyores Mujer moyor de 
18 oi\os, de 16 oi\os, 12 oi\os, 
mujer moyor y 14 oi\os con hombre moyor 
de 12 oiios y outorizoci6n de 14 oiios 
hombre moyor de juez 
de 14 oiios competente 

Arts. 41, 51, 61 y ley 1.183/ 86 Art. 91 dei CC 
71 de lo ley dei (Arts. 17·19); 
Matrimonio Civil ley 1/92 (Arts. 

140·143; 179) 

Arts. 19 o 28 de ley 45/91 Art. 148 
lo ley dei 
Matrimonio Civil ley de Divorcio Ventojos poro 
Divorcio Vinculor lo Mu jer 
Tempororio o 
perpetuo y no 
vinculo r 

Arts. 270y 20 oi\os Art.258 dei CC 
271 dei CC (Código dei 

Menor); 
Art. 36 dei CC 
(ley 1/92) 

Art. 71 de lo ley ley 45/91 Art. 148 dei CC 
dei Matrimonio (Art. 4 y 270) 
Civil 217 

ley 9.278/96 Sin referencio Sin referencio 
Arts. 83, 84, 
89 y 90 dei CC 
(ley 1/92) 

217 El adulterio dejó recientemente de ser delito a panir de la Ley n. 19.335 de 1995. 

Desde entonces se convinió en sanción civil solamente. 
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Salud y derechos reprodudivos 
Los derechos sexuales y reproductivos se refieren a la libre y responsa­

ble decisión de todo individuo sobre el número, la frecuencia y la 
oportunidad de tener hijos. Todos tienen derecho al control sobre sus 
propios cuerpos, a la vivencia de relaciones consensuales, a la informa­
ción y a la tomada de decisiones sobre la reproducción libres de discri­
minación, coerción o violencia. 

Estos derechos están tutelados por los recientes instrumentos inter­
nacionales como la Conferencia sobre Población y Desarrollo de El Cairo 
de 1994 (Declaración y Programa de Acción) que estableció los princi­
pias éticos concernientes a los derechos reproductivos. Así, 184 estados 
reconocieron estos derechos reproductivos como Derechos Humanos. 

En esa Conferencia se procuró promover la equidad y la igualdad 
de los sexos y los derechos de la mujer, eliminando todo tipo de violen­
cia contra la mujer y garantizando que sea ella quien controle su propia 
fecundidad, además de afirmar que las mujeres tienen el derecho indivi­
dual y la responsabilidad social de decidir sobre el ejercicio de la mater­
nidad, así como el derecho a la información y al acceso a los servicios 

para ejercer sus derechos y responsabilidades reproductivas, mientras 
que el hombre tiene la responsabilidad personal y social, a partir de su 
propio comportamiento sexual y de su fenilidad, por los efectos de ese 
comportamiento sobre la salud y bienestar de sus compafieras e hijas. 

Otros documentos internacionales también enfatizaron la impor­
tancia de los derechos reproductivos, como es el caso de la Cúpula 
Mundial sobre Desarrollo Social. Realizada en Copenhague en 1995, 

destacó la necesidad de asegurar la igualdad y armonía, así como la 
equidad de género, a través de cambios en las actitudes, políticas y 
prácticas estimulando la total participación y el fortalecimiento de las 
mujeres en todos los campos de la sociedad. La IV Conferencia Mun­
dial sobre la Mujer, Desarrollo y Paz realizada en Beijing, también en 
1995, destacó las relaciones de igualdad entre hombres y mujeres en 

lo que se refiere a las relaciones sexuales y a la reproducción incluyendo 
el respeto a la integridad de las personas, el r'espeto y el consentimien­
to recíprocos y la voluntad de asumir coQjuntamente las responsabi-
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!idades de las consecuene.ias del comportamiento sexual. Además, esa 
Conferencia afirma que lós derechos sexuales y reproductivos constitu­
yen parte inalienable de los Derechos Humanos. 

Los documentos ·básicos de esas Conferencias, a pesar de no ser 
textos legales, como los .Tratados lnternacionales, son considerados, 
por los Estados miembros de las Naciones Unidas, como fuentes del 
derecho que deben ser incorporadas en su interpretación y aplicación218

• 

Los artículos destinados a la salud en la Constitución del Brasil son 
cinco y están induidos en el capítulo referente al orden social, además de 
los textos rdativos a la cuestión de la igualdad, de la no discriminación, de 
los derechos sociales y de la información anteriormente mencionados. El 
Sistema Único de Salud prevé la atención entres áreas, induyendo la asisten­
cia social, la seguridad social y la salud, promovidas de manera integrada. 

De acuerdo con el texto, la salud es un derecho de todos y un deber 
del Estado, garantizado mediante políticas sociales y económicas que 
busquen la reducción de riesgos de enfermedades y el acceso universal 
e igualitario a las acciones y servicios para su promoción, protección y 
recuperación219

• 

Son de relevancia pública las acciones y servicios de salud, cabiendo 
al Poder Público disponer, en los términos de la ley, sobre su regla­
mentación, fiscalización y control, debiendo ser ejecutada directamente 
o a través de terceros y, también, por persona física o jurídica de dere­
cho privado220

• La asistencia a la salud está liberada para la iniciativa 
privada221

• Está vedado el destino de recursos públicos para auxilios o 
subvenciones de las instituciones privadas con fines de lucro222

• 

Además, merece destaque el artículo 201 que prevé que los planes 
de previdencia social, mediante contribución, se ocuparán de la pro­
tección a la maternidad, especialmente a la gestante. 

218 Linhares, Leila. As Conferências das Nações Unidas influenciando a mudança 
legislativa e as decisões do Poder Judiciário. Seminário "Direitos Humanos: Rumo 

a uma Jurisprudência da Igualdade", Belo Horizonte, de 14 a 17 de mayo de 1998. 
21 9 ('üt. 196 de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
220 Art. 197 de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
22 1 Art. 199, caput de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
222 Art. 199, §2° de la Constitución de la República Federativa dei Brasil. 
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El artículo 226, § 5° reitera ei principio de la igualdad entre los 
géneros cuando afirma que los derechos y deberes referentes a la socie­

dad conyugal, son ejercidos igualmente por ei hombre y por la mujer. 
Uno de los grandes impactos habidos en los últimos afios con reia­

ción a la familia en Brasil, fue la brusca ca:ída de la natalidad, con la 
disminución dei índice de fecundación y la generalización abusiva de 
la esterilización femenina. Las transformadones de la familia brasilefia 
en los últimos afios indican nuevas estructuras familiares, tales como 
famílias menores y aumento significativo de mujeres jefes de familia. 

En ei Brasil no hay restricciones para la producción y comerciali­
zación de anticoncepcionales, siempre que sean considerados idóneos 
porei Sistema Nacional de Salud, autorizados porei respectivo Minis­
terio y registrados en ei Instituto Nacional de Patentes Industriales. 
También se venden en Brasil, sin necesidad de receta médica, píldoras 

anticonceptivas, preservativos, geis espermicidas, diafragmas y dispo­
sitivos intra-uterinos. 

Con reiación a la planificación familiar, a partir de la idea de que las 
mujeres deben ser particularmente capaces de decidir si, cuándo y 
cómo quieren tener sus hijos, la Constitución brasilefia, en ei § 7° dei 
artículo 226, afirma: "Con fundamento en los princípios de la digni­

dad de la persona humana y de la paternidad responsable, la plani­
ficación familiar es libre decisión dei casal, compitiendo al Estado 
propiciar recursos educativos y científicos para el ejercicio de ese de­
recho, estando prohibida cualquier forma de coerción por parte de 
instituciones oficiales o privadas. La Ley n. 9.263/96, "Ley de la 
Planificación Familiar", reglamenta ese artículo, estableciendo los si­

guientes princípios: 
(i) el derecho a la esterilización quirúrgica a los mayores de 25 afios 
de edad y a los que tengan por lo menos 21 afios y dos hijos vivos; 

(ii) prohibición de la esterilización quirúrgica en mujer durante 
los períodos de parto o aborto, teniendo en cuenta que ésa es la 

principal causa de mortalidad materna e~ ei país; 

(iii) notificación compulsaria a la directión dei Sistema Único de 
Salud de todas las esterilizaciones realizadas; prohibición de la 



inducción o instigación individual o colectiva a la práctica de la 

esterilización quirúrgica, así como de la exigencia de atestado de 

esterilización o de test de embarazo para cualquier finalidad; 

(iv) registro, fiscàlizac~ó'n y contrai, por el Ministerio de la Salud, 

de las instituciones y servicios que realizan acciones y pesquisas en 

el área de la planificación familiar; y 

(v) establecimiento de Una penalidad en el caso de no cumplimiento 

de esta ley. 

De acuerdo con el Proyecto de Reforma dei Código Penal brasile­

fi.o, la esterilización quirúrgica está permitida siempre que sea realiza­

da de acuerdo con las normas legales. Si no se cumplen estas normas, la 
sanción penal es de prisión de 5 afias. La esterilización no quirúrgica con­

figura, por sí sola, una lesión gravísima, con pena igual a la de la este­
rilización quirúrgica hecha sin cumplimiento de las normas legales. 

El artículo 75 de la Constitución de la Argentina hace referencia a 

una serie de Tratados lnternacionales adoptados por el País en lo que se 

refiere al derecho a la salud y, por lo tanto, en el ámbito de los dere­
chos reproductivos. 

Como ejemplo tenemos la citada Convención sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que afirma, en 

su artículo 12: "1) Los Estados participantes adoptarán todas las me­

didas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la 

esfera de los cuidados médicos, para asegurar, en condiciones de igual­

dad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios médicos, incluso los 
que se refieren a la planificación familiar. 2) Sin perjuicio de lo dis­

puesto en el párrafo 1°, los Estados participantes garantizarán a la 

mujer la asistencia adecuada relativa al embarazo y al parto, proporcio­
nándole asistencia gratuita cuando sea necesario y le asegurarán una 

nurrición adecuada durante el embarazo y la amamantación". 

Es importante destacar que la "Constitución de la Ciudad Autóno­

ma de Buenos Aires" representó un avance notable en el reconocimien­

to explícito de los derechos reproductivos y sexuales, libres de coerción 
y de violencia, como Derechos Humanos básicos, especialmente el 

derecho de decidir con responsabilidad sobre la procreación, el núme-
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ro de hijos y el intervalo entre sus nacimientos223• Además, incorpora 
la educación sexual en el programa dei ciclo educacional básico y reco­
noce, en su artículo 37, los derechos reproductivos y sexuales como 
derechos humanos básicos, especialmente en lo referente a la decisión 
responsable sobre la procreación. La legislación garantiza la igualdad 
de derechos y responsabilidades de mujeres y hombres como progeni­
tores y promueve la protección integral de ia familia. 

Se encuentran referencias en el artículo 21 dei Segundo Capítulo 
(Salud) de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que garanti­
za a la población la información, la educación, los métodos y la presta­
ción de servicios que hagan valer ese derecho. 

El Decreto n. 2.274/87 dei Ministerio de Salud y Acción Social de 
la Argentina consagra el derecho de que cada persona, cualquiera que 
sea su estado civil, pueda decidir sobre la planificación familiar. Con 
todo, ese Decreto no se refiere al uso de métodos anticoncepcionales. 
Sin embargo, en 1995 se aprobó en la Cámara de Diputados un proyec­
to sobre salud reproductiva llamado "Ley de la Procreación Responsa­
ble". Los objetivos dei proyecto son: contribuir para la disminución de 
la mortalidad materno-infantil y asegurar a todos os habitantes el ejer­
cicio de sus derechos reproductivos de manera libre y responsable. 

El artículo 86 de la Constitución de Paraguay "Dei Derecho a la 
Salud" afirma que el Estado promoverá y protegerá la salud como de­
recho fundamental de las personas y de interés de la comunidad, y el 
artículo 69 "Dei Sistema Nacional de Salud" enuncia la promoción de 
un sistema nacional de salud que ejecute acciones sanitarias integradas 
con las políticas y que posibilite la coordinación y la complementación 
de programas y recursos dei sector público y privado. 

Además, la Constitución, en su artículo 61 , "De la Planificación 
Familiar y de la Salud Materno Infantil" establece que el Estado reco­
noce el derecho de las personas de decidir libre y responsablemente 
sobre el número de sus hijos y la frecuencia de los nacimientos de los 
mismos y de recibir educación, orientación científica y servicios ade­
cuados en esta materia. 

223 Art. 11 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
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Existen programas gubernamentales y privados para regular la na­
talidad en el Paraguay. El Código Sanitario de 1980 dispone que la 
reproducción humana debe ser practicada con libertad y responsabili­
dad, protegiendo la salud dei individuo desde su nacimiento. El Mi­
nisterio de Salud informà y prescribe métodos anticonceptivos. Los 
métodos más coinunes son los dispositivos intra-uterinos y las píldo­
ras. Entre los artículos dei código destacamos: 

Art. 55 "De la maternidad y de la paternidad: La maternidad y la 
paternidad responsables serán protegidas por el Estado el cual fomen­
tará la creación de instituciones necesarias para diéhos fines ." 

Observación: estos artículos no están reglamentados y actualmente 

la Coordinación de Mujeres dei Paraguay está coordinando un proceso 
participativo para la discusión y presentación de una propuesta de ley 
especial sobre salud reproductiva. 

El Código Sanitario (Ley n. 836/80) incluye en el Título 1 "De la 
salud de las personas", en el Capítulo I "de la Salud Familiar", entre 
otros, los siguientes capítulos y secciones: 

Sección 11. De lo reproducción humano 

Art. 18 La reproducción humana debe ser practicada con libertad 
y responsabilidad protegiendo la salud de la persona desde su 
concepción. 

Art. 19 Corresponde al sector salud bajo la supervisión y control 
dei Ministerio, promover, orientar y desarrollar programas de 
información, educación y servicios médicos sociales dirigidos a la 
familia y todo lo relacionado con la reproducción humana, vigilando 
que ellos se lleven a cabo con el debido respeto a los derechos 
fundamentales dei ser humano y a la dignidad de la familia. 

Art. 20 Los programas de protección familiar deben obedecer a las 
estrategias dei sector salud, en coincidencia con los planes y 
exigencias dei desarrollo económico y social, de acuerdo con los 
valores y expectativas de la Nación. 
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Este código precisa ser modificado para incorporar los mandatos 
constitucionales y los compromisos internacionales asumidos por el 
Paraguay. 

Otra ley que es necesario revisar, relativa a la salud reproductiva, es 
la "Ley dei SIDA" (n. 102/91), que reproduce conceptos estereotipados, 

basados en preconceptos y discriminación de los "grupos de riesgo". 
El artículo 8 de esta Ley expresa: "Se consideran grupos de alto 

riesgo a homosexuales, bisexuales, heterosexuales promiscuas, 
meretrices, proxenetas, drogadictos intravenosos, politransfundidos, 
población carcelaria, nifios, jóvenes de la calle, y todo otro grupo así 
considerado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social." 

En el campo de la formulación de políticas existen instrumentos 
importantes: en 1994 fue aprobado el Plan Nacional de Salud 
Reproductiva y Planificación Familiar (MSP y BS) ejecutado por el 

Consejo Nacional de Salud Reproductiva; en 1997 el Plan Nacional 
de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres de la Secretaría de la 
Mujer de la Presidencia de la República, que establece medidas funda­

mentales en el sector de la salud sobre la materia. Y en 1998 se elaboró 
la Política Nacional de Atención a la Salud Integral de las Mujeres dei 
Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSP y BS). 

El artículo 19, n. 9 de la Constitución de Chile también establece 
que el Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de 
promoción, protección y recuperación de la salud y la rehabilitación 
dei individuo. No existe en Chile un instrumento jurídico específico 
relativo a las normas de protección a los derechos reproductivos. Lo 
que existe son conjuntos de Decretos e lnstrucciones dei Ministerio de 
Salud dispersos dentro de la legislación chilena. 

En Chile, el uso de anticoncepcionales es frecuente y se generalizó a 
partir de 1967, por medio de un Convenio entre el Ministerio de Salud 

y la asociación de protección a la familia. Los métodos disponibles son 
los dispositivos intra-uterinas, anticoncepcionales orales, preservativo y 
diafragma. La Autoridad sanitaria no acepta la esterilización como méto­

do de control de la natalidad, admitiéndola solatnente después de oídos 3 
médicos especialistas y mediante el conse?timiento previo por escrito. 
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En el Uruguay, la Constitución determina que el Estado legislará 
en todas las cuestiones relacionadas con la salud o higiene pública, 
procurando el perfeccionamiento físico, moral y social de todos los 
habitantes del país. El Estado proporcionará gratuitamente los medios 
de prevención y de asistericia224

• 

No existe legislación sobre técnicas de reproducción asistida, pero 
existe un proyecto de Ley sobre el tema presentado en 1966 y que 
todavía no fue votado. Las técnicas de reproducción humana asistida 

se aplican hace 1 O afios en el país y sus prácticas se rigen según los 
criterios de los centros que las realizan. 

CUADRO XXIV 

DERECHOS REPRODUCTIVOS 

Argentino Brasil Chile Poroguoy Uruguoy 

Solud en los Ar!. 75, n. 22 Arts. 196, Protecci6n Arts. 55 v 61 Art. 38 
Constituciones 197, 199, Amplio 

Trotados 201 , 203 y Art. 19, n. 9 Amplio Restricto 
lnternocionoles 226 

Restricto 

Principoles Decreto n. Ley 9.263/96 - Código Sonitorio -
Normas 2.274/87 (ley 836/80) , 
Nocionoles ·rlonificoci6n ley dei SIDA 

Familiar" (ley 1 02/91) 

Aborto 
El Código Penal brasilefío, en los artículos 124 y 270, considera cri­
men el aborto. Por el artículo 128 se permite el aborto en caso de 
riesgo para la vida de la gestante (aborto necesario) o cuando el emba­
razo es fruto de estupro (aborto sentimental). 

Así, no se castiga el aborto practicado por el médico en caso de 
necesidad para salvar la vida de la gestante o siendo la gravidez resul­
tante de estupro; en estos casos el aborto podrá practicarse con el con­
sentimiento de la víctima o, cuando incapaz, de su representante legal. 

224 Art. 38 de la Constitución de la República Oriental dei Uruguay. 
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El Proyecto de Reforma dei Código Penal brasilefio amplía los per­
misos para ei aborto en caso de anomalia fetal grave e irreversible, casos 

que ya cuentan con la autorización dei Poder Judicial. 

Por ei Código Penal de la Argentina, será castigado aquél que pro­
voque un aborto, variando la pena si se hace sin ei consentimiento de 

la mujer o con él. También será castigada la mujer que provoque ei 
propio aborto o permita que otro lo haga, aunque la tentativa de la 
mujer no sea castigada. El aborto necesario sólo se acepta si es practica­
do por médico diplomado con ei consentimiento de la mujer y en ei 
caso de peiigro para la vida de la gestante. El aborto también es reco­
nocido si es consecuencia de un atentado violento al pudor cometido 
contra una mujer idiota o demente, siendo necesario en esos casos ei 
consentimiento de un representante legal225• 

En ei Paraguay, ei aborto es considerado la principal causa de mor­

talidad materna. Sin embargo, cuando fue promulgado ei nuevo Códi­
go Penal, en 1997, los artículos referentes a la penalidad dei aborto 
fueron los únicos no abolidos, manteniéndose la redacción dei Código 

Penal de 1914 y sus modificaciones posteriores: 
Art. 349 La mujer que cause su propio aborto, por cualquier media 
empleado por eila misma o por un tercero con su consentimiento, 

será castigada con penitenciaria de 15 a 30 meses. 

Si hubiera obrado en ei interés de salvar su honor será castigada con 
prisión de 6 a 12 meses. 

Art. 350 La pena será de 4 a 6 afias si por razón de los medios 
empleados para causar ei aborto o por ei hecho mismo dei aborto 
resultare la muerte de la mujer. 

Si la muerte de la mujer resultare de haber empleado para hacerla 
abortar medias más peiigrosos que los consentidos por eila, la pena 
será de 6 a 8 anos de penitenciaria. 

Art. 351 El que sin ei consentimiento de la paciente causare 
dolosamente ei aborto de una mujer, empleando violencia o medias 

directos, será castigado con 3 a 5 afias d~ penitenciaria. 

225 Arts. 85 a 88 dei Código Penal de la Argentinoa . . · 
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Si resulta la mueri:e d~ la mujer, el culpable sufrirá de 5 a 10 afias 
de penitenciaria. 

En los demás casos el aborto no consentido por la paciente será 

castigado con 2 a 5 ~o~ de penitenciaria. 

Art 352 Las. penas establecidas en los tres artículos precedentes 
serán aumentadas en un 50% cuando el culpable sea el propio 
marido de la paciente. 

El mismo aumento se aplicará a los médicos cirujanos, curanderos, 
parteras, farmacéuticos, sus practicantes y ayudantes, los fabrican­

tes o vendedores de productos químicos y estudiantes de medicina 

que a sabiendas hubiesen indicado, suministrado o empleado los 
medias por cuales se hubiere causado el aborto o hubiere sobrevenido 
la muerte. 

Estará sin embargo exento de responsabilidad cualquiera de éstos 
que justifique haber causado el aborto indirectamente, con el pro­

pósito de salvar la vida de la mujer puesta en peligro por el embarazo 
o por el parto. 

Art. 353 En caso de aborto causado para salvar el honor de la espo­
sa, madre, hija o hermana, las penas correspondientes serán 
disminuidas a la mitad. 

Ésta es la única situación dentro del Código Penal en que se man­
tiene el concepto de "honra femenina" como factor atenuante del 
delito. En este mismo código, en el Capítulo "Crimenes punibles 
contra la vidà', el artículo 109 exime de castigo cuando el aborto es 
causado para salvar la vida de la madre. 

La Constitución Nacional, de acuerdo con las convenciones inter­
nacionales, incorpora el Art. 4 "Del Derecho a la Vidà', que fue re­
dactado de la forma siguiente: 

"E! derecho a la vida es inherente a la persona humana. Se 
garantiza su protección, en general, desde la concepción. Queda 
abolida la pena de muerte. Toda persona será protegida por el 
Estado en su integridad física y psíquica, así como en su honor 
y en su reputación. La ley reglamentará la libertad de las per-
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sonas para disponer de su propio cuerpo sólo con fines científicos 
o médicos." 

La incorporación de la frase "en general, desde la concepción", que 

no figura en la constitución anterior, generó una fuerte oposición de la 
Iglesia Católica y de grupos religiosos que lo consideran como una 
abertura a la despenalización dei aborto226

• 

En Chile, el aborto está caracterizado en los artículos 342 a 345 de 
su Código Penal. Será castigado aquél que maliciosamente provoque el 
aborto, variando la pena si practicado con el consentimiento de la mujer 
o sin él. De acuerdo con el artículo 344, la pena será disminuida si e1 
aborto tuviera por fin ocultar la deshonra de la mujer. Vale la pena 
recordar que, de acuerdo con la legislación chilena, e1 aborto no está 
caracterizado como un delito contra la vida y sí contra e1 orden de las 
familias y de la moralidad pública. A su vez, en virtud de una reforma 

dei Código Sanitario de 1989, su artículo 119 establece que "no podrá 
ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea e1 de provocar e1 aborto", impi­
diendo, por lo tanto, la realización dei aborto por razones terapêuticas. 

En e1 Uruguay, a su vez, e1 aborto está caracterizado como un "De­
lito contra la Personalidad Física y Moral dei Hombre"227 y su pena 
varía si cometido con e1 consentimiento de la mujer o sin él, y con la 

colaboración o no de un tercero, causando lesión o muerte de la mujer, 
y en circunstancias agravantes (si practicado por medio de violencia y 
fraude; si la mujer es menor de 18 afios o privada de sus razones o 
sentidos, o cuando practicado por e1 marido). 

El derecho a la vida está consagrado y la vida está protegida desde la 
concepción. E! aborto es un delito con objetividad jurídica (Ley n. 

9.763 de 1938, artículos 325 y 328 y Código Penal). La discrimina­
ción dei aborto se ttansformó en una polémica pública y legislativa y 
en la plataforma de organizaciones de mujeres de los últimos afios, 
pero no hubo modificaciones legislativas al respecto. 

226 POMPA, M.C.- "Aborto y salud pública", en ":Derechos Humanos en el Para­

guay 1997", op. cit., pp. 345-357. 
227 Arts. 325 a 328 dei Código Penal dei Uruguay. 

,---------------'·· 
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Si el aborto es coineüdo para salvar la honra de la esposa o de un 
paciente próximo, la pena será disminuida y en algunos casos eximida 
de castigo. Si el aborto es cometido sin el consenrimienro de la mujer, 
para eliminar el fruto de una violación la pena será disminuida; si 
cometido con el consêntímiento de la mujer, no habrá punición. La 
misma regia se aplica en casos de riesgo para la vida de la mujer. 

CUADRD XXV 

ASPECTOS DEL ABORTAMIENTO 

Argentina Brasil Chile Paraguay Uruguay 

Aborto en el Arts. 85 a 88 Arts. 124al28 Arts. 342 a 345 Arts . 349 a Arts. 325 a 
Código Penal 353 dei 328 

Aborto Aborto necesorio Peno menor Código Penal 
Sentimental (riesgo poro lo cuondo es poro Peno menor 
proveniente de vida) o ocultar lo Pena menor cuondo es 
atentado Sentimental deshonro de cuondo es poro salvar lo 
violento ol (estupro) lo mujer poro salvar lo honro 
pudor apenas honro de lo de lo mujer o 
de persono mujer de poriente 
idiota o próximo 
demente 
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Conclusión 

SUBSIDIOS PARA UNA AGENDA DE 
DERECHOS HUMANOS PARA EL MERCOSUR 

La legislación referente a los derechos humanos en los países dei 
Mercosur presenta convergencias relevantes en algunos asuntos funda­
mentales para la elaboración de una agenda común. Sin embargo, este 
estudio indica también la presencia de discrepancias significativas que 
suscitan la necesidad de que se proceda a una amplia discusión entre 
organizaciones de la sociedad civil, gobiernos y sectores comerciales en 
el sentido de establecer un consenso en torno de algunos derechos 

básicos de ciudadanía que deberían ser reconocidos por todos los esta­
dos miembros. Estos derechos, expresados en legislaciones, políticas 
públicas y acuerdos, constituirían un pasaporte de protección a los de­

rechos humanos en el Mercosur, sin el cualla propuesta de una efecti­
va integración en el Cono Sur no se realizará. 

El Mercosur es un organismo reciente, cuya creación data de 1991, 

con el Tratado de Asunción. La consolidación de una agenda común 
de derechos humanos en este mercado regional todavia está en sus 
primordios. Es importante tener presente que los primeros acuerdos 
comerciales en el âmbito de la Unión Europea datan de 1951 y que su 
carta de derechos humanos fue promulgada solamente en 1997, refle­
jando un largo proceso histórico de maduración. Sin embargo, a pesar 

de esta comparación ser útil, es necesario reconocer que la integración 
de los derechos de ciudadanía en el âmbito dei Mercosur no podrá 
avanzar en el mismo ritmo ya que en este ínterin ocurrieron transfor­

maciones mundiales cruciales. Actualmente, con la gran velocidad de 
circulación de las informaciones, el perfeccionamiento de los mecanis­
mos de monitoración de los acuerdos internacionales de derechos hu­
manos, la transnacionalización de las Ofg'aniz(lciones de la sociedad 
civil, la universalización de los derechos ,humanos y la transversalidad 
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de los efectos de la globalización económica, es necesario el estableci­
miento de otro ritmo de actuación para la afirmación de los derechos 
humanos en el âmbito de lqs acuerdos comerciales. 

Comparando los diversos países es posible afirmar que, en un senti­
do amplio, el Brasil avanzo significativamente en términos de adapta­
ción de la legislatión nacional a las normas internacionales de derechos 
humanos. La Constitución paraguaya, fuertemente inspirada en la legis­
lación brasilefi.a, también presenta importantes avances en este campo. 

La Argentina, a su vez, presenta muchas innovaciones importantes 
en la legislación a nível provincial, incluyendo aspectos que en muchos 
casos están más avanzados que en la legislación nacional, lo que, en 
menor escala, también ocurre en el Brasil. 

Chile y Uruguay son los países que presentan menores avances en 
temas ligados al comportamiento y a los cambias culturales, reflejo del 
propio carácter más conservador de estas sociedades. Presentan, entre 
tanto, una mayor consolidación en términos de las políticas sociales y 
de la prestación de servicios básicos. 

Frente a este cuadro, ~qué podemos esperar en materia de avances 
en el proceso de unificación regional en el campo de la protección y de 
la promoción de los derechos humanos? Presentamos a seguir algunas 
recomendaciones. 

a) Es significativa la adhesión de los países a la gran mayoría de los 
tratados internacionales que establecen un nível común de derechos 

humanos. Este nível no es, sin embargo, uniforme en la medida en 
que todavía existe la necesidad de que Brasil, Chile, Paraguay y 
Uruguay ratifiquen algunas convenciones y protocolos1

• 

b) El tema referente a los derechos civiles y políticos es uno de los que 
presentan mayor convergencia entre los cinco países analizados. Existe 
una consolidación de princípios que rigen el Estado de Derecho y 
las libertades individuales en términos de la legislación de cada 
país. Una cuestión específica en este campo se refiere a la necesidad 
de unificar los posicionamientos de los diferentes países con relación a 

1 Ver cuadro de ratificación de las convenciones y pactos internacionales presentado 

en el Capítulo I. 
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la pena de muerte, adoptando la forma constante de la Constirución 
dei Uruguay (no se aplicará la pena de muerte por ningún motivo). 
c) Existen grupos socialmente vulnerables que enfrentan proble­

mas comunes en todos los países. Para implementar políticas que 
protejan y promuevan la igualdad entre los diferentes grupos en 
estas sociedades, debería haber una articulación de acciones com unes, 
tanto en ei ámbito dei Estado como en el de la sociedad civil, con 
relación a los siguientes grupos: 
• poblaciones indígenas: son necesarios avances en las políticas orien­

tadas a la demarcación de las tierras y garantía de preservación de 
la cultura, incluso a través de la educación multicultural, enun­
ciada en diversos programas gubernamentales; 

• población negra: la legislación anti-racista, así como experiencias 
de políticas de promoción de la igualdad, deben ser ampliadas y 
perfeccionadas; 

• nifios y adolescentes: se debe proceder a la unificación de la legis­
lación respetando la adaptación a la Convención de los Derechos 
dei Nifio, en los casos de Chile, Paraguay y Uruguay; 

• portadores de deficiencia: todavía es necesaria la implementación 
de legislación y de programas específicos, siguiendo el ejemplo de 
los que ya existen en Uruguay y Chile; 

• mujeres: importancia de la implementación de programas de pro­
moción de la igualdad en el ámbito dei mercado de trabajo y 
reformulación de la legislación pertinente, en los casos de Chile y 
Uruguay, para que no hagan más referencia a los crímenes sexua­
les como crímenes contra el orden o la moral familiar; 

d) lntercambio y permuta de experiencias sobre programas de 
prevención y combate a la violencia doméstica, previstos en todos 

los países. 
e) Propuesta de discusión y unificación sobre la legislación refe­
rente a los crímenes sexuales, eliminando cualquier referencia a as­
pectos tales como "defensa de la honrà' y otros afines. La mejor 

experiencia en ese sentido es el reciente Código Civil paraguayo, 

promulgado en 1997. 
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f) Incorporar conjuntamente a la legislación de cada país el princi­
pio de la libre orientación sexual y de la no discriminación en función 

de la misma. 
g) En lo que respecta ,a la protección del medi o ambiente, es 
necesario estimular tainbién acciones conjuntas e intercambio de 

experiencias; En el caso de la Argentina, se requiere un mayor 
detallamiento y especificación de los mecanismos de protección 

ambiental existentes a nivel legal. La Legislación ambiental del 
Paraguay merece destaque por su detallamiento y amplitud, 
pudiendo servir de ayuda para los otros países; 
h) Derechos laborales: área de mayor avance en términos de medidas 
conjuntas entre los países de la región. Es importante hacer aquí 
referencia a la Declaración Sacio-Laboral del Mercosur, firmada por 
los dirigentes de todos los países del bloque. Es necesario establecer 
prioridades que garanticen la protección a los derechos básicos en 
común, principalmente a aquellos contenidos en este documento. 
i) Con relación al Derecho de Familia, son necesarios avances en 
Chile, en lo que se refiere a la legislación sobre divorcio. Además, es 
preciso promover la unificación de la legislación referente a aspec­

tos como edad mínima para el casamiento, criminalización del 
adulterio y reconocimiento de la unión estable. En este último as­
pecto, Argentina, Chile y Uruguay deberían elaborar mecanismos 
legales que la reconozcan. 

j) Salud y derechos reproductivos: es necesario establecer un 
intercambio de experiencias sobre programas orientados a la salud 
reproductiva y a la planificación familiar, previstos en todos los pa­
íses como derecho individual y como acción a ser promovida por el 
Estado (en términos de información y oferta de medias 
anticoncepcionales). Además, es preciso unificar la legislación so­
bre el aborto legal vigente en los diferentes países, para que Chile, 
Paraguay y Uruguay contemplen la no criminalización del aborto 
terapéutico o en caso de estupro. 

k) Un aspecto específico dentro del tema de la salud es el de pro­
gramas orientados a la prevención y tratamiento de los portadores 
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de IVH/SIDA. Desde ei punto de vista dei tratamiento, es impor­
tante destacar que el Brasil y el Uruguay son pioneros en la 
distribución gratuita de un cóctei anti-virótico. Esta medida debe 
ser extendida a todos los países. Corresponderia investigar la posición 
de los planes de salud para los portadores de IVH/SIDA y el 
establecimiento de mecanismos que prevengan la discriminación 
de los portadores de IVH/SIDA en ei mercado de trabajo. 

Otros dos aspectos merecen ser mencionados al tratar de la protec­
ción de los derechos humanos a nivel regional. En primer lugar, es 
cada ve:z más apremiante la necesidad de que los países dei Mercosur se 
articulen, a partir de una agenda común, en acciones conjuntas con ei 
objetivo de combatir violaciones de los derechos humanos y otros de­
litos que ocurren en ei âmbito transnacional y regional, como ei tráfico 
de armas, ei tráfico de drogas, las redes de prostitución (incluso infan­
til), los crímenes que ocurren en la Internet, como la incitación al 
racismo y a la xenofobia, entre otros. 

En segundo lugar, y aunque no haya sido explicitamente tratado en 
este documento, no podemos dejar de referimos a los procesos de in­
vestigación y punición de los responsables por crímenes de naturale:za 
política ocurridos en los períodos de la dictadura militar en ei conjun­
to de los países investigados. Reconocemos la importancia de esta in­
vestigación como piedra fundamental para la vigencia dei Estado de 
Derecho en esos países. En ese sentido, también es necesaria la articu­
lación regional para enfrentar aspectos que extrapolan la capacidad de 
investigación de cada país, tales como las acciones conjuntas de las 
fuerzas armadas de varios países, lo que se observó en el caso de la Opera­
ción Cóndor, que recientemente volvió a ser objeto de investigación. 

Las cuestiones aquí presentadas constituyen apenas un punto de parti­
da para la elaboración de una agenda de derechos humanos en el Mercosur. 
Para tratadas con más profundidad, es fundamental analizar en qué 
medida diferentes sectores de cada país reconocen estas demandas como 
derechos y están dispuestos a pensar en un . proyecto ·de la sociedad y 
en un acuerdo regional que lleve en consiqetación estas varias dimensio­
nes, no apenas de forma retórica, sino comq derechos y políticas efectivos. 
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MARCOS DOCTRINARIOS Y POLÍTICOS 

En términos jurídicos, el Mercosur ha avanzado en el ámbito del De­
recho Comercial e lmpositiV'O, ultrapasando la temática laboral y poco 
o casi nada en términos de los derechos humanos tomados en una 
perspectiva más amplia. E~te cuadro refleja la composición de los acto­
res históricamente comprometidos con el debate sobre integración re­
gional, ya sean gobiernos, · sectores comerciales o sindicatos. Se hace, 
por lo tanto, necesario indicar parámetros éticos y morales que sirvan 
de referencia para las organizaciones regionales de carácter económico 
que operan en el Mercosur. Esas organizaciones deberían ampliar cada 
va. más su área de actuación, siendo fundamental que pasen de meros 
instrumentos para la libre circulación de bienes, mercaderías y servi­
cios a órganos con objetivos de naturaleza política, incorporando pre­
ocupaciones relativas a la democracia y a los derechos humanos. 

Analizando la legislación relativa al Mercosur, evaluamos que, pau­
latinamente, están siendo incorporados a los documentos principios 
que tienen la democracia y los derechos humanos como parámetro. 
Comparando, sin embargo, con la experiencia de la Unión Europea, 
todavia es muy tímida la incorporadón de estas principios en el ámbi­
to del Mercosur. Los derechos de los trabajadores obtuvieron los ma­
yores avances, con la firma de la Carta Socio-Laboral. Otras áreas, tales 
como la protección ambiental, el derecho del consumidor, la asistencia 
jurídica y la cooperación e intercambio en materia cultural y educacio­
nal han sido también objeto de acuerdos específicos presentando, sin 
embargo, resultados de menor alcance. 

En el marco de este cuadro normativo y a la luz de los parámetros 
ya adoptados por el Mercosur como organización internacional e 
intergubernamental debería ser adoptada la norma más benéfica en 
cada materia analizada. Esto significa, por ejemplo, que, en el ámbito 
de los derechos sociales, no serían aceptados retrocesos, prevaleciendo 
la legislación más progresista vigente en cualquiera de los países2

• 

2 Piovesan, Flávia. "Temas de Direitos Humanos".· Ed. Max Limonad. São Paulo, 

1998. 

146 Foro de la Sotiedad Civil en las Américas 



Continuando en el campo de los marcos políticos a tenerse en cuenta 
para la elaboración de una agenda de derechos humanos, es necesario 
no menospreciar los desafios impuestos por el impacto de la 
globalización económica en la región. Se destacan en este contexto el 
neoliberalismo, la abertura de los mercados, la flexibilización de los 
derechos sociales y ambientales, la reforma impositiva, la privatización 
y la reducción de los gastos públicos. La propia desigualdad interna 
del Mercosur con relación a la situación económica de los países, con 
amplia hegemonia por parte de Brasil y Argentina, constituye una 
limitación a la plena realización de los derechos humanos en la región. 

A estas dificultades estructurales en la implementación de los dere­
chos humanos podemos agregar también la presencia todavía ostensiva 
de las fuerzas militares en la política de algunos países de la región, la 
acción poco controlada de las empresas multinacionales, además de la 
corrupción e impunidad que se infiltran en las estructuras de poder en 
nuestras sociedades, disminuyendo la credibilidad y la legitimidad de 
los aparatos jurídicos y políticos de cada Estado y dificultando el esta­
blecimiento de políticas y procedimientos de gestión universales. 

Frente a todos esos desafios, es responsabilidad de la sociedad civil 
actuar de una manera más eficaz para alterar ese cuadro, interfiriendo 
y reflexionando sobre los impactos de los procesos de formación de 
bloques económicos en la vida de los ciudadanos de cada país. ~Cómo 
compatibilizar una discusión más amplia sobre derechos cuando exis­
ten padrones de desigualdad tan profundos a enfrentar? 

Es más importante todavía construir una agenda no apenas en el 
plano legislativo sino también en el ejecutivo, incluyendo aspectos re­
ferentes a las políticas públicas, monitoreando indicadores y disemi­
nando experiencias bien sucedidas en diferentes áreas. 

El análisis comparativo de las diversas legislaciones realizado en este 
estudio constituye un primer paso en esa construcción. En ese senti­
do, la Constitución de cada uno de los paÍses analizados podría ser el 
principal marco legal a ser considerado como punto de partida para la 
elaboración de la agenda, dado el contenid<? progresista de las mismas 
y su adaptación a las principales normas , internacionales de derechos 
humanos. Un segundo paso debería ser d "saneamiento" de la legisla-
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ción infraconstitucional,. que en muchos casos es incompatible con la 
protección de estos derechos. Será también necesaria la harmonización 
de la legislación ordinaria çntre los países. 

Es necesario, por lo tanto, encontrar una pauta común de defensa 
de los derechos humanos considerando las determinaciones jurídicas, 
políticas y culturales de cada país. ~Cómo lidar con la diversidad, in­
cluso con reiación a los aparatos jurídicos? Para eso es necesario recono­
cer y comprender mejor las razones históricas que llevaron a la hetero­
geneidad existente entre los países en términos de los avances y de las 
limitaciones en ei campo de los derechos humanos. 

Otra cuestión fundamental se refiere a la necesaria conciliación en­
tre la noción de derechos colectivos y derechos individuales. La Decla­
ración Universal de Derechos Humanos de 1948 refleja la idea dei 
hombre como individuo abstracto, sobre ei cual se apoya la idea de 
derechos humanos. Durante los últimos cincuenta afios la noción de 
derechos humanos está al mismo tiempo universalizándose y hacién­
dose más específica en ei sentido de reconocer la diversidad dei propio 
concepto de humanidad. 

"En las últimas décadas están siendo realizados esfuerzos significativos, particu­

larmente por el movimiento de mujeres, para redefinir el concepto de derechos 

humanos, desvinculándolo de la idea abstracta de humanidad apoyada en el 

hombre adulto, dominante hasta entonces en las legislaciones nacionales e 

internacionales. Por medio de la lucha política de diferentes actores, entre los 

cuales se destacan diversas organizaciones de la sociedad civil, esa idea abstracta 

de la humanidad está siendo substituída por otro concepto apoyado en el 

reconocimiento de la diversidad entre los indivíduos. Diferencias de sexo, raza y 

etnia, edad, orientación sexual y económica, soo actualmente reconocidas como 

categorias fundamentales en la definición de esferas específicas de protección de 

los derechos individuales. AI mismo tiempo, otras dimensiones como violencia 

doméstica, salud, sexualidad, reproducción y medio ambiente, están siendo 

introducidas en ellenguaje de los derechos humanos."3 

3 Pitanguy, Jacqueline - &conuptualizing Human Rights Languag~: Gmtkr and Vio/mu, 
ln Health and Human Rights, v. 2, n. 3. Boston: Harvard School of Public Health, 
1997, pág. 28. 
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Actualmente, el gran desafio es el de articular, en un lenguaje uni­
versal de los derechos humanos, la noción de derechos individuales 
básicos, de dignidad humana y de derechos colectivos apoyada en el 
reconocimiento de la diversidad de las sociedades y de las diferencias 
individuales. Es vencer el temor a la diversidad, porque en lo diferente 
vemos una amenaza, más que una oportunidad. Una agenda de dere­
chos humanos para el Mercosur deberia responder a ese desafio. 

ASPECTOS INSTITUCIONALES DEL MERCOSUR 

El Mercosur constituye actualmente una unión aduanera imperfecta, 
con la previsión de convertirse en un mercado común a partir de 2015. 
Pero, en ese intervalo la ALCA debe comenzar a operar a partir de 2005, 
trayendo nuevos desafios que amenazarán la integración sub-regional. 
En forma general, las instancias de gestión y administración del Mercosur 
se caracterizan por su baja institucionalidad y por la casi ausencia de 
estructura física y de recursos para su funcionamiento. El Grupo Merca­
do Común (GMC), órgano decisorio del Mercosur, es una instancia 
constituida por representantes de los gobiernos, siendo poco permeable 
a la participación de la sociedad civil. Ese cuadro se reproduce en las 
comisiones, sub-grupos temáticos, comités técnicos y reuniones espe­
cializadas, en los cuales se elaboran recomendaciones para el GMC. 

Los principales espacios de representación de la sociedad civil son 
el subgrupo de trabajo 10 (Trabajo, Empleo y Previsión Social), esta­
blecido en 1992 a partir del Tratado de Asunción y el Foro Consultivo 
Económico y Social (FCES), constituido después del Protocolo de Ouro 
Preto (1995). 

En el primer caso, la participación es tripartita, contando con re­
presentantes de los trabajadores, de los empresarios y de los gobiernos. 
En el ámbito de ese sub-grupo, la propuesta inicial de los trabajadores 
era redactar y aprobar una "Carta Social", que contemplase la gran 
diversidad de derechos y de aspectos sociales. Pero, la postura del mo­
vimiento sindical en la articulación regional ultrapasó mucho los clási­
cos temas laborales, abarcando varias temáti'cas sociales y entrando en 
la disputa sobre el modelo de integración,' a ser implantado. La nego-



ciación para la elaboración de una Carta Social no avanzó, imposibili­
tando su aprobación en áquel momento. Posteriormente fue propuesta 
la firma de un "Protocolo Sacio-Laboral", anexo al Tratado de Asun­
ción, con efecto vinculante y previendo puniciones para el incumpli­

miento de sus cláusulas .. · Nuevamente esa propuesta fue rechazada, 
siendo posible apenas la adopción de una "Declaración {o Carta) Sa­
cio-Laboral", en 1998, cuyo cumplimiento es fiscalizado por un Co­
mité Socio-Laboral especialmente compuesto para ese fin. Ese comité 
no tiene poder de sanción, sino que apenas propone recomendaciones 
sobre políticas y programas destinados a hacer cumplir la declaración. 

El Foro Consultivo Económico y Social (FCES), a su vez, es la única 

instancia del Mercosur que no cuenta con la participación de los gobier­
nos. Su composición tripartira prevé la representación de trabajadores, 
empresarios y organizaciones de la sociedad civil, totalizando 36 miem­
bras {9 de cada pais). Ese ha sido, por lo tanto, el espacio de discusión 
de los temas sociales a nivel regional. El debate en ese Foro se concentró 

en el conocimiento y recomendación de las mejores prácticas en el âm­
bito de las políticas sociales. La evaluación de representantes de los tra­
bajadores es de que la actuación de la sociedad civil en este foro todavía 

está caracterizada por una postura reaccionaria y poco propositiva, ac­
tuando frecuentemente a partir de la agenda colocada por los gobiernos. 

Aunque el debate sobre la garantia y la protección de los derechos 

humanos puede ocurrir en varios espacios institucionales dentro del 
Mercosur, actualmente las principales instancias son el FCES, el sub­
grupo temátic() sobre trabajo, empleo y previsión y también la Comi­
sión Parlamentar Conjunta, que puede tener una actuación más efecti­
va en lo que se refiere a la harmonización de las legislaciones nacionales 
en diversas áreas. Actualmente se discute la propuesta de creación de 
una coordinación de Derechos Humanos dentro del FCES, que fun­
cionaria como principal espacio de discusión de esos temas. 

Es extremamente p~:eocupante la existencia de un gran déficit demo­
crático en el Mercosur, ya que la sociedad civil no es oída en sus diversas 
instancias. La morosidad de los procesos de institucionalización contri­

buye también para' limitar la actuaçión de la sociedad civil, agravada 
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además; entre otros factores, por el clima de incertidumbre sobre el fu­
turo del Mercosur, frente a la presencia de la ALCA y por las dificultades 

económicas por las que pasan los países miembros. El status de unión 
aduanera imperfecta dificulta la aceleración de la harmonización de la 
legislación, dada la incógnita sobre la constitución de un Mercado Co­
mún a medio plazo. Se reconoce, sin embargo, que toda la dimensión 
social existente en el Mercosur, aunque limitada e insuficiente, es fruto 
de la actuación del movimiento sindical, cuyo ejemplo puede servir de 
modelo a las organizaciones de derechos humanos y a las OSCs. 

Esas dificultades no impiden, sin embargo, que las organizaciones de 
la sociedad civil procuren crear sus propios espacios de actuación, cons­
tituyéndose en actores con el propósito de traer para el debate sobre 
integración regional aspectos referentes al pleno ejercicio de los derechos 
humanos. La monitoración de la realización de estos derechos en el pro­

ceso de integración es una tarea fundamental de la sociedad civil, que 
constituirá, así, una especie de pasaporte de ciudadanía para el Mercosur. 

ESTRATEGIAS DE ACTUACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES 
DE LA SOCIEDAD CIVIL 

Las organizaciones de la sociedad civil en los cuatro países que componen 
el Mercosur y también en Chile, poseen una larga tradición de moviliza­
ción social y de lucha por la garantia y por la protección de los derechos 
humanos. La articulación de redes y la actuación conjunta en términos 
regionales también está siendo una experiencia creciente a lo largo de las 
últimas décadas, pero esa articulación se observa con más frecuencia con 
relación a temas específicos. El movimiento de mujeres, las organizaciones 

ambientalistas y el movimiento sindical son ejemplos de articulaciones 
bien sucedidas a nível regional e internacional. El desafio que enfren­
tan las organizaciones de la sociedad civil ·es el de integrar, en términos 
regionales, pero también en el ámbito temático, su actuación. 

En primer lugar, hay que destacar la necesidad de un intercambio 
permanente entre el movimiento sindical y las organizaciones de la 

sociedad civil que actúan con relación a temas específicos. La integra­
ción de esas agendas, anteriormente aisl~das, está creciendo, con re-
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percusiones positivas · para todos los campos. De la misma manera, la 
reiecrura de la situación en que se encuentra ei ejercicio de determina­
dos derechos, teniendo la perspectiva de su reiacionamiento con otras 
temáticas, puede generar cambias importantes en las formas de lucha 
para ei pleno ejercicio de esos derechos. Entre varias ejemplos de resul­
tados positivos obtenidos a partir dei establecimiento de estrategias 
conjuntas por organizaciones sociales con intereses temáticos diversos, 
destacamos la experiencia dei movimiento de justicia ambiental en los 
EUA. La constatación de que áreas residenciales degradadas coincidían 
con los locales de vivienda de pobres, negros e inmigrantes permitió 
una articulación decisiva entre ei movimiento ambientalista y ei movi­
miemo por los derechos civiles en aquei país, con resultados concretos 
en cuanto a revisión de políticas. 

La estrategia de combinar las agendas, lo que constituye una prio­
. ridad en la actuación dei Foro de la Sociedad Civil en las Américas, 
también debe ser destacada como un instrumento importante de mo­
vilización por cambias en ei ámbito de la legislación vigente sobre la 
familia, la salud y los derechos reproductivos. Frecuentemente las le­
gislaciones nacionales reconocen la necesidad de proteger y fortalecer a 
las familias, sin que necesariamente se lleve en cuenta que esta protec­
ción debe ser dada siempre que no viole principias básicos como la 
libertad individual y la integridad física de los ciudadanos. En nombre 
de la protección a la familia muchas veces se violan los derechos indivi­
duales, sobre todo los derechos de las mujeres, lo que debería ser revis­
to de acuerdo con ei principio constitucional, que prevalece en todos 
los países dei Mercosur, de la igualdad entre hombres y mujeres. 

En ei caso específico de la violencia doméstica, hay progresos sig­
nificativos en términos constitucionales, particularmente en ei Brasil 
donde, desde 1998, se atribuye al Estado la responsabilidad de cohi­
bir la violencia en ei ámbito de la família. Una agenda común de 
derechos humanos para ei Mercosur debe considerar que ei Estado 
también puede ser responsabilizado por violaciones ocurridas en ei 
ámbito privado, donde también ocurren casos de abuso físico y psi­
cológico caracterizados como tortura. 
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Además de una mayor integración entre las agendas de los diver­
sos movimientos y organizaciones sociales se afirma la necesidad ur­
gente de que las organizaciones de la sociedad civil presionen a los 
gobiernos para que las legislaciones actualmente existentes sean efec­
tivamente cumplidas, no sufran retroceso y sean ampliadas. Sólo esta 
presión política podrá disminuir la distancia entre los tratados y de­
claraciones internacionales, las legislaciones nacionales y la efectiva 
aplicación de los derechos por ellos garantizados. 

Es urgente la respuesta de la sociedad civil organizada a éstos y a 
otros desafios dramáticos que pueden impedir la garantia de los de­
rechos humanos en la región, tales como la impunidad, la corrup­
ción, la violencia endémica, la pobreza y la situación de los 
inmigrantes. Es necesario avanzar de forma más substancial para res­
ponder a tantos desafios. Con ei propósito de contribuir ai subsidio 
de las acciones de las organizaciones de la sociedad civil en este cam­
po, presentamos las siguientes estrategias, sugeridas a partir de un 
amplio debate con representantes de diversas OSCs4• 

a) Elaboración de mecanismos de monitoración dei impacto de las 
políticas en ei ámbito dei Mercosur, por medio de informes anuales 
que la sociedad civil podrá producir, además de presionar a los 
gobiernos para que produzcan sus propios documentos de 
monitoración5• 

4 Sugerencias elaboradas durante la reunión "Una Agenda de Derechos Humanos en 
e! Mercosur", realizada en Río de Janeiro, en junio de 2000, promovida por Cepia 

I Foro de la Sociedad Civil en las Américas. La lista de los participantes presentes a 

la reunión se encuentra en e! Anexo 4. 
5 También está siendo discutida la posibilidad de monitoración de los derechos 

humanos en e! Mercosur tomando como base los tratados internacionales ai respec­

to, incluyendo la posibilidad de sanciones en los casos de incumplimiento de los 

mismos, a través de órganos como la Corte lntc:ramc:ricana de Derechos Humanos. 

Esta estrategia es posible siempre que el Mercosur sea reconocido como un sujeto de 

derecho internacional , lo que todavia es dificu!tad~ por e! hecho de que estamos en 
una etapa de organización intergubernamental y, no de organización supra-nacional. 

La OEA (Organización de los Estados Americanos) y la ONU (Organización de las 
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b) Potencializar la açtuación de la Comisión Socio-Laboral, 
responsable por la fiscalización del cumplimiento de la Declaración 
Socio-Laboral por parte .de los países miembros. Debe registrarse 
que esta Declaración podrá ser revista dentro de 2 afios y que, en 
esa oportunidad, las OSCs podrán tratar de ampliar su contenido, 
incluyendo oi:ros derechos sociales aún no contemplados. 

c) Definir otros indicadores más allá de la ley, siendo uno de ellos 
la propia eficiencia de la ley. ~Cuántas personas se sirven de una ley 
que consagra un determinado derecho? ~Cuántas personas, utili­
zando esa ley, consiguen la garantia del derecho? ~Cuántas personas, 
habiendo utilizado esa ley y habiendo alcanzado el derecho, tienen 
que volver a la justicia para obtener algo más? Analizar las políticas 
públicas como otro indicador de la realización de los derechos. Una 
ley que no prevé recursos para proveer los servicios será una ley 
ineficaz. 

d) La cultura de los derechos humanos es otro factor fundamental 
a ser tomado como referencia en la construcción de esta agenda. 
Todavia hay, por parte de diversos sectores en los países del Cono 
Sur, una profunda resistencia al propio concepto de derechos hu­
manos, contra la cual precisamos desarrollar estrategias específicas 
de superación. 

Esperamos que la continuidad de este trabajo de construcción de la 
agenda de derechos humanos, una tarea colectiva, necesaria y urgente, 
contribuya para la efectiva constitución del Mercosur como una orga­
nización supra-nacional fuerte, independiente y, sobre todo, un órga­
no que tenga entre sus objetivos políticos permanentes la consolida­
ción de la democracia y el respeto por los derechos humanos. 

Naciones Unidas) son sistemas de Estados y la posibilidad de inclusión dei Mercosur 

como miembro debe ser pensada como algo que podrá realizarse sólo dentro de 

algunas décadas. Precisamente, este mismo tema ha sido objeto de debate en el 

ámbito de la Unión Europea: ~es necesario que ella ratifique los tratados internacio­

nales o la ratificación de cada país miembro es suficiente? 
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Anexo 1 

Para una lectura más agradable, presentamos el siguiente glosario: 

(i) Tratados y Convenciones- Acuerdos sobre asuntos políticos, eco­
nómicos, financieros, comerciales y culturales. En general, tienen 
un peso mayor que la declaración ya que, después de ratificados1 

por el Estado, se incorporan al orden jurídico del mismo, tornán­
dose fuentes del derecho nacional. 

(ii) Pacto - Son los grandes tratados generalmente vinculados a or­
ganizaciones internacionales o regionales. 

(iii) Declaración - Documentos que representan acuerdos sobre 
padrones, pero no son legalmente obligatorios. La declaración siem­
pre afirma un principio, una actitud política común. 

(iv) Protocolo - Documento internacional con varias acepciones, 
como la modificación o enmienda de otro tratado. 

(v) Plan de Acción - Su objetivo es poner en práctica las regias de 
determinado acuerdo. 

(vi) Convenio - Acuerdo que trata de materia cultural o de trans­
porte. 

(vii) Estatuto- Es la ley orgánica de los tribunales internacionales. 

1 La ratificación no es nada más que la confirmación dei Documento Internacional 

por e! Jefe de Estado. Habrá, antes, la aprobación por e! Congreso o e! Parlamento. 

De la aprobación surge la autorización dei Jefe de Estado para efectivar la ratifica­

ción. Es un acto discrecional, no tiene efecto retroactivo, no existiendo un plaw 

para ser efectivado y siempre debe ser expresa su aceptación. Como los Estados son 

soberanos, la ratificación puede ser recusada, lo .que es aceptado padficamente. 

Cabe recordar que, técnicamente, e! Poder Legislativo no puede poner objeciones a 

estos documentos aunque en la práctica esa conducta sea aceptada . 
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(viii) Compromiso -Acto efectivado especificamente para someter 

una cuestión internaCional a arbitraje; y 

(ix) Estado participante .!.... Estado que ratificó Documento lnterna-
cional2. ' 

2 En el presente trabajo el . concepto de Estados participantes también puede ser 

comprendido como aquellos países integrantes dei Mercosur (Estados miembros) . 
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Anexo 2 

CRONOLOGiA DEL PROCESO DE CREACIÓN 
Y CONSOLIDACIÓN DEL MERCOSUR' 

1991 Se firma el 26 de marzo el Tratado de Asunción, para la 
constitución de un mercado común entre Argentina, Brasil, Para­
guay y Uruguay. El tratado definió un programa de liberalización 
comercial de todo el universo aduanero con un período de transi­
ción hasta el 31 de diciembre de 1994 y adoptó mecanismos de 
carácter intergubernamental ya fijados en el programa bilateral Brasil­
Argentina, así definidos: Consejo, órgano supremo, de naturaleza 
intergubernamental; Grupo Mercado Común, órgano ejecutivo, para 
coordinar las actividades de 1 O (posteriormente serán 11) subgrupos 
de trabajo; Comisión Parlamentar Conjunta, con representantes 
designados por cada Parlamento nacional. . 

''Acuerdo relativo a un Consejo sobre Comercio e lnversiones" 
entre los 4 países dei Mercosur y los EUA (junio). 

"Protocolo de Brasilia para la solución de controversias" (diciem­
bre); mecanismo ad hoc de solución arbitral de los conflictos co­
merciales entre países miembros dei Mercosur, adoptado en la Re­
unión dei I Congreso dei Mercado Común (CMC). El Mercosur 
no crea un Derecho comunitario y continúa privilegiando el "mo­
delo Benelux" de carácter intergubernamental, prefiriéndolo al sis­
tema de tipo supranacional como el europeo. 

1991-94 El Mercosur crea órganos subsidiarios y reuniones de 
ministros, entre ellas la. de ministros de Economía y presidentes de 
Bancos Centrales (anterior a la propia vigencia dei tratado de Asun­
ción), de Educación (Plano Trienal para el Sector), de Justicia, de 

1 Publicado originalmente en Chalhoult, Yves y Almeida, Paulo Rober~o de (orgs.) -

Mercosur, Nafta y Alca- A Dimensão Social. São Paulo: LTr, 1999. . 
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Trabajo, de Agricultura; crea además diversas reuniones especiali­
zadas: de Medio Ambiente, de Cultura, de Ciencia y Tecnología, 
de Turismo, etc. Se desarrolla intensa actividad de harmonización 
de las legislaciones internas, de integración aduanera y de adopción 
de normas y reglamenÚ>s técnicos comunes para la libre circulación 
de bienes en el territorio de los Estados-miembros. Los países-miem­
bras comienzan a coordinar sus posiciones en los foros económico­
comerciales internacionales y el Grupo Mercado Común (GMC) 
define criterios comunes para la negociación de acuerdos de comer­
cio en el ámbito de Aladi. 

1992 Se firma el Tratado de Maastricht, creando la Unión Eu­
ropea (UE) y previendo inclusive una unión monetaria en aquel 
continente. Por medio dei "Acuerdo de Cooperación lnterins­
titucional entre la Comisión de las Comunidades Europeas y las 
instituciones dei Mercosur" se formaliza un diálogo entre los can­
cilleres de las dos regiones. La reunión dei CMC adopta, por la 
Decisión 1192, un extenso programa de medidas ("Cronograma 
de Las Lefias") para el cumplimiento, hasta el 31 de diciembre de 
1994, de los compromisos fijados en el Tratado de Asunción, o 
sea, la confirmación dei "Mercado Común dei Sur"; el GMC será 
encargado de adoptar un cronograma de medidas adicionales para 
alcanzar el pleno funcionamiento dei Mercosur el 1 o de enero de 
1995 (algunos plazos serán prorrogados durante los trabajos). La 
Decisión 3/92 aprueba el procedimiento de reclamaciones y con­
sulta sobre prácticas desleales de comercio (dumping y subsidias), y 

la Decisión 5/92 aprueba un protocolo de cooperación y de asis­
tencia judicial en materia civil, comercial, laboral y administrativa. 

Creación de la "Comisión Sindical dei Mercosur", por inciativa 
de la Coordinadora de Centrales Sindicales dei Cono Sur (CCSCS), 
entidad constituída en 1986, congregando centrales sindicales de 
los cuatro países miembros, además de Chile y de Bolívia; por el 
Brasil participan la Central Única de los Trabajadores (CUT), la 
Confederación General de los Trabajadores (CGT) y la Fuerza Sin-
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clicai (FS). Comienza a reunirse el Subgrupo de Trabajo (tripartito) 
n. 11 (SGT-11), Asuntos Laborales, posteriormente denominado 
"Relaciones Laborales, Empleo y Seguridad Social". Diversas enti­
dades del sector proponen, junto con un Foro Social, una Carta de 
los Trabajadores del Mercosur, sistematizando principias básicos 
en el área social y laboral. Ulteriormente, el gobierno brasilefi.o de­
claró ser favorable a la adopción de una: Carta de Derechos Funda­
mentales, pero se opone a la vinculación de las cuestiones comer­
ciales con las laborales. 

1993 La resolución (7/93) crea, en el árnbito del GMC, el Gru­
po Ad hoc sobre Aspectos Institucionales, encargado de formular 
propuestas sobre la futura arquitectura jurídica del Mercosur (artí­
culo 18 del Tratado). El Mercosur y el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) firman un convenio de cooperación técnica no­
reembolsable, destinado a la realización de estudios técnicos y de 
proyectos de consultoría sobre la reconversión productiva. 

En diciembre, conclusión de las negociaciones de los acuerdos 
multilaterales de la Rodada de Uruguay; el Mercosur es objeto de 
atento examen, aún en curso, por las partes Contratantes, por me­
dia del Grupo de Trabajo en el árnbito del Comité de Comercio y 
Desarrollo. 

1993-94 Negociación de la Tarifa Externa Común (TEC) en el 
Mercosur: diferencias de estructura y de niveles de desarrollo in­
dustrial entre el Brasil y los otros participantes resultan en la acep­
tación, durante una "fase de convergencia" (hasta 2001-2006), de 
listas nacionales de exclusión (para bienes de informática y de capi­
tal, por ejemplo). Los países-miembros también deciden armonizar 
los incentivos a las exponaciones respetando disposiciones del Gan. 

1994 Firma en Marrakech de los resultados de las negociaciones 
comerciales de la Rodada de Uruguay, con la creación de la Organi­
zación Mundial del Comercio (OMC)" e~ funcionamiento a partir 
del 01/01/1995. 
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La VI Reunión delCMC aprueba diversos segmentos regulado­
res dei mercado comÚh en formación: protocolo sobre integración 
educacional; promoción .y protección de inversiones externas y ju­
risdicción internacional en materia contractual; acuerdo sobre trans­
porte de mercaderías peligrosas; reglamento sobre régimen de ori­
gen. El CMC crea también la Comisión de Comercio dei Mercosur 
(CCM), de carácter intergubernamental, destinada a administrar la 
futura uniónaduanera; en su primera reunión (06-07/10), la CCM 
aprueba su reglamento interno, estableciendo reuniones mensuales. 

El 17 de diciembre se firma el "Protocolo de Ouro Preto" que 
modifica parcialmente el Tratado de Asunción y confiere personali­
dad jurídica internacional ai Mercosur. En esa oportunidad, la VII 
Reunión dei CMC aprueba, además de listas nacionales de pro­
duetos en régimen de adaptación final a la unión aduanera (con 
plazos adicionales para su integración a la TEC), diversos actos in­
ternacionales: acuerdo sobre transporte multimodal, código adua­
nero, protocolo de medidas cautelares, protocolo sobre promoción 
y protección recíprocas de inversiones y acuerdo bilateral Brasil­
Argentina sobre internación de bienes de las zonas francas. 

La nueva estructura institucional definida en el Protocolo de 
Ouro Preto (que todavia permanece intergubernamental) comprende 
los siguientes órganos: 
1. Consejo dei Mercado Común (CMC) 
2. Grupo Mercado Común (GMC) 
3. Comisión de Comercio dei Mercosur (CCM) 
4. Comisión Parlamentar Conjunta (CPC) 
5. Foro Consultivo Económico-Social (FCES) 
6. Secretaria Administrativa dei Mercosur (SAM) 

Las Decisiones dei Consejo, las Resoluciones dei GMC y las 
Directrices de la CCM constituyen fuentes jurídicas dei Mercosur 
y son obligatorias, de derecho, para los Estados-miembros; todos 
los órganos son igualitarios; las decisiones son tomadas por consen­
so; la coordinación principal se realiza entre los ministerios de Re­
laciones Exteriores de los cuatro países. 

162 Foro de la Sociedad Civil en las Américas 



"Declaración Solemne Conjunta entre el Mercosur y la Unión 
Europea", el 22 de diciembre, en Bruselas, previendo la negocia­
ción, en 1995, de un Acuerdo-Cuadro lnter-Regional de Coopera­
ción Económica, conduciendo, en última instancia, a la liberaliza­
ción dei comercio entre las dos regiones. 

1995 Entrada en vigor, el 1° de enero, de la Unión Aduanera (en 
implementación) dei Mercosur. 

Reunión especializada de ministros de Cultura dei Mercosur, 
en Buenos Aires (15/03), lanza el "Mercosur Cultural", con la 
firma dei Protocolo previendo el funcionamiento de siete comi­
siOnes. 

Encuentro entre los ministros de Relaciones Exteriores dei 
Mercosur y de la Unión Europea (UE), el 17 de marzo, en París, 
reafirmando el compromiso de llegarse a un amplio espacio de co­
operación y de integración uniendo ambas entidades. 

Firmado en diciembre el Acuerdo-Cuadro de cooperación 
interregional entre la UE y el Mercosur, en Madrid: la liberali­
zación comercial "deberá considerar la sensibilidad de ciertos 
productos" (referencia a la Política Agrícola Común) y las regias 
de la OMC. 

1996 Es firmada la Declaración Presidencial sobre Compromiso 
Democrático en el Mercosur por la cuallos cuatro países asumen el 
compromiso de consultarse y de aplicar medidas punitivas, dentro 
dei espacio normativo dei Bloque, en caso de ruptura o amenaza de 
ruptura dei orden democrático en algún Estado miembro. Los pre­
sidentes firman también una declaración sobre el diálogo político, 
estableciendo un mecanismo de consulta y de composición política 
mutua. 

1997 Acuerdo Brasil-Argentina, en noviembre, decide elevar la 
Tarifa Externa Común en un porcentaje de tres puntos, medida a 
ser implementada por los cuatro países miembros antes dei 31 de 
diciembre de 2000. 
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Acuerdo-Cuadro sôbre servicios, dependiente de la negociación 
de protocolos sectoriales para la liberación de sectores específicos. 

1998 Difíciles negociaciones para la definición de un régimen 
automotivo común entre los países' del Mercosur y para la liberali­
zación del sector azucarero, que está protegido en la Argentina la 
cual, a su vcr., acusa al Brasil de subsidiarlo. 

La Comisión Europea, principal órgano ejecutivo de la UE, de­
cide proponer al Consejo de los 15 Ministros que se inicien nego­
ciaciones con el Mercosur y con Chile con la intención de estable­
cer una asociación interregional, estableciendo, entre otros objeti­
vos, una zona de libre comercio. 

Firma, por los cuatro presidentes del Mercosur, de la Declaración 
Sociolaboral del Mercosur, creando un Comité tripartito durante la 
reunión semestral del CMC, en Río de Janeiro, en diciembre. 

Encuentro fundador del Foro Empresarial Mercosur-UE, en fe­
brero, en Río de Janeiro, con la presencia de tres presidentes de los 
países del Mercosur; este evento abre un canal de comunicación 
entre las empresas de los dos bloques y aborda el tema de la forma­
ción de una futura zona libre de comercio Mercosur-UE. 

1999 Realización en junio, en Río de Janeiro, de la Reunión de 
Cúpula de los Jefes de Estado y de Gobierno de la UE y de la 
América Latina y Caribe, con el objetivo de estrechar los lazos de 
cooperación y de integración económica entre las dos regiones. 

Probable inicio de las negociaciones formales entre el Mercosur 
y la UE para la formación de un área de Libre Comercio antes del 
afio 2005. 

2000-04 Definición y establecimiento de la política automotiva 
común del Mercosur, atendiendo a las obligaciones de los países 
miembros en el árnbito del sistema multilateral de comercio. 

2001-05 Proceso de convergencia de las últimas excepciones a la 
TEC del Mercosur. 
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Anexo 3 

ESTRUCTURA INSTITUCIONAL DEL MERCOSUR 

I Foro Consultivo }- I Consejo dei n R11alones 11lalsterlales 
Económico y Social Mercado Común H Economia y Presidentes de Bancos 

Centrales I Educación I Justicia I 
I Grupo Mercado ] 

Trabajo I Foro Consultivo 
Económico Social I Agriculturro I Común 
Cultura I Solud 

I Comisión O I Secretaria Administrativo J1 Parlamentar Conjunto Jl I 

I I Comisión de Comercio ~ I Su~·Grupos ele Trabajo dei Mercosur 
SGTl Comunicação Grupos ad ~oc 
SGT2 Mineración Servi cios 
SGT3 Normas Técnicas Aspectos lnstitucionoles 
SGT4 Asuntos Finoncieros Relaciones Exteriores 
SGTS T ronsporte e lnfroestructuro Azúcor 
SGT6 Media Ambiente 
SGT7 Industrio R11aloes Especializadas 
SGTB Agricultura Ciencio y Tecnologia 
SGT9 Energia Turismo 
SGTl O Asuntos Lobo roles Reunión Especializado de la Mujer 

Ca11lt•s t•c•lcos I 
CTl Tarifas oduoneros, Nomenclatura y Comité de Cooperoción Técnico I 

Closificación de Mercaderias 
G2 Asuntos Aduaneros 
a3 Normas y Disciplinas Comercioles 
G4 Políticos Públicos que distorsionan la 

competitividad 
as Defensa de la Competición 
G6 Prácticos Desleales y Salvaguardas 
CT7 Defensa dei Consumidor 

· GB Restricciones aduoneras 
G9 Sector Automotivo 
CTl O Sedar Textil 

Fuente: Perfil Estadistico de las Mujeres dei Mercosur-Orgonizado 110r .cotidiano Mujer. Montevideu, Uruguay, 2000. 
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Anexo 4 

DECLARACIÓN DU ENCUENTRO PARLAMENTAR 
DE DERECHOS HUMANOS DU MERCOSUR 

Como resultado de los debates y del intercambio entre los diversos 
participantes del Encuentro, realizado el 29 de noviembre de 2000, 
en el Congreso Nacional del Brasil, en Brasília, fueron aprobadas las 
recomendaciones y sugerencias relacionadas a seguir, las que serán en­
viadas a los Parlamentos e lnstituciones de Derechos Humanos de los 
Estados Partes y Asociados del Mercosur: 

1. Incentivo a la creación de un Parlamento en el Mercosur; 

2. Creación de la Comisión de los Derechos Humanos del Mercosur; 

3. Aprobación de instrumentos legales que permitan el intercam­
bio de prisioneros entre los países del Mercosur; 

4. Realización anual de encuentros de derechos humanos dei 
Mercosur, reuniendo parlamentares, instituciones gubernamenta­
les y ONGs del sector, marcándose el próximo encuentro para ei 
afio 2001, en el Paraguay; 

5. Defensa por los Estados Partes y Asociados del Mercosur de la 
ratificación de tratados internacionales que defiendan y promuevan 
los Derechos Humanos, como la Convención para la supresión dei 
tráfico de personas y de la explotación de la prostitución; la Con­
vención lnteramericana sobre desaparecimientos forzados; la Con­
vención de la OEA para la eliminación de todas las barreras a las 
personas portadoras de deficiencia; la Convención para la protec­
ción del trabajador inmigrante; la creación de la Corte Penal Inter­
nacional y el Protocolo Facultativo a la Convención sobre la Elimi­
nación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(CEDAW); 
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6. Unificar el posicionamiento de los diferentes países con relación 
a la pena de muerte, adoptando el concepto - presente en la Cons­
titución Uruguaya J.. de-que no se aplicará la pena de muerte por 
ningún motivo y en ninguna circunstancia. 

7. Unificar la legislación referente a los crímenes sexuales, elimi­
nando cualquier referencia a la defens~ de la honra; 

8. Incorporar a la legislación de cada Estado Parte el principio de la 
libre orientación sexual y de la no discriminación por causa de ella; 

9. Trabajo articulado por los Estados Partes del Mercosur para com­
batir el tráfico de armas y de drogas, las redes de prostitución y el 
tráfico de personas, además de los crímenes cometidos por medio 
de la Internet, como el racismo, la discriminación y la xenofobia. 

10. Articulación de iniciativas entre los Estados Partes del Mercosur 
para posibilitar la elucidación plena de los hechos históricos rela­
cionados con la Operación Cóndor; 

11. Hacer, antes del próximo encuentro, diagnósticos sobre la si­
tuación en los países del Mercosur con respecto a la actuación del 
Poder Judicial en relación a los tratados y convenciones internacio­
nales, a las instituciones públicas de derechos humanos y a la me­
moria de las violaciones de los derechos humanos. 

12. Trato especial, por parte de los Estados, de las migraciones in­
ternacionales, tanto entre los países del Mercosur como entre ellos 
y otros países, considerando que ese fenómeno en expansión ha 
sido fuente de numerosas y preocupantes violaciones de los dere­
chos humanos. 

13. Llamado a todos los Estados para que atiendan a los principios 
que constan en los instrumentos internacionales y que defienden 
los derechos y la dignidad de los pueblos indígenas. 
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Además de las recomendaciones dirigidas a instituciones públicas y 
organizaciones no gubernainentales de todos los Estados Partes y Aso­
ciados al Mercosur, fue tainbién aprobado lo siguiente: 

Recomendaciones a las autoridades 'públicas brasilenas 

Retirar el status de asilado político concedido al ex-dictador Alfredo 
Stroessner Matiauda, por existir serios indicios y pruebas de que el 
mismo es responsable por crímenes de lesa humanidad, cometidos en 
el Paraguay, cumpliéndose así el firme compromiso de respeto a los 
derechos humanos en el ámbito dei Mercosur y aplicándose el Artícu­
lo 1 o de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Con­
vención lnteramericana para prevenir y castigar la tortura, además de 
cumplir las recomendaciones dadas por la Comisión lnteramericana 
de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos, 
en lo que se refiere al "asilo y su relación con crímenes internacionales", 
dei 20 de octubre de 2000. 

Brasilia, 29 de noviembre de 2000 

Diputado Marcos Rolim 
Presidente dei Encuentro Parlamentar de Derechos Humanos dei Mercosur. 

Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados 

dei BrasiL 
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Anexo 5 

LISTA DE PARTICIPANTES DE LA REUNIÓN "UNA AGENDA DE DERECHOS 
HUMANOS EN EL MERCOSUR" (RIO DE JANEIRO, JUNIO DE 2000) 

RIO DE JANEIRO 
Adriana Vai/e Mota- Cepia 

Almir Pereira ]r. - luperj - Instituto Universitario de Pesquisas dei Rio de Janeiro. 

Ana Clara Torres Ribeiro - IPPURIUFRJ - Instituto de Planejarnento Urbano Regional 
Ati/a Roque - Ibase - Instituto Brasileiro de Análises Sociais e Económicas. 

Beatriz Gal/i- Fundação Ford 

E/i Diniz - Instituto de Economia - UFRJ 
Elizabeth Garcez - Agende - Ações de Gênero 

Elizabeth Lmis- Fundação Ford 

Fátima Mel/o- Fase I Rebrip- Federação de Úrgãos de Assistência Social e Educacional. 

Gilberta Acselrad- Programa Cidadania e Direitos Humanos- Uerj 

Gracie/a Rodrigues - Ser Mulher I Rebrip 
Helena Olivúra- Ibam 

Htmri Amlrad- IPPUR I UFRJ - Universidade Federal do Rio de Janeiro 

jacqueline Hermann - Cepia 

jacqueline Pitanguy - Cepia 
José Américo ]r. - Centro de Defesa dos Direitos Humanos - Petrópolis 

Lei/a Linhares - Cepia 
Lei/ah Borges - Abogada, especialista en Derecho de la Farnilia. 

Lúcia Xavier - Criola 

Madalena Guilhon - Cemina 

Mara Ferrari- lbam- lstituto Brasileiro de Administração Municipal 

Marcelo Paixão - Fase I Instituto de Economia - UFRJ 

Miriam ~ntura- Abogada, especialista en derechos de los portadores de HIVIAIDS 

Regina Rocha - Nova - Assessoria em Pesquisa e Educação Popular. 

Rosane Reis Lavigne - Defensaria Pública 

Ruth Mesquita- Cepia 

Victória Grabois- Grupo Tortura Nunca Mais 
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SÃO PAULO 
Dáse Bmedito - Fala Preta 

Fldvia Piovesan - Ministério Públioo 

Maria Luísa Mmdcnça- Justiça Qobal 
Ruth Coelho - Força Sindical --, Forum Económico Social do Mercosul 

Strgio Adcrno- Núcleo de Estudos da Violência- Universidad de São Paulo 

BRASÍLIA 
Antônio Dimas Cartkso - Centro de Pesquisa e Pós-Graduação sobre América Latina e 

Caribe- Universidade de Brasllia. 
ldris Ramalho - Centro de Estudos Feministas - CFEMEA 

Paulo Cisar Carbonari- Movimento Nacional de Defesa dos Direitos Humanos 

RIO GRANDE DO SUL 
Carmm Campos- Themis 

SANTA CATARINA 
Odilon Faccio - Observatório Social - Cut 

ARGENTINA 
Maria ]os! Gurmbe- Cels 

CHILE 
Cata/ina Infante- Servido Nacional de la Mujer- Sernam 

Fe/ipe Portaks - Abogado 

URUGUAY 
Li/ian Celiberti- Cotidiano Mujer 

PARAGUAY 
Myriam Angtlica Gonzdkz- Centro de Documentación y Estudios- COE 
Maria Molinas Cabrera- Alter Vida - Centro de Estudios y Formación para e! 
Ecodesarrollo 

INGLATERRA 
Bob Deacon- Sheffield University 
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Abstract 

This study presents a comparative analysis of human rights in five Mercosur 
countries: Argentina, Brazil, Chile, Paraguay• and Uruguay, and highlights 
the advances that took place during the last decades, which are coincidem 
with the re-democratization of these countries politicai institutions. The 
study also identifies the main obstacles to the full exercise of these rights, 
as well as the needs and demands that remain at the legislative levei of each 

country. 
The six countries that integrate the Mercosur - Chile and Bolívia as 

associated members - share a similar politica! tradition and historical 

indicators of human rights violations. The recent past of military regimes 
that were in place in these countries for decades is a living memory of 
these violations. ln the development of this study, an initiative of the Civil 
Society Forum in the Arnericas, Cepia considered necessary to reflect about 

the current path in the struggle for human rights protection in Mercosur, 

especially if the objective of this market is an integration that goes beyond 
trade agreements. ln reality, common economic obligations that have been 

adopted in Mercosur surpass export taxes and presuppose politica! agree­
ments which include the democratic clause among member states. 

With this comparative study, published in the fourth number of the 
series "Forum Notebooks", Cepia and the Civil Society Forum aim to 
contribute so that these countries' integration can serve to foster a deeper 
comprehension of human rights, understood both in their classical mean­

ing, related to civil and politica! rights, and in their current broader lan­

guage, that incorporate new historical subjects and new dimensions of life; 
and in the context of the indivisibility of human rights. 

The lack of social policies that can face some of the pervasive effects of 

State disarticulation, particularly severe in the field of health, education, 
housing and sewage, as well as unemployment increase are affecting, above 
ali, the lower incarne population of these countries, which face the great 

challenge of continuing the integration of ecohomic policies in a scenario 
of economic uncertainties and growing so.dal inequalities. To face this 
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picture, we consider it urgent to elaborate a human rights agenda that shall 

not be a consequence of trade agreements, but shall precede and orient 
them. This agenda should be <i:Ommon to ali Mercosur countries, and have 
as its main objective to contribute to establishing a minimum ground for 
politicai, social, civil, environmental, reproductive and health rights, and 

for the protectiori against gender, race and ethnic discrimination. 
For The Civil Society Forum in the Americas, this social and human 

rights agenda should play a key role in providing an ethical parameter for 
commercial integration, determining limits for unacceptable abuses and 
discriminations in the member countries and defining desirable leveis of 

social justice and citizenship rights to be achieved. For instance, in terms 

of labor rights, topics such as child work, underemployment, gender, race and 
ethnic discrirnination in the labor market and the rights of immigrants shall 
be considered as priority in economic integration agreements. Consider­
ing the broadness of the current concept of human rights, this agenda 
should also incorporate the question of discrimination in a broader sense, 
including the dimensions of health, environment and domestic violence. 

The convergence between the national constitutions of the Mercosur 
countries and the fact that they have ratified most of the international 
human rights treaties and conventions mean that an important starting 

point has been defined for the construction of this common agenda. How­
ever, there are important discrepancies both in legal terms and in relation 
to policies and tools for human rights protection necessary to guarantee the 
exercise of some rights. Therefore, it is fundamental to start a broad debate 

among civil society organizations, governmental and commercial sectors, in 
order to establish a consensus about some basic citizenship rights that 

should be recognized by ali Mercosur member states. These rights, ex­
pressed in legislation, public policies and agreements, would constitute a 
passport of citizenship, valid in ali member countries, without which it 
will be impossible to pursue an effective integration of the South Cone. 
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Resumen 

Este trabajo presenta un cuadro comparativo de los derechos humanos en 
Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, países que integran el 
Mercosur, como miembros efectivos o asociados, y destaca los avances 
ocurridos en las últimas décadas, que coinciden con la redemocratización 
de sus instituciones políticas. Identifica también algunos de los principales 
obstáculos para el ejercicio de estos derechos así como necesidades y de­

mandas que aún persisten a nível de su marco normativo. 
Los países que integran el Mercosur tienen una tradición política se­

mejante y comparten indicadores históricos de violaciones de derechos 
humanos. El pasado reciente de las dictaduras militares constituye una 
memoria viva de estas violaciones. AI emprender este estudio, realizado 
por la Cepia en el marco dei Foro de la Sociedad Civil en las Américas, 
consideramos que era necesario conocer y reflexionar sobre las caracterís­
ticas actuales de los derechos humanos en estos países, especialmente si se 

pretende realizar una integración que vaya más aliá de meros acuerdos 
aduaneros. En realidad, se han adoptado en el Mercosur obligaciones eco­
nómicas comunes que ultrapasan cuestiones arancelarias y presuponen 
acuerdos políticos, incluyendo la cláusula democrática entre los estados 
miembros. 

Con este análisis comparativo, publicado en este cuarto número de la 
serie Cuadernos dei Foro Civil, pretendemos contribuir para que este 
proceso de integración económica constituya un proceso de profundización 
de los derechos humanos, entendidos tanto en su sentido más clásico, 

relativo a los derechos civiles y políticos, como en su lenguaje actual, más 
amplio, incorporando nuevos sujetos históricos y nuevas dimensiones de 
la vida, en el marco de su indivisibilidad. 

La ausencia de políticas públicas que se contrapongan a algunos de los 
efectos perversos de la desarticulación dei estado, especialmente graves en 

el campo de la salud, la educación, la habitación y el saneamiento, así 

como la tendencia al aumento dei desempleo; afectan sobretodo a los sec­
tores de bajos ingresos de estos países que ~nfrentan el desafío de avanzar 
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en la integración comer(:ial en un escenario de incertidumbres económi­
cas y crecientes desigualdades sociales. Frente a este cuadro, considera­

mos urgente la necesidad de que se elabore una agenda de derechos huma­
nos que no debe ser conseç~encia de acuerdos comerciales sino que debe 
antecederias y orientados .. Esta agenda, que debería ser común a los países 
dei Mercosur, tiene por objetivo establecer un piso básico de derechos 
políticos, civiles, ambientales, reproductivos y sexuales, así como meca­
nismos de protección contra discriminaciones de género, raza y etnia. 

Para el Foro de la Sociedad Civil, esta agenda de derechos sociales y 
humanos definida parámetros éticos para la integración comercial, deter­

minando a todos los países integrantes de este mercado límites a abusos y 

discriminaciones así como padrones comunes de justicia social y dere­
chos de ciudadanía. Así, por ejemplo, en materia de derechos laborales, 

cuestiones como el trabajo infantil, el subempleo y las discriminaciones de 
género y raza en el mercado laboral y los derechos de los emigrantes debe­
rían ser temas prioritarios en acuerdos de integración económica. Consi­
derando la amplitud dei concepto actual de derechos humanos, esta agen­
da debería considerar también la temática de la discriminación en un 
sentido más amplio, incluyendo también las dimensiones de la salud, dei 
media ambiente y de la violencia doméstica. 

La existencia de convergencias entre las Constituciones de los países 

dei Mercosur y el hecho de que han firmado los principales tratados y 
convenios internacionales de derechos humanos ofrece un punto de parti­
da relevante para la construcción de una agenda común. Sin embargo, 

existen aún discrepancias importantes tanto a nível dei marco normativo 

como de políticas e instrumentos de protección contra violaciones y de 
garantías para el ejercicio de determinados derechos. Es así fundamental 

que se efectúe un amplio debate entre organizaciones de la sociedad civil, 
gobiernos y sectores comerciales a fín de establecer un consenso sobre los 
derechos básicos que deberían ser respetados por todos los estados miem­
bras dei Mercosur, constituyendo así un pasaporte de ciudadanía, valido 
en todos los países y sin el cual no puede existir una verdadera integración 
en el Cono Sur. 
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Creado en 1997, el Foro de la Sociedad Civil en las 
Américas tiene como objetivo fortalecer las 
organizaciones no gubernamentales, luchar contra 
su fragmentación y maximizar su capacidad de 
colaboración mutua frente a los desafios comunes, 
como los procesos de integración regional. 

Criado em 1997, o Fórum da Sociedade Civil nas 
Américas tem como ob;etivo fortalecer organizações 
não-governamentais de diversos setores, 
combatendo sua fragmentação e maximizando o 
seu potencial de colaboração frente a desafios 
comuns, os processos de integração regional. 

The Civil Society Forum in the Americas was 
launched in 1997. The Forum aims to strengthen 
non-governmental organizations, struggling against 
their fragmentation and maximizing their potential 
for mutual collaboration in face of common 
challenges, among which the processes of regional 
integration. 


